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La Determinación de la Confusión marcaria en los productos del mercado ecuatoriano 
 
Dentro del mercado ecuatoriano se encuentran un sinfín de marcas registradas que pertenecen a 
varios tipos de productos, los cuales tienen como finalidad distinguir cada uno de ellos siendo 
esta la función principal de la marca, para que el momento de ser adquiridos por el consumidor 
se elija la mejor opción, por lo tanto es importante que la marca sea protegida correctamente, sin 
embargo al encontrar una marca que pueda guardar algún tipo de semejanza con otra 
evidentemente se observa una franja de vulneración que puede ocasionar en el consumidor una 
confusión al momento de adquirir el producto, tornándose engañosa ya que no permite que se 
adquiera el producto original, afectando los beneficios del mismo el momento de ser 
consumidos, ya que posee una distinta naturaleza, propiedades, calidad, técnicas de 
procesamiento, función e incluso un precio distinto, surgiendo el riesgo de confusión marcaria y 
afectando al consumidor. Para evitar que se produzca este hecho es importante analizar cuáles 
son las condiciones reales de los afectados y dentro de nuestra legislación que medidas se toman 
para protegerlos. 
El objetivo principal dentro de este trabajo de investigación es saber cuáles son los vacíos 
legales que existe en nuestra en la Ley de Propiedad Intelectual, sobre todo en el proceso de 
registro de una marca y la situación del consumidor frente a estos aspectos, ya que no se regula 
criterios que permitan determinar la confusión marcaria, alcanzando una propuesta de reforma 
legal que permite proteger a los consumidores así como a la marca. 
Palabras claves:  






The determination of the trademark Confusion in the Ecuadorian market products 
 
Within the Ecuadorian market is endless trademarks belonging to various types of products, 
which are intended to distinguish each of them and this is the main function of the mark, that the 
time of purchase by the consumer choose the best option, so it is imnportant that the mark is 
protected properly, however finding a brand that can keep any kind of resemblance to another 
obviously a strip of violstion that may result in consumer confusion when purchasing is 
observed product, becoming not misleading because it allows the original product is acquired, 
affecting the benefits of the time to be consumed, as it has a different nature, properties, quality, 
processing techniques, and even feature a different price, emerging the risk of tradermark 
confusion and affecting the consumer. To prevent this event occurs it is important to analyze 
what the actual conditions of those affected are in our legislation and measures are taken to 
protect them. 
 
The main objective in this research is to know what the loopholes that exist in our Intellectual 
property Law, especially in the registration process of a brand and the consumer´s situation 
facing these issues are not as criteria for determining the trademark confusion, reaching a 











Dentro del mercado ecuatoriano y a nivel mundial, vemos que albergan un sin número de 
marcas, mismos que diferencian a los productos para que así el consumidor pueda elegirlos 
libremente y sienta cierta afinidad con su calidad, la publicidad empleada en el producto, y el 
prestigio que ha adquirido este dentro del mercado, teniendo como función principal la marca, el 
distinguir los productos dentro de un mercado de consumo, por lo que debe estar correctamente 
protegida.  
Dentro del mercado se puede presentar que existan semejanzas en los productos, por lo que se 
entiende que han encontrado una franja de vulneración, lo cual provoca que el consumidor 
confunda los productos, convirtiendo la marca en engañosa, por lo que recibe los beneficios de 
la marca original, además debemos considerar los perjuicios que ha causado en el consumidor 
ya que su calidad, su naturaleza, sus propiedades, mérito, técnicas de elaboración, y origen  o 
precio del producto, pueden variar de la marca original. 
Con esto podemos ver que lo que se  es un riesgo de confusión marcario, afectando al mercado 
y al consumidor principalmente, por lo que se debe evitar este riesgo , para lo cual se debe 
analizar las condiciones reales de los afectados y la legislación que los protege. Por lo que si 
analizamos las partes que conforman el problema, nos revela que la solución sería una correcta 
protección de los derechos marcarios, evitando que se den vulneraciones en el producto, y no 
afecte al mercado ni al consumidor. 
Es claro que las relaciones de consumo se desarrollan constantemente en nuestra vida diaria, ya 
sea a la hora de almorzar, al ir a un supermercado, salir a tomar un bus, ir a nuestro destino de 
estudio o trabajo, en fin están presentes en todas y cada una de las actividades que realizamos, y 
pese a la cotidianidad de cada acto que hacemos, se puede observar que el consumidor es una de 
las partes más vulnerables y débiles de la relación de consumo, ya que se crea una relación 
unilateral, porque el fabricante de los productos, lo que hace es poner a disposición sus 
productos  y el consumidor se limita únicamente a adquirirlos, por lo que considero que debe 
existir una relación igualitaria donde el fabricante y el consumidor se necesiten entre sí, 




Es necesario entender que la confusión marcaria es un problema real, y vemos que se ha 
convertido en un problema,  y es así que tratadistas internacionales abordan el tema, para de esta 
manera crear una cultura de derecho marcario, en donde la autoridad sea competente para poder 
reconocer un caso de confusión, logrando así que esa marca jamás salga al mercado y afecte 
tanto a los productores y productos de una marca ya establecida como al consumidor, ya que es 
evidente que los consumidores muchas veces compramos un productos en donde existan colores 
similares, formas y empaques parecidos, nombres  que nos suenen de una forma igual, en fin lo 
que nuestra memoria o vista  asimile o reconozca de esta manera. 
Por lo que he decidido enfocar  mi investigación en la confusión marcaria, y poder analizar los 
vacíos que existen en la Ley de Propiedad Intelectual que nos rige dentro del territorio 
ecuatoriano, ya que es evidente que no existe una normativa específica que nos permita 
evidenciar criterios que determinen el riesgo de confusión marcario, las falencias que existen el 
proceso de registro de una marca, y la situación del consumidor frente a estos aspectos, llevada 
a cabo a través de una recopilación  de información teórica y práctica, teniendo como resultado 
final una propuesta de reforma legal, misma que resulta indispensable para proteger al 









CAPÍTULO   I 
1. LA MARCA  
1.1. ORIGEN DE LA MARCA:  
Desde la antigüedad las marcas evolucionaron hacia derechos protegidos que se fueron dando a 
partir de entendimiento de que: “es injusto presentar como propias las mercancías ajenas”,  
(Sherwood, pág. 29) pensamiento que se desarrolló como parte del derecho de competencia 
desleal,  a través del tiempo, la marca ha ido ganando importancia dentro del derecho de 
propiedad intelectual, mismo que podemos encontrarlo actualmente protegido por varias 
legislaciones a nivel mundial, y mediante Tratados y Convenios Internacionales que se han 
venido dando a través del tiempo. 
Con el tiempo la marca comenzó a ser designadora de las mercancías, en atención al beneficio 
que ésta presta a la comunidad, evitando así cualquier acto de competencia desleal, como  
vemos actualmente que gracias a la marca podemos  identificar servicios, asociaciones y 
certificaciones.  
En el siglo XIX, con el aumento del comercio internacional, muchos países buscaron asegurar la 
protección recíproca para las marcas de sus nacionales, mismo que lo hicieron a través de la 
firma de tratados bilaterales, frecuentemente estos arreglos recíprocos formaban parte de los 
llamados tratados de comercio, amistad y navegación, pero los resultados no resultaban 
satisfactorios entre las partes, y en la última parte del siglo, la demanda de un sistema mejor 
para facilitar el comercio internacional llevó a la conclusión de la Convención  Internacional 
para la Protección de la Propiedad Industrial, conocida actualmente como la Convención de 
París, investigación que se obtiene desde 1883 y fue revisada seis veces, la más reciente que se 
realizó en el año de 1967. Dos principios fundamentales presidieron esta Convención con 
respecto a las marcas, el primero “es que  los  nacionales  de  cualquier  país  de la unión establecida 
por la Convención gozarán en todos los otros países de la unión, de los beneficios de la protección de 
marcas que sus leyes otorguen a sus nacionales” (Sherwood, pág. 29). El concepto de tratamiento 
nacional, como se llama al tratamiento en cuestión, tiene un significado de que dentro de la 
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unión cada país miembro trata a los extranjeros como a sus propios nacionales, siendo esto una 
idea de cortesía, más no de estándares normativos, por lo que si un país decidía eliminar la 
protección de la marcas, esto no violaría la Convención, puesto que esta no intenta exigir un 
nivel mínimo de protección de marcas.  
La Convención no trató de estipularlo porque no lo necesitaba, pero con el tiempo se vio 
necesario ya que surgieron anomalías en caso de que un país miembro redujera o proveyera 
protección a las marcas. 
El segundo principio fundamental que se estipuló en la Convención de París trata de un 
problema que surgió frecuentemente antes del año de 1883, surgiendo así el concepto de 
“tratamiento unionista” (Mariotti), mismo que garantiza al titular de una marca en un país el 
derecho de prioridad para registrar solicitudes de la misma marca en otro país miembro de la 
Unión dentro de un periodo de seis meses a partir de la fecha de la primera solicitud, y se puede 
visualizar que este es un concepto de cortesía como el anterior, ya que antes de esta disposición 
era necesario registrar solicitudes simultáneas en todos los países para así asegurar la protección 
internacional, algo que resultaba un poco imposible en las condiciones que se vivían en esos 
días, y que inclusive en la actualidad carecen de practicidad. 
Países como Alemania, Francia, Italia y Estados Unidos, comienzan  a brindar una protección 
jurídica  a  las  marcas  asegurando el  resguardo  contra  imitaciones y falsificaciones que se 
podrían dar en el mercado, evitando el enriquecimiento ilegal  con  la  marca   ajena,  el   robo  
de clientela a través del engaño, y de modo general todo tipo de prácticas abusivas. En América 
Latina estas leyes fueron establecidas a finales del siglo XIX, consolidándose así el derecho 
marcario a inicios del siglo XX. 
Por lo que la marca en el transcurso del tiempo se crea como  un signo distintivo  de  un bien o 
servicio, que empezó a formarse por medio de signos en lugar de palabras, debido a que la 
sociedad en sus inicios era mayoritariamente analfabeta, hasta la actualidad que es cuando se 




1.2. DEFINICIÓN DE LA MARCA  
En términos generales, la marca, además de ser un signo de propiedad de empresas y 
organizaciones, permite a los compradores: Identificar con mayor rapidez los bienes o servicios 
que necesitan o desean; tomar decisiones de compra más fácilmente y  sentir la seguridad de que 
obtendrán una determinada calidad cuando vuelvan a comprar el producto o servicio. 
Por otra parte, y desde la perspectiva de las empresas u organizaciones, la marca es el elemento 
clave que les permite diferenciarse de la competencia y les ayuda a establecer una determinada 
posición en la mente de sus clientes actuales y potenciales. 
Por lo tanto la marca es considerada como cualquier signo que nos sirve para poder distinguir o 
diferenciar en el mercado de consumo, los productos o servicios que presta una persona o 
empresa de otra que será su competencia. 
(Fernández Novoa, 2001, pág. 25), al citar a Gómez manifiesta que la marca es “un bien que no 
tiene una existencia sensible, sino que, por el contrario, necesita materializarse  en  cosas   tangibles   
para   ser   percibido   por  los  sentidos, sino además, susceptible de ser reproducido ilimitadamente y de 
modo simultáneo en diversos lugares”, explicándonos que una marca para poder subsistir necesita 
de un producto, ya que sin este sería meramente un bien inmaterial, mismo que el consumidor 
puede percibirlo a través de sus sentidos, siendo el signo el elemento material que acompaña a 
la marca. 
La (Organización Mundial de Propiedad Intelectual, pág. 9), dice que la marca es “Un signo 
distintivo que indica que ciertos bienes o servicios han sido producidos o proporcionados por una  
persona o empresa determinada”, con lo cual vemos que esta debe identificar en el mercado cada 
uno de los productos o servicios que la persona o empresa brinden al consumidor, y puedan 




(Cornejo, 1992, pág. 55), nos manifiesta que “Las marcas se caracterizan por su aptitud para 
identificar fácilmente un producto. Ellas tienen una función diferenciadora, cuyo objeto es distinguir un 
producto o servicio, para que no sea confundido con otro del mismo ramo” por lo que vemos que la 
marca debe contener dos requisitos indispensables, siendo el primero que sea suficientemente 
distintiva, para poder distinguirlo de un producto semejante de ser el caso y segundo que esta 
pertenezca a la misma clase, siendo esta última la función principal de la marca. La Comisión 
del Acuerdo de Cartagena C.A.C, en su Decisión 344, Art. 81, hace referencia al concepto de la 
marca y dice que se entenderá por marca todo signo perceptible capaz de distinguir en el 
mercado, los productos o servicios producidos o comercializados por una persona de los 
productos o servicios idénticos o similares de otra persona, además de que se podrán registrar 
como marcas los signos    que    sean  perceptibles,  suficientemente   distintivos  y   susceptibles 
de representación gráfica. Decisión que fue sustituida por la 486 de la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena C.A.C, en su Art. 134, en la que se elimina de los requisitos que requiere una marca, 
el que sea perceptible y suficientemente distintivo, requisito que era esencial en el Art. 81 de la 
Decisión 344 de la C.A.C., pero que se enumera los signos que pueden ser constituidos como 
marcas. 
En nuestra legislación vigente dentro de  la Ley de Propiedad Intelectual, en su Artículo 196 nos 
dice que se entenderá por marca cualquier signo que sirva para distinguir productos o servicios 
en el mercado y además podrán registrarse como marcas los signos que sean suficientemente 
distintivos y susceptibles de representación gráfica. 
Con lo que es entendible que para que una marca sea considerada como tal debe estar 
compuesta por dos elementos sine qua non, que el signo sea lo suficientemente distintivo, es 
decir que este pueda diferenciarse de otros semejantes, de tal manera que el consumidor pueda 
identificar fácilmente el producto o servicio que está en el mercado, al referirnos a que sea 
susceptible de representación gráfica, significa que debe cumplir con un requisito formal que 
permita la publicación y el archivo de las marcas. 
Nuestra legislación Ecuatoriana a diferencia de otras legislaciones latinoamericanas, no ha 
adoptado esta enumeración, pero se mantiene en lo que señalaba el derogado Art. 81 de la 
Decisión 344 de la C.A.C., que para ser marca debe reunir dos requisitos fundamentales que son 




1.3. CLASIFICACIÓN DE LAS MARCAS  
1.3.1. COLECTIVAS 
La Organización Mundial de Propiedad Intelectual expresa que las marcas colectivas se definen 
comúnmente como signos que permiten distinguir el origen geográfico, el material, el modo de 
fabricación u otras características comunes de los bienes y servicios de las distintas empresas 
que utilizan la marca colectiva. El propietario de la misma puede ser una asociación de la que 
son miembros esas empresas o cualquier otra entidad, ya sea una institución pública o una 
cooperativa. 
El propietario de la marca colectiva es el responsable de garantizar que sus miembros cumplan 
ciertas normas (generalmente incorporadas en los reglamentos de uso de marcas colectivas). Así 
pues, la función de la marca colectiva es informar al público acerca de ciertas características del 
producto para el que se utiliza dicha marca. La mayor parte de los países exigen que cualquier 
solicitud de marca colectiva venga acompañada de una copia del reglamento que rige el uso de 
dicha marca. 
Las marcas colectivas se utilizan a menudo para promocionar productos característicos de una 
región. En esos casos, la creación de una marca colectiva no sólo ayuda a comercializar estos 
productos dentro y, en ocasiones, fuera del país, sino que proporciona un marco para la 
cooperación entre los productores locales. De hecho, la creación de una marca colectiva debe 
acompañarse del desarrollo de ciertas normas y criterios y de una estrategia común. En ese 
sentido, las marcas colectivas pueden convertirse en un poderoso instrumento de desarrollo 
local. 
Cabe mencionar, por ejemplo, los productos que poseen ciertas características derivadas de la 
región en que se producen y relacionadas con las condiciones históricas, culturales y sociales de 
esa región. El uso de las marcas colectivas puede servir para plasmar estas características y 




Por lo tanto, las asociaciones de pequeñas y medianas empresas, PYME pueden registrar marcas 
colectivas con vistas a comercializar conjuntamente los productos de un grupo de pequeñas y 
medianas empresas y mejorar así el reconocimiento de esos productos. Las marcas colectivas 
pueden utilizarse junto con la marca de fábrica de un producto determinado. De este modo las 
empresas pueden diferenciar sus propios productos de los de la competencia, al mismo tiempo 
que se benefician de la confianza de los consumidores en los productos o servicios que se 
ofrecen con esa marca colectiva. 
(Otamendi, pág. 22), manifiesta que “La marca colectiva está formada por un signo al igual que 
cualquier marca. Es una marca diferenciada por la forma en que será usada y por la característica de su 
titular” 
En la Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, en su Art. 180, nos dice que las 
marcas colectivas deben utilizarse bajo en control de un titular y se puede mediante éstas 
distinguir el origen o cualquier característica común que tengan los productos o servicios que 
pertenecen a diferentes empresas. 
Nuestra legislación ecuatoriana, dentro de la Ley de Propiedad Intelectual, en su Art. 194 en su 
cuarto inciso manifiestas “Las asociaciones de productores, fabricantes, prestadores de servicios, 
organizaciones o grupos de personas, legalmente establecidos, podrán registrar marcas colectivas para 
distinguir en el mercado los productos o servicios de sus integrantes.”, con lo cual podemos concluir 
que es un signo distintivo común para identificar productos elaborados o servicios prestados por 
agrupamientos de emprendedores de la economía social, representando los valores del trabajo 
asociativo, identidades locales, métodos productivos comunes y estándares compartidos para 
cada uno de los productos y teniendo como objetivo el fortalecer la producción y la 
comercialización de los emprendimientos.  
1.3.2. DE CERTIFICACIÓN 
Son  aquellas que indican que los bienes y servicios relacionados en un certificado, elaborado 
por el propietario de la marca, son de determinado origen, manufactura, calidad u otra 
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característica. Las marcas certificadas sólo pueden ser usadas de conformidad con estándares 
definidos. 
La mayor diferencia entre una marca colectiva y una certificada es que la primera sólo puede ser 
empleada por los miembros del ente titular, mientras que la segunda  puede ser utilizada por 
todo aquel que cumpla con los estándares definidos. Además, la marca de certificación no puede 
ser adoptada en los productos o servicios de su titular. 
(Otamendi, pág. 23), se refiere a la marca certificada como “El signo que puede aplicarse sólo a los 
productos que han sido sometidos a un determinado control de calidad. Desde luego ese control será 
impuesto por el titular de la marca que permitirá que sea usado por todos aquellos que respeten las 
normas por el impuestas” es decir que el titular de la marca otorga a terceros el funcionamiento de 
la misma, siempre y cuando su producto cumpla con el requerimiento establecido por el titular, 
haciendo controles para que se tenga un correcto uso y funcionamiento de la misma, y por otra 
parte el consumidor se sentirá mucho más seguro y confiado del producto que está adquiriendo 
en el mercado. 
La Organización Mundial de Propiedad Intelectual OMPI, manifiesta que las marcas 
certificadas se dan a productos que cumplen con requisitos definidos, sin ser necesaria la 
pertenencia a ninguna agrupación o entidad y estas pueden ser utilizadas por todo el que 
certifique que los productos en cuestión, cumplen ciertas normas de calidad. 
Dentro de las marcas de certificación, que podemos encontrar un claro ejemplo como lo es Café 
de Colombia, mismo que indica que todo producto que lleve esta marca se compone por café 
colombiano. 
Al analizar las diferencias entre la marca colectiva y la marca de certificación es que la primera 
únicamente de la utiliza en un grupo específico de empresas como  lo serían los miembros de 
una asociación, lo que no sucede con la marca de certificación ya que la misma puede ser 
utilizada por cualquier persona que maneje un producto que cumpla con los requisitos que 
hayan sido establecidos por el titular de la misma.  
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Un requisito importante para que se otorgue una marca de certificación es que se considere que 
la entidad que solicita el registro de la marca es "competente para certificar" los productos a los 
que se aplica, cumpliendo requisitos establecidos por cada persona o empresa titular de la 
marca. 
Este tipo de  marcas se pueden utilizar junto con la marca de fábrica, ya que en la  etiqueta que 
se usa se puede verificar que los productos de la empresa cumplen con las normas específicas 
exigidas para su utilización y con criterios como son el origen del producto, la gestión de 
calidad, medio ambiente y la responsabilidad social frente al consumidor. 
1.3.3. DENOMINACIÓN GEOGRÁFICA 
La denominación geográfica es utilizada para productos que tienen un origen geográfico 
concreto y poseen cualidades o una reputación derivadas siempre del lugar de origen y consiste 
en el nombre del lugar de origen de los productos. Un ejemplo típico son los productos lácteos 
que poseen cualidades derivadas de su lugar de producción, como por ejemplo Dulac´s, que es 
una marca ecuatoriana, específicamente de la sierra ecuatoriana del cantón Cayambe, pudiendo 
identificarse rápidamente en el mercado la procedencia del producto. Estas marcas son 
sometidas a factores locales definidos como lo son el clima y el terreno, por lo que  cuando el 
signo desempeñe la función de indicación geográfica depende de la legislación nacional y de la 
percepción que tengan de ese signo en los consumidores, por lo que se pueden utilizar para una 
gran variedad de productos. 
Las marcas de denominación geográfica presentan un conjunto de características que las 
diferencias de las demás como lo son: 
 La zona Geográfica Delimitada 
 El país, una región, o lugar determinado 
 La zona geográfica determinada 
 
(Bertone & Cabanellas, pág. 315 Tomo I), expresan que la doctrina: 
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 “ha afirmado que tales nombres son potencial objeto de protección marcaria pero, 
agregaríamos a condición de que los mismos sean auténticamente inventados por el 
solicitante; es decir, que no sean tomados de obras literarias sobre las cuales un 
autor tiene derecho”. 
El Art. 237. De la Ley de Propiedad Intelectual referente a las marcas de denominación 
manifiesta que:  
“Se entenderá por indicación geográfica aquella que identifique un producto como 
originario del territorio de un país, de una región o localidad de ese territorio, 
cuando determinada calidad, reputación u otra característica del producto sea 
imputable fundamentalmente a su origen geográfico, incluidos los factores 
naturales y humanos”. 
1.3.4. TRIDIMENSIONALES 
Las marcas tridimensionales, tienen una  definición propia de  lo  que es marca tridimensional, 
conforme lo señala el Art. 134,  literal  f) de la Decisión Andina 486, en el cual señala que 
pueden constituir marcas, entre otros signos, las formas de los productos, sus envases o sus 
envolturas, la relación de signos contenidos en el artículo 134º de la Decisión, tiene un carácter 
enunciativo y no un carácter taxativo; es decir, puede haber otros signos que se consideren 
marcas, que no están expresamente mencionados en dicho artículo. 
En efecto, entre las primeras marcas tridimensionales protegidas, están aquellas que consistieron 
en la forma del producto o su envase, como es el caso de la forma tridimensional de la botella de 
Güitig, que posee una fuerza distintiva.  
Sin  embargo,  pese  a  la utilidad de la definición de marca tridimensional referida, hay que 
notar que ella sólo comprende a las formas tridimensionales del mismo producto o su envase; y 
en consecuencia cierra la posibilidad de que formas tridimensionales que no sean las de los 
mismos productos o sus envases, puedan ser marcas. 
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1.3.5. NOTORIAMENTE CONOCIDAS 
Las marcas notoriamente conocidas, éstas gozan de protección en la mayoría de los países 
contra los signos que se consideren reproducción, imitación o traducción de dichas marcas, 
siempre y cuando corran el riesgo de crear confusión en el sector pertinente del público.  
Este tipo de marcas están habitualmente protegidas, independientemente de que estén 
registradas, respecto de productos y servicios que sean idénticos, o similares hasta el punto de 
crear confusión, a los que constituyen la base de su reputación. En varios países, también están 
protegidas bajo algunas condiciones específicas que establece cada uno de ellos, sobre todo para 
el caso de productos y servicios que sean diferentes. Cabe observar que, a pesar de que no existe 
una definición exhaustiva y de común acuerdo sobre lo que constituye una marca notoriamente 
conocida, varios países protegen las marcas notoriamente conocidas que no estén registradas de 
conformidad con las obligaciones internacionales contraídas en virtud del Convenio de París 
para la Protección de la Propiedad Industrial y el Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos 
de Propiedad Intelectual relacionados con el Comercio (el Acuerdo sobre los ADPIC). En 
consecuencia, no solamente las grandes empresas, sino también las pequeñas y medianas 
empresas, tienen la oportunidad de alcanzar una buena reputación entre sus clientes de manera 
tal que sus marcas sean reconocidas como notoriamente conocidas y adquieran la protección sin 
solicitar su registro. No obstante, es recomendable solicitar el registro de las marcas, teniendo 
en cuenta que muchos países prevén la protección ampliada contra la dilución de las marcas 
notoriamente conocidas y registradas (Artículo 16.3 del Acuerdo sobre los ADPIC), es decir, en 
el caso de que la reputación de la marca quede menoscabada por el uso no autorizado de dicha 
marca por otros. 
(Otamendi, pág. 341), nos habla acerca de la notoriedad de una marca y manifiesta que “La 
notoriedad es un grado superior al que llegan pocas marcas, y una aspiración que tienen los titulares 
marcarios; el logras ese estatus implica un nivel de aceptación por parte del público que sólo es 
consecuencia del éxito que ha tenido el producto o servicio que las marcas distinguen”, por lo cual 
podemos asociar este tipo de marcas a aquellos productos que tienen una gran calidad y 
aceptación por parte del consumidor,  haciendo que esta marca y producto sea de gran 
notoriedad en el mercado. 
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La legislación andina estipula, en el Art. 136 de la Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena C.A.C., en el literal h), establece que las disposiciones prohibitivas  marcarías   en  la  
relación  a  los  derechos de terceros. La diferencia radica en que la Decisión elimina la 
excepción prevista en el literal d) del art. 83 de la Decisión  344 de la C.A.C., que manifestaba 
que la prohibición de registro contra terceros de una marca notoria, no será aplicable cuando el 
peticionario sea el legítimo titular de la marca notoriamente conocida, así como también está 
establecida en la Ley de Propiedad Intelectual. 
Así mismo podemos ver que en nuestra legislación ecuatoriana en la Ley de Propiedad 
Intelectual en su Art. 197, establece que: Para determinar si una marca es notoriamente 
conocida, se tendrán en cuenta, entre otros, los siguientes criterios:  
a) La extensión de su conocimiento por el sector pertinente del público como signo 
distintivo de los productos o servicios para los cuales se utiliza;  
b) La intensidad y el ámbito de la difusión y de la publicidad o promoción de la marca;  
c) La antigüedad de la marca y su uso constante; y, 
d) El análisis de producción y mercadeo de los productos o servicios que distinguen la 
marca. 
(Cornejo, 1992, pág. 67), manifiesta que: “El ser conocida por un sector cuantitativamente 
importante del público en general, poseer originalidad y además un prestigio bien ganado que sea 
apreciado por los consumidores a través de los años”, con lo cual nos manifiesta que para que una 
marca sea notoria debe ser reconocida por los consumidores que utilizan los productos 
usualmente o contratan los servicios, en relación a la marca que es usada. 
1.3.6. DENOMINATIVAS O VERBALES 
Al hablar de la marca denominativa o verbal podemos decir que está conformada por una o 
varias letras, palabras o frases, las mismas que por sí solas constituyen la marca, lo que quiere 
decir que no necesitan de ningún otro elemento característico para constituirse como marca. 
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(Cornejo, 1992, pág. 69), manifiesta que las marcas nominativas “son aquellas que están 
constituidas por denominaciones, tengan estas un significado definido o se trate de una denominación de 
fantasía”, en base a este concepto decimos que son las que se componen de palabras o 
combinaciones de palabras, letras, cifras y sus combinaciones, además cabe recalcar que la 
denominación puede tener un significado o puede carecer de él, en cuyo caso se trata de una 
marca caprichosa o de fantasía, es decir estas palabras tienen un significado que el consumidor 
desconoce. 
Así mismo tenemos que dentro del grupo de las marcas denominativas o verbales existen  
aquellas que tienen denominaciones arbitrarias y evocativas o sugestivas, siendo las primeras 
usadas con palabras de uso común pero aplicadas de forma arbitraria, es decir que la marca no 
guarda relación con el significado del producto que los identifica, por ejemplo la marca 
“APPLE”, estas marcas tienen un significado que hace referencia a una categoría conceptual 
real y  toma una palabra del idioma y se asocia a un producto o servicio según aquello que 
pueda sugerir el consumidor; en el caso de las segundas decimos que una denominación 
evocativa o sugestiva hace referencia a que son palabras que al ser escuchadas por el 
consumidor, hacen que este realice un proceso psicológico asociativo en base a las cualidades 
que esa palabra les recuerda, como es el caso de “ARTEDECO” misma que sugiere   arte y 
decoración; estas últimas pueden evocar en  la  mente  del  cliente o consumidor determinadas 
características del producto pero esta información no es aprehendida de manera directa, sino que 
es llevada a la mente del consumidor por el mismo. 
1.3.7. MIXTAS 
Las marcas mixtas son aquellas que se componen de una combinación de elementos 
denominativos  y  gráficos,  hablamos  así  de un  signo  que  reúne  las características de esos 
dos tipos de marcas, y dentro de estos encontramos las  Marcas perceptibles por otros sentidos 
que son aquellas marcas que son percibidas por otros sentidos distintos a la vista, por ejemplo: 
un sonido característico; y las Marcas perceptibles por más de un sentido que son los signos que 




Las marcas figurativas o signo distintivo son las etiquetas con figuras, imágenes, combinaciones 
de colores, símbolos o dibujos. La etiqueta presentada por el solicitante es esencial para la 
tramitación de la marca y, por esto, debe ser acompañada de la forma como se quiere registrar.  
Este tipo de marcas pueden ser puramente figurativas que son aquellas que los consumidores 
reconocer únicamente la imagen del signo, como sería el caso de un conjunto arbitrario de 
líneas, o de líneas y colores, un monograma o símbolo abstracto; así mismo tenemos marcas 
figurativas que evocan un concepto preciso o un motivo general, como la imagen de un perro 
escuchando un aparato musical o la representación de un toro respectivamente. 
1.4. FUNCIONES DE LA MARCA  
1.4.1. PROTECTORA 
La  función protectora realiza un doble papel de protección ya que protege al titular de la marca 
y al consumidor; el titular de la marca encuentra en esta una forma de distinguirse de sus 
competidores y reafirmar el valor de sus productos, y el consumidor se asegura que el producto 
que quiere comprar es el que realmente está adquiriendo, por lo tanto vemos que la marca 
protege al titular de ella para que su producto, fruto de su labor, exponente de sus 
procedimientos y cuidados, no sea confundido con otro que se encuentra en el mercado, “cuando 
la reputación y aceptación en el público se han obtenido tras largo y paciente trabajo con otros 
productos similares que lanzan a circulación otros fabricantes, bajo una apariencia análoga, que les 
permite a estos aprovechar del beneficio de la actividad desarrollada por aquel”. (Bertone & 
Cabanellas, pág. 77 y 78 Tomo I) 
“Es el propietario o titular de una marca quien puede recurrir a diversas recursos respecto de la misma 
como pueden ser el utilizarla o dejar de hacerlo, distinguirla siempre con los mismos productos o variar 
el producto o el contenido de los envases, la única defensa que tiene el consumidor es dejar de comprar 
esa marca” (Bertone & Cabanellas), pero es una situación que al productor o titular de alguna 
forma no le conviene, ya que lo que se busca es afianzar su marca en el mercado para lo cual 
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debe primero lograr cierto prestigio y reconocimiento entre los consumidores ofreciendo una 
calidad constante del producto para que así se posesione del mercado. 
Esta función protege también el interés del consumidor en conocer la procedencia del artículo 
que adquiere, en su derecho de elegir y ejercitar la preferencia de su gusto, siendo evidente la 
protección que la marca le brinda al consumidor al prohibir el registro de una marca similar con 
otra ya registrada impidiendo que este sea conducido a un error en la naturaleza, propiedades, 
mérito, calidad, entre otras, al buscar que este no sufra perjuicio alguno evitándole el riesgo de 
confusión, por lo que los intereses del titular de la marca deben ser conciliados con los intereses 
de los consumidores. 
Por  lo  que  esta  función  protege  tanto  al empresario titular de la marca de dos formas, la 
primera, lo protege de terceras personas para que estas no obtengan provecho de la buena fama 
o prestigio de su marca a través del simple parecido que pueda surgir y la segunda, lo protege 
del perjuicio que sufre cada vez que el consumidor se equivoca en el producto al realizar su 
compra.  
Además protege al consumidor que por error puede comprar un producto que no desea,  y al 
hacerlo, asignarle a este, más bondades de las que realmente posee, lo cual es beneficioso para 
él titular de la marca y del producto. 
1.4.2. DISTINTIVA 
Es la función básica que cada marca debe de cumplir como medio poder para poder identificar 
una mercadería o un servicio, esta función principal tiene la finalidad concreta de poder 
identificar el producto o servicio con el fin u objeto de instrumentar su comercialización en el 
mercado y permitir a los consumidores y usuarios determinar que signos corresponden a los 
productos de alta calidad y cuáles no cumplen con los requerimientos del consumidor. 
Cumple además una función de identificación de origen de bienes y servicios, que surge como 
consecuencia de la función distintiva, ya que gracias a esta función los consumidores, clientes o 
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usuarios pueden conocer  a través de la marca, cual es la empresa que ha producido el producto 
y que ha comercializado los bienes o servicios. 
Por lo que la finalidad de la  función distintiva es el permitir a los usuarios conocer cuáles son 
las fuentes o empresas productoras y comercializadoras que colocan productos de distintas 
calidades en el mercado. 
(Otamendi, pág. 56), manifiesta que: 
 “Esta función básica y principal que cada marca debe cumplir como medio para 
identificar un producto de otro, pues esta función distintiva es la que permite al 
consumidor comprar lo que quiere, distinguiendo los productos buenos de los 
malos”. 
1.4.3. GARANTISTA  
Un marca tiene una construcción y como tal una garantía implícita para quien la usa. La función 
de garantía de las marcas es aquella  que  tiene  como  finalidad el de asegurar al cliente o 
comprador que los artículos que llevan la marca tienen la misma calidad que él espera 
encontrar; igualmente asegura que un deterioro de la calidad puede ser rastreado hasta aquel que 
lo produjo. 
Esta función tiene como finalidad hacer que se cumpla con una calidad uniforme del producto 
ya que no se busca mantener o lograr la óptima calidad posible sino una calidad uniforme, ya 
que el consumidor suele asociar los signos distintivos con la calidad de los productos que estos 
signos distinguen y representan, es decir que el consumidor cree que todos los productos 
dotados con la misma marca ostentan la misma calidad, pero esta calidad puede ser alta, media o 
baja, pero el consumidor que compra un producto de marca sabe que ese producto reúne una 
calidad determinada, independientemente de cuál sea su nivel. 
(Casado, 2000, pág. 29), manifiesta que “La marca refleja un compromiso de calidad constante entre 
la empresa que comercializa los productos y su clientela”, es decir que el consumidor compra un 
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producto distinto al que ha consumido siempre y cuando sea de la misma marca, ya que esta le 
brinda una confianza. 
(Fernández Novoa, 2001, pág. 64), manifiesta que, “es un signo que proporciona al consumidor 
información acerca de una calidad relativamente constante del producto o servicio”. 
Una marca permite que los consumidores tengan expectativas sobre cuál es la  calidad del 
producto adquirido,  debido a estos cuentan con un nivel de calidad, que ha sido representada en 
el mercado, y esto es beneficioso tanto para él titular de la marca, ya que de esta forma se 
mantiene la calidad de sus productos, recibiendo beneficios de los consumidores, mismos que 
preferirán su marca antes que otra de la competencia, siendo muy beneficioso en  el sentido 
económico, porque  mientras   más   consumidores   obtengan   sus   productos   del  mercado, 
mayores serán sus ventas e ingresos. 
Cabe recalcar que esta función no puede garantizar al consumidor que el titular de la marca 
responda por la calidad constante del producto que adquiere y tampoco a su vez garantiza la 
observancia de que el dueño de la empresa o de la marca sea siempre el mismo y mucho menos 
que los trabajadores lo sean o que su trabajo sea idéntico.  
(Bertone & Cabanellas, pág. 48 Tomo I), manifiestas “Lo que le brinda al consumidor es confianza, 
misma que se basa en que para él los productos marcados son conocidos por determinada calidad y 
bondad que ofrece la empresa o persona titular de la marca, ya que por las experiencias y la publicidad 
se espera que estos productos conserven la calidad y bondad conocidas o que incluso, estas hayan sido 
mejoradas”, por lo que la marca se convierte en el compromiso del fabricante frente a los 
consumidores.  
Este compromiso se ciñe a la vigilancia que el empresario deberá realizar a través de esfuerzos 
de investigación y el fiel cumplimiento de su oficio, que deben ser mejorados constantemente, 
según las expectativas del consumidor ya que estos cuentan con la mejor arma para sancionar la 
ausencia de lo que buscan en los productos, que es el dejar de comprar y adquirirlos, por lo que 
existe una doble relación entre la reacción de los consumidores y de los oferentes ante las 
marcas, ya que los productores se ven incentivados a mantener la calidad uniforme de sus 
productos, porque ni no lo hacen simplemente los consumidores se guiarán por experiencias 
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anteriores, y los adquirentes  de esos productos tendrán una expectativa de constancia de calidad 
por el incentivo que el comportamiento de esos adquirentes supone para el titular de la marca. 
1.4.4. PUBLICITARIA 
Esta es una de las funciones más discutidas en términos de relevancia jurídica, ya que los signos 
diferenciadores son creados con una carga psicológica que determina que su fuerza atractiva y 
su poder  
de venta cada día se alejen de la calidad de un producto, adquiriendo una autonomía propia y 
formando, de este modo, su propia personalidad, la cual es aprehendida lentamente por los 
consumidores creando en ellos un efecto psicológico de realización personal a través de la 
posesión de las marcas,  más que del consumo del propio producto o prestación del servicio.  
Es necesario precisar si la función publicitaria es relativa a la marca o al producto, ya que las 
marcas tienen una vinculación mucho más íntima con los productos y se podría afirmar que 
promocionar una marca es equivalente a hacer lo mismo con el producto, ya que sin una marca 
que la designe, no es posible efectuar publicidad del producto y se traduce en las diversas 
sensaciones que produce en los consumidores, como son la idea de modernidad, de estatus 
económico, moda, confort, rebeldía y juventud, sensaciones que se mantienen como elementos 
valiosos para los titulares de las marcas. 
Dentro de la función publicitaria de la ma0rca, es la publicidad sin publicidad, en el cual se 
intenta abandonar la difusión de una personalidad o la calidad de un producto para centrarse en 
mensajes de valores universales, aventuras del gusto y del intelecto, afirmaciones de 
sentimientos puros y humanos o finalmente de grandes poses, como por ejemplo, la provocativa 
publicidad de la marca Benetton, que no promociona en esencia prendas de vestir, sino que 
anuncia valores que juegan con los límites de lo permisible socialmente, enfrentando tabúes y 
prejuicios que existen dentro de la sociedad, otorgándole a la marca un matiz sofisticado y 
diferente que va más allá de condiciones de realización personal pasando al nivel de 
participación de valores perdidos.  
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(Otamendi, pág. 11), manifiesta que: 
 “La función publicitaria de la marca es aquella que permite proporcionar al 
público consumidor información respecto de los bienes disponibles en el mercado, 
por lo que además una función informática que consiste en dar a conocer ciertas 
prioridades del producto, puesto que en su mayoría, los consumidores desconocen 
la calidad y características de los bienes que desean adquirir, la buena calidad del 
producto debe ir acompañada de una publicidad adecuada”. 
Al respecto (Monteagudo, págs. 65 - 66), hace referencia a las fases de la capacidad informativa 
de las marcas, decimos que en un plano inferior la marca establece una vía de comunicación con 
el consumidor a través del producto o servicio que esta presta, donde el producto es ya 
identificado por el consumidor quien posteriormente a futuro lo reconocerá fácilmente, en un 
plano superior vemos que toda marca informa que el producto estará disponible en un futuro 
indicando que la calidad será la misma. Por lo que se trasmite al consumidor es información 
sobre las características del producto ya que la marca contiene información sobre asuntos 
peculiares del propio signo, lo que le permite individualizarse de los otros productos de su 
misma especie. “[l]o que se da a conocer es tan sólo la imagen del producto”. 
1.5. MÉTODOS PARA ADQUIRIR EL DERECHO 
1.5.1. DECLARATIVO 
Al hablar del método declarativo decimos que es aquel en que el Estado no concede el derecho, 
sino que declara que este existe este derecho, lo cual involucra que el derecho nace con la 
creación de la marca, y por ende la inscripción  se  convierte  únicamente  en  una  prueba  
plena,  misma  que  no es necesaria, al respecto (Otamendi, pág. 12), manifiesta que  “El sistema 
declarativo es aquel en el que el derecho exclusivo nace con el uso y sólo después efectúa el depósito o 




Este método nace a raíz de la Revolución Francesa al proclamarse la libertad de comercio, ya 
que antes de este hecho, el que se encargaba de otorgar el privilegio de  exclusividad  sobre  un  
signo  con  su  registro  era  él  soberano,  pero  con el acontecimiento de la Revolución 
Francesa,  desaparece esta institución marcaría al expedir la Ley Gremial, en la cual se expresa 
que toda persona será libre de ejercer cualquier negocio, profesión, arte u oficio que estime 
conveniente, por lo tanto la marca deja de ser un privilegio otorgado por el soberano como era 
en el anterior régimen, ya que todos podían adquirir derechos por su propia voluntad. 
Dentro del Art. 5 de la Ley Gremial, dice: “todo fabricante que quiera poder reivindicar ante los 
tribunales la propiedad de su marca, deberá establecerla en forma clara”, por lo que se entiende 
dentro de este artículo es que se admitía  la adopción de una marca y que a su vez ésta originaba 
derechos exclusivos.  
En el Art. 18 de la Ley Gremial, dice: “nadie podrá iniciar acciones de falsificación de su marca, si 
previamente, no lo ha hecho conocer en forma legal mediante su depósito de un modelo en la ujiería del 
Tribunal de Comercio, en cuya jurisdicción se encuentre el principal establecimiento   de   su   
manufacturera o  taller”, el  cual concede la posibilidad de que quien depositara la marca podría 
invocar la ley penal para obtener condena en contra del falsificador. 
Este método declarativo se basa en que las marcas se adquieren con el uso y su registro es 
meramente una formalidad con efectos probatorios y documentales, y se  mantiene aún en 
nuestros tiempos en países de tradición anglosajona como lo son los Estados Unidos de 
América, Reino Unido, Nueva Zelanda, Singapur, entre otros, basándose en el supuesto de que 
las marcas solo existen en la mente del consumidor y que es el uso comercial quien la crea, no 
los archivos administrativos, ni el registro que pasa a formar parte de un papel secundario. 
Claro que es importante destacar que a través de este método no se le brinda al titular de la 
marca las seguridades necesarias, como el claro ejemplo que sucedió con una marca francesa, 
para lo cual cito la jurisprudencia francesa: un industrial depositó en 1866 la marca 
CHOCOLAT DE LA MARINE, y la usó continuamente hasta 1884, efectuando la 
correspondiente renovación, gastó una fuerte suma de dinero en propaganda y logró que esta sea 
reconocida por el consumidor. En ese último año, apareció un competidor que pudo probar que 
usaba esa marca desde 1864, pero el uso de la marca había sido restringido y la difusión del 
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producto casi nula. Pese a esto, la Corte de Paris prohibió al primer industrial que continúe 
usando la marca, en sentencia de 3 de marzo de 1888, por lo cual al no brindar las garantías 
necesarias, no bastó únicamente con el reconocimiento que hacía el consumidor del producto. 
Por lo cual la doctrina sostiene que debido a la seguridad jurídica necesaria en el tráfico 
mercantil y a la creciente internalización de los intercambios comerciales, el sistema de 
adquisición por el uso está en vías de extinción, por no brindar garantías necesarias al titular de 
la marca. 
Dentro de la Legislación ecuatoriana, en la Ley de Propiedad Intelectual, vemos que enuncia 
este método declarativo, pero no para las marcas, sino para los derechos de autor y derechos 
conexos, como se encuentra tipificado en su Art. 5 el cual manifiesta: “el reconocimiento de los 
derechos de autor y de los derechos conexos no está sometido a registro, depósito, ni al cumplimiento de 
formalidad alguna.”. 
1.5.2. ATRIBUTIVO 
Dentro del estudio del método atributivo, como la palabra lo dice, es aquel que atribuye, y 
(Otamendi, pág. 12), dice que “Atribuye el derecho a quien obtiene el registro de la marca”, por lo 
que ninguna persona podrá tener derecho sobre una marca si esta no ha sido previamente 
registrada, siendo este uno de los métodos más usados en los países de Latinoamérica. 
Haciendo un breve análisis en la historia vemos que sus orígenes se remontan a Inglaterra,  ya 
que aquí se promulgó el Estatuto de 1623, en el cual se prohibió a la Corona la concesión de 
privilegios  de  fabricación  o de venta con excepción de los inventores, instaurando así  
formalidades para otorgar títulos de exclusividad sobre un invento, posteriormente vemos que 
en Latinoamérica, surge por primera vez en Argentina, quien en 1876 adopta el pensamiento 
inglés, estableciendo que la propiedad absoluta de la marca, así como también el derecho de 
oponerse al uso de cualquier otra que pueda producir algún tipo de confusión en el mercado y 
por lo tanto al consumidor, teniendo  el industrial y comerciante que  cumplir con los requisitos 
exigidos por la ley.  
23 
 
Dentro del Art. 4 de esta ley se disponía que: “La propiedad absoluta de la marca, así como el 
derecho de oponerse al uso de cualquier otra pueda producir directa o indirectamente confusión entre 
los productos, corresponderá al industrial o comerciante que haya cumplido los requisitos exigidos por 
esta ley”. 
Lo que se busca es prever el alcance del registro, para que de este modo se establezca quien fue 
el primero que solicita el registro, y por lo tanto es  quien tiene el derecho sobre la marca,  
evitando la dificultad del método declarativo, de determinar y comprobar la prioridad sobre la 
propiedad de un signo. 
A través de este método el titular de la marca cuenta con mayores garantías que las  que le 
atribuye el método señalado anteriormente,  como es el sólo hecho de  solicitar primero una 
marca ya le concede el derecho de prioridad, pues se presume que quien primero la solicita es 
quien primera la adoptó, teniendo como  fin, el determinar exactamente el momento en que se 
adquieren los derechos sobre la marca. 
Y es de suma importancia que dentro de la solicitud se estipule con claridad y precisión el día y 
la hora de presentación de la marca ante el órgano regulador competente, ya que al existir una 
diferencia de horas o de minutos, ya que le dan preferencia a la primera solicitud ingresada 
sobre la otra. 
1.5.3. MÉTODO ADOPTADO EN EL ECUADOR 
Como se manifestó anteriormente, dentro de nuestra legislación ecuatoriana se ha acogido el 
método atributivo para la adquisición del derecho exclusivo y la titularidad de una marca. 
Al respecto la Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena  C.A.C., en su Art. 154 
establece: “El derecho al uso exclusivo de una marca se adquirirá por el registro de la misma ante la 
respectiva oficina nacional competente”, y dentro de nuestra legislación vemos que en el art. 216 
de la Ley de Propiedad Intelectual: se aclara cual es la oficina nacional competente y dice que 
“El derecho al uso exclusivo de una marca se adquirirá por su registro ante la Dirección Nacional de 
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Propiedad Industrial”, mismo que se encuentra regulado por el Instituto Ecuatoriano de 
Propiedad Intelectual. 
Al adquirir la titularidad y exclusividad de la marca, su titular conforme a lo que manifiesta el 
Art. 217 que establece:  
“El registro de la marca confiere a su titular el derecho de actuar contra cualquier 
tercero que la utilice sin su consentimiento y, en especial realice, con relación a 
productos o servicios idénticos o similares para los cuales haya sido registrada la 
marca, alguno de los actos siguientes:  
a) Usar en el comercio un signo idéntico o similar a la marca registrada, con 
relación a productos o servicios idénticos o similares a aquellos para los cuales se 
la ha registrado, cuando el uso de ese signo pudiese causar confusión o producir a 
su titular un daño económico o comercial, u ocasionar una dilución de su fuerza 
distintiva.  
Se presumirá que existe posibilidad de confusión cuando se trate de un signo 
idéntico para distinguir idénticos productos o servicios;  
b) Vender, ofrecer, almacenar o introducir en el comercio productos con la marca u 
ofrecer servicios con la misma;  
c) Importar o exportar productos con la marca; y,  
d) Cualquier otro que por su naturaleza o finalidad pueda considerarse análogo o 
asimilable a lo previsto en los literales anteriores.  
El titular de la marca podrá impedir todos los actos enumerados en el presente 
artículo, independientemente de que éstos se realicen en redes de comunicaciones 





1.6. PROCESO DE REGISTRO DE UNA MARCA 
El proceso de Registro de una marca es un procedimiento sencillo, que inicia con la 
presentación de la solicitud de marca, formulario que debe estar completamente lleno en todos 
los campos requeridos ante la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, la cual certificará la 
fecha y hora de presentación, a la misma se adjuntará la documentación solicitada como es el 
caso del comprobante de pago de la tasa; etiquetas en papel adhesivo; copias de cédulas de 
ciudadanía y papeletas de votación para personas naturales, y en el caso de ser personas 
jurídicas se deberá adjuntar el correspondiente nombramiento del representante legal de la 
compañía, mismo que deberá estar legalmente inscrito en el Registro Mercantil; copia de la 
primera solicitud si se reivindica prioridad, en caso de marcas de certificación o colectivas se 
solicitará el reglamento de uso, en el caso de una marca por designación de zona geográfica, se 
deberá proporcionar la indicación geográfica o denominación de origen; lista de integrantes para 
el registro de marcas colectivas o de certificación, dentro del formulario se deberá hacer una 
clara descripción de la marca a registrarse, y notificaciones, disposiciones que se encuentran 
estipulados del Art. 201 al 211 de la Ley de Propiedad Intelectual. 
Cabe recalcar que el registro de una marca o signo distintivo debe hacerse únicamente para los 
productos que esa marca va a identificar, mismas que se deben basar en la Clasificación 
Internacional de NIZA, en donde se pueden consultar los diferentes productos y usos que deberá 
proteger la Marca, como por ejemplo: la CLASE 7 de productos que protege las máquinas y 
máquinas herramientas; motores (excepto motores para vehículos terrestres); acoplamientos y 
órganos de transmisión (excepto aquellos para vehículos terrestres); instrumentos agrícolas que 
no sean manuales; incubadoras de huevos., o la CLASE 35 de servicios que protege los 
servicios de publicidad; gestión de negocios comerciales; administración comercial; trabajos de 
oficina, entre otras clases. 
Posteriormente se procede a un examen formal que lo realizará la oficina dentro de los quince 
días hábiles siguientes a la fecha de presentación de la solicitud. En caso de presentar errores u 
omisiones, el solicitante deberá subsanarlos, teniendo para esto un plazo de treinta días. En caso 




En caso que la solicitud cumpla con todos estos requisitos, de ordenará la publicación de ella, 
misma que deberá efectuarse por una sola vez en la Gaceta de la Propiedad Intelectual. 
Las oposiciones la  podrán presentar cualquier tercero que tenga legítimo interés, dentro de los 
treinta días siguientes a la publicación. De ella, se notificará al solicitante de la marca, quien 
dispondrá de treinta días hábiles para contestar dicha oposición y hacer valer sus alegatos si lo 
estima conveniente. 
Luego viene la resolución, misma que se emitirá una vez vencido el plazo para la presentación 
de oposiciones, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, en la que se  procederá a realizar 
el examen de fondo de la solicitud, y determinará si acepta o rechaza la solicitud de registro de 
marca respectiva. Esta resolución será fundada, así mismo, expirado el plazo para contestar la 
oposición, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial resolverá sobre las oposiciones, y la 
aceptación a registro o el rechazo de la marca pedida, en donde el funcionario deberá revisar 
todo el protocolo de marcas para asegurarse que no sea confundible con otra marca, así como 
también debe revisar la base de datos de La OMPI, luego de lo cual emitirá la resolución 
debidamente fundada y motivada. 
No se tramitan las oposiciones que sean presentadas extemporáneamente, que tengan su 
fundamento exclusivamente en una solicitud cuya fecha de presentación o de prioridad 
válidamente reivindicada sea posterior a la petición de registro de la marca a cuya solicitud se 
oponga, y las que se fundamentan en el registro de una marca que hubiere coexistido con 
aquella cuyo registro se solicita, siempre que tal solicitud de registro se hubiere presentado por 
quien fue su último titular. 
Respecto a la duración del Registro decimos que el registro de marca tiene una duración de diez 
años desde la fecha en que es concedido, y puede ser renovado por períodos iguales. La 
renovación debe solicitarse dentro de los seis meses anteriores a la fecha de expiración del 
registro. Sin embargo, el titular de la marca tendrá la facultad de renovarla durante un periodo 
de gracia de seis meses posteriores a la fecha de expiración, lapso de tiempo en que la marca 
mantendrá plenamente su vigencia. 
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Básicamente se puede resumir el proceso de registro de una marca en siete pasos que son los 
siguientes: 
a) Presentación de la solicitud. 
b) Examen de forma en un plazo máximo de 15 días. 
c) Observaciones en un plazo de 30 días para subsanar errores. 
d) Publicación en la Gaceta de Propiedad Industrial, la cual se hace por una sola vez. 
e) Oposiciones, dentro de los 30 días siguientes, con prórroga de 30 días más. 
f) Examen de fondo. 
g) Otorgamiento o denegación del registro de la marca. 
Los pasos anteriormente descritos se deben cumplir en los plazos señalados. 
Una vez que se ha procedido a señalar el proceso marcario que se utiliza en nuestro país, he 
considera importante poder comparar el proceso con el de otros países como lo son México y 
Argentina, que mantienen una legislación similar en  propiedad intelectual, por lo que procederé 
a describir el proceso marcario en estos dos países para posteriormente realizar un análisis de la 
diferenciación que existe. 
El proceso marcario en México, conforme lo determina el artículo 31 y siguientes de la Ley de 
Propiedad Mexicana, consiste en lo siguiente: 
a) Realizar como la búsqueda fonética a fin de verificar que no existen otros signos 
similares ya registrados, lo cual se lo realiza ante el Instituto Mexicano de Propiedad 
Industrial, (IMPI). 
b) Presentación de la solicitud de registro de marca ante el IMPI, el cual otorga el número 
de expediente para referencia interna. 
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c) Una vez ingresada la solicitud, es subida al sistema de marcas del IMPI, y es turnada a 
una Coordinación de Examen de Forma, en la cual se analiza que cumpla con todos los 
requisitos establecidos en la Ley de la Propiedad Industrial. 
d) Una vez que se ha concluido con el examen de forma se determina que pase a un nuevo 
examinador el cual realizará el examen de fondo en el que se evaluará los elementos 
fonéticos, gráficos e ideológicos, para que no invada derecho de terceros. 
e) En caso de existir alguna objeción derivada por el IMPI, se le notificará  por escrito al 
interesado, otorgándole 4 meses de prórroga para que conteste. 
f) En caso de que el impedimento legal sea desestimado por el interesado, el IMPI 
concederá el Título de Registro de Marca en su favor, por una vigencia de 10 años. 
El proceso marcario en Argentina se establece conforme lo determina  la Ley 11.723  referente 
al Régimen Legal De La Propiedad Intelectual, registro que se lo puede realizar a través de las 
siguientes formas: 
 EN LÍNEA 
a) Realizar la búsqueda de disponibilidad de la marca, misma que se la debe realizar 
por internet. 
b) Realizar el registro del nuevo signo en línea. 
c) Es facultativo el adjuntar la documentación escaneada que respalde el signo a 
registrarse, en el caso de que sean más de dos titulares los que deseen registrar la 
marca, debe adjuntarse un documento en el cual se establezca a la persona que va a 
realizar el trámite y se mencione su clave fiscal en representación de todos. 
d) Generar un volante electrónico de pago y cancelar en valor en la institución 
financiera que se establezca. 
e) Después de 24 horas el usuario puede acceder al menú y verificar el número de acta 




a) Realizar la búsqueda de disponibilidad de la marca en la mesa de Informes de 
Marcas. 
b) Presentar la solicitud debidamente suscrita por el solicitante de la marca en la Mesa 
General de Entradas. 
c) Abonar el arancel de solicitud de registro en la tesorería. 
d) En caso de que se haya presentado la solicitud en carácter de gestor de negocios se 
deberá ratificar la gestión mediante escrito de ratificación que será presentado en 
Mesa General de Entradas. 
CORREO POSTAL 
a) Remitir la solicitud por correo Argentino. 
b) La dirección postal argentina puede variar dependiendo de la ciudad cabecera. 
c) Posteriormente se remite con giro postal de arancel a INPI-5400/600 Recaudadora. 
PROCESO DEL TRÁMITE 
a) Una vez presentada la solicitud, se dará la contestación en 10 días en caso de tener 
observaciones. 
b) Subsanar el pago del arancel por vistas formales en Mesa General de Entradas. 
c) Luego de la publicación de la marca (después de dos meses aproximadamente), 
comenzará a corres el plazo de 30 días para que presenten oposición. 
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d) En caso de tener oposición se plantean observaciones por parte del Organismo u 
oposiciones de terceros, lo cual se notificará en el Boletín de Marcas. 
e) Subsanar las observaciones intentando llegar a un acuerdo con los oponentes o 
mediante un proceso de mediación. 
f) Presentar el acuerdo de levantamiento de la oposición en la Mesa General de 
Entradas. 
g) En caso de no existir acuerdo ni siquiera en el proceso de mediación, se deberá 
iniciar un juicio por cese de oposición dentro del año de la notificación de las 
oposiciones. 
h) Si sucede lo establecido en el literal anterior, se deberá hacer un seguimiento del 
expediente judicial y verificar las actuaciones administrativas, mismas que se las 
podrá solicitar por escrito. 
i) Si la solicitud no fue objeto de oposiciones u observaciones o se ganó la demanda 
judicial al oponente, se procederá a entregar la marca, enviándose un código 
alfanumérico al correo electrónico para que pueda descargar el título marcario en 
digital y proceder a imprimir. 
En virtud de los antecedentes que se han expuesto es importante destacar que si bien es cierto 
tenemos entre los tres países mencionados una similitud en el proceso del registro marcario, 
existen diferencias importantes ya que en México por ejemplo se realiza un examen mucho más 
minucioso pasando por dos filtros que son el poder realizar el examen de forma y de fondo al 
signo distintivo que va a registrarse, para de esta forma poder evitar que se comience con un 
registro marcario innecesario ya que el mismo puede causar confusión u oposición, conforme 
avanza el proceso. 
En comparación con la Ley de Argentina, es fácil observar que se ofrece a los usuarios más 
herramientas para que puedan ser registrados sus signos, sin la necesidad de que pierdan 
credibilidad y puedan confundirse más adelante, ya que como se mencionó anteriormente 
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existen procesos para realizar el registro por internet, por correo postal y personalmente, lo que 
no sucede en Ecuador ya que el registro de una nueva marca siempre se lo debe realizar 
personalmente y como requisito fundamental la firma de un abogado, lo cual crea en el usuario 
mayor demora e incertidumbre de cómo va avanzando el trámite de registro.  
Sería interesante que en nuestra legislación ecuatoriana en propiedad intelectual se den mayores 
opciones para poder registrar un nuevo signo distintivo o marca, como la herramienta de 
búsqueda fonética en línea que se usa en Argentina, pudiendo así realizar la búsqueda fonética  
a través de un portal web, que lo podría instalar el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual 
en su página web institucional, creando un proceso que sea caracterizado por la celeridad. 
Es importante destacar que el proceso de registro marcario en nuestra legislación es menor, ya 
que mismo dura alrededor de seis meses siempre y cuando no se presente oposición, lo que no 
sucede en las legislaciones de México y argentina analizadas con anterioridad. 
1.7. DURACIÓN Y RENOVACIÓN DE UNA MARCA 
Como se mencionó anteriormente, vemos que el registro de una marca tiene una duración de 
diez años, mismos que son contados a partir de la fecha de su concesión, mismos que se pueden 
extender a través de la renovación por períodos sucesivos de diez años, con lo cual vemos que el 
titular de la marca puede gozar de su derecho sobre la misma por un tiempo indefinido, siempre 
y cuando su titular la renueve cada diez años, mismo que lo encontramos en nuestra legislación 
ecuatoriana en la Ley de Propiedad Intelectual, en los Artículos. 152 y 153, 212 y 213, la  
Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena C.A.C.  
El proceso de renovación de la marca, lo hace el titular de la marca mediante solicitud dirigida a 
la Dirección Nacional de Propiedad Industrial, y el pago de la tasa correspondiente,  dentro del 
plazo de seis meses anteriores a la expiración del registro marcario, claro que  el titular de la 
marca goza de un plazo de gracia de seis meses posteriores contados a partir de la fecha del 
vencimiento del registro marcario, pudiendo así solicitar la renovación de la misma en un plazo 
total de un año para renovar la marca. 
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El titular de la marca que solicite la renovación del registro marcario, no deberá realizar ningún 
trámite ya que esté registro es conferido en los iguales términos y condiciones en los que se 
confirió el primer registro, por lo que es un proceso mucho más corto y rápido. 
1.8. PÉRDIDA DEL REGISTRO MARCARIO 
1.8.1.  NULIDAD 
La acción de nulidad es una forma de perder el registro de la una marca, considerado como un 
acto administrativo que tiene como finalidad, privar de la validez a un registro marcario, mismo 
que se aprobó por un acto administrativo que de manera ilegal, causando perjuicios al titular de 
una marca y a los consumidores de los productos en el mercado. 
El Art. 172 de la Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena C.A.C., señala que la 
autoridad nacional competente decretará de oficio o a solicitud de cualquier persona y en 
cualquier momento, la nulidad absoluta de un registro de marca cuando se hubiese concedido en 
contravención con lo dispuesto en los artículos 134 primer párrafo y 135 de la referida decisión 
de la Comisión del Acuerdo de Cartagena, y manifiesta que la autoridad nacional competente 
decretará de oficio o a solicitud de cualquier persona, la nulidad relativa de un registro de marca 
cuando se hubiese concedido en contravención de lo dispuesto en el artículo 136 de la Decisión 
486, o cuando éste se hubiera efectuado de mala fe, acción que prescribirá a los cinco años 
contados desde la fecha de concesión del registro impugnado. 
Dentro de la legislación ecuatoriana vemos que la nulidad de un registro marcario, se lo puede 
pedir a través de un recurso de revisión que se lo deberá presentar ante el Comité de Propiedad 
Intelectual del IEPI, Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual, figura jurídica que la 
encontramos en el Art. 227 y siguientes de la Ley de Propiedad Intelectual en el cual nos dice 
que se podrá presentar el recurso de revisión en los siguientes casos: Cuando el registro se 
hubiere otorgado en base a datos o documentos falsos que fueren esenciales para su concesión; 
Cuando el registro se hubiere otorgado a un signo al que la ley prohíbe expresamente su 
registro, considerados en el art. 195 de la Ley; Cuando el registro se hubiere otorgado a un signo 
que viole los derechos de terceros, considerados en el art. 196 de la Ley; y, Cuando el registro 
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se hubiere obtenido de mala fe, al respecto se considerarán casos de mala fe, entre otros, los 
siguientes: 
1. Cuando un representante, distribuidor o usuario del titular de una marca 
registrada en el extranjero, solicite y obtenga el registro a su nombre de esa 
marca u otra confundible con aquella, sin el consentimiento expreso del 
titular de la marca extranjera;  
2. Cuando la solicitud de registro hubiere sido presentada o el registro hubiere 
sido obtenido por quien desarrolla como actividad habitual el registro de 
marcas para su comercialización; y, 
3. Cuando el registro se hubiere obtenido con violación al procedimiento 
establecido o con cualquier otra violación de la ley que sustancialmente 
haya influido para su otorgamiento. 
 
Cuando una causal de nulidad sólo se aplicara a uno o a algunos de los productos o servicios 
para los cuales la marca fue registrada, se declarará la nulidad únicamente para esos productos o 
servicios, y se eliminarán del registro de la marca. 
La autoridad competente para declarar la nulidad del registro de una marca que se hallare 
comprendida en lo enunciado en el Art. Anterior,  es el juez de lo civil, en virtud de demanda 
presentada luego de transcurrido el plazo establecido en la ley para el ejercicio del recurso de 
revisión y, antes de que haya transcurrido diez años desde la fecha de la concesión del registro 
de la marca, salvo que con anterioridad se hubiere planteado el recurso de revisión y éste 
hubiese sido definitivamente negado. 
Cuando el registro se hubiere otorgado a un signo al que la ley prohíbe expresamente su 
registro, considerados en el art. 195 de la Ley, como se señaló anteriormente, la demanda podrá 
plantearse en cualquier tiempo luego de transcurridos tres años, para el ejercicio del recurso de 
revisión, siempre que éste no hubiese sido definitivamente negado. En este caso la demanda de 
nulidad puede ser planteada por cualquier persona. La declaración de nulidad de un registro se 




En este punto vemos que existe diferencia de lo que se señaló anteriormente en el art. 172 de la 
Decisión. 486 de la C.A.C., en la cual  no se establece un límite de tiempo para proponer la 
nulidad del registro de una marca ya que establece que lo puede solicitar cualquier persona y en 
cualquier momento. 
1.8.2. CANCELACIÓN 
La cancelación de un registro marcario es una acción legal, que permite que un registro de 
marca puede ser cancelado a solicitud de cualquier parte interesada cuando, sin motivo 
justificado, la marca no hubiese sido usada en al menos uno de los países miembros de la 
Comunidad Andina por su titular, por un licenciatario o por un tercero autorizado para ello, 
durante los tres años consecutivos precedentes a la fecha en que se inicie la acción de 
cancelación.  
Se entenderá que una marca se encuentra en uso cuando los productos o servicios que esta 
distingue han sido puestos en el comercio o se encuentran disponibles en el mercado bajo esa 
marca, en la cantidad y del modo que normalmente corresponde, teniendo en cuenta la 
naturaleza de los productos o servicios y las modalidades bajo las cuales se efectúa su 
comercialización en el mercado. 
El artículo Nº 165 de la Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena C.A.C., señala 
que la falta de uso de una marca sólo afectara a uno o a algunos de los productos o servicios 
para los cuales estuviese registrada la marca, se ordenará una reducción o limitación de la lista 
de los productos o servicios comprendidos en el registro de la marca, eliminando aquéllos 
respecto de los cuales la marca no se hubiese usado; para ello se tomará en cuenta la identidad o 
similitud de los productos o servicios, a lo que es pertinente la correspondiente modificación del 
Art. 221 de la Ley de Propiedad Intelectual vigente, ya que como se encuentra estipulado en la 
Decisión 486 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena,  se admite el registro de marca para los 
productos que no se estén utilizando, es decir, una cancelación parcial. 
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El registro no podrá cancelarse cuando el titular demuestre que la falta de uso se debió, entre 
otros, a fuerza mayor o caso fortuito, restricciones a las importaciones u otros requisitos 
oficiales de efecto restrictivo impuesto a los bienes y servicios protegidos por la marca. 
En el Art. 220 y siguientes de la Ley de Propiedad Intelectual de la legislación ecuatoriana, nos 
da tres supuestos por los que se puede cancelar el registro de una marca, el primero es que 
cualquier persona interesada puede solicitarlo, cuando sin motivo justificado la marca no se 
hubiese utilizado por su titular o por su licenciatario en al menos uno de los países miembros de 
la Comunidad Andina o en cualquier otro país con el cual el Ecuador mantenga convenios 
vigentes sobre esta materia, durante los tres años consecutivos precedentes a la fecha en que se 
inicie la acción de cancelación; el segundo comprende el hecho de que por falta de uso de la 
marca puede también ser solicitado como defensa en un procedimiento de infracción, de 
oposición o de nulidad interpuestos con base en la marca no usada. 
Si la cancelación del registro marcario se produce por falta de uso de la misma, el titular del 
registro debe probar que si la ha utilizado la marca y que su producto se ha encontrado en el 
mercado y ha sido usado por él consumidor. 
Dentro de la Ley se han creado medios de prueba, es decir algunos instrumentos documentales 
como son las facturas comerciales, inventarios de las mercancías en los cuales se debe  
identificar la marca, entre otros con gran eficacia y muy utilizados como los exámenes 
actuariales hechos por empresas independientes o la verificación de la publicidad realizada.  
El tercer supuesto se basa en que la cancelación del registro marcario puede ser pedida  por el 
titular legítimo de la misma, cuando ésta sea idéntica o similar a una marca que hubiese sido 




El proceso de cancelación de un registro marcario es simple, e inicia con la recepción y 
posterior notificación de la solicitud al titular de la marca registrada, el cual tiene un plazo de 
treinta días hábiles, contados a partir de la notificación, para presentar y hacer valer los alegatos, 
adjuntar todos los documentos que el titular crea que sirvan para su defensa  a fin de probar el 
uso de la marca, después de los cuales la autoridad, emitirá la  resolución correspondiente, 
misma que deberá ser debidamente motivada y fundada. 
1.9. DEFINICIÓN DEL DERECHO DE PRIORIDAD 
El derecho de prioridad es un derecho basado en el Convenio de la Unión de París (CUP), para 
la protección de la propiedad industrial, que afecta a los estados que forman parte de este 
Convenio. En la actualidad de los 207 países existentes en el mundo forman parte del convenio 
de la unión de París un total de 174. 
Al respecto el Art. 4A 1) del Convenio de París establece que: 
 “quien hubiere depositado regularmente una solicitud de marca de fábrica o de 
comercio, en alguno de los países de la Unión o su causahabiente, gozará, para 
efectuar el depósito en los otros países, de un derecho de prioridad, durante el plazo 
de seis meses (art. 4C)”. 
(Arrabal, 1991, pág. 36), manifiesta que: “La del convenio es procurar que un mismo signo 
pertenezca a la misma persona en varios países, de tal forma que pueda exportar sus mercancías 
libremente”. 
El derecho de prioridad establece que en base a la fecha de una primera solicitud de registro en 
uno de los Estados contratantes, el solicitante dispone de un periodo para solicitar protección en 
otros Estados contratantes mediante solicitudes posteriores en las que se invocará la prioridad de 
la primera solicitud.  
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El efecto que produce es que todas las solicitudes posteriores se consideran como depositadas en 
la fecha de la primera, es decir, tendrán “prioridad” sobre las solicitudes presentadas por otros 
para la misma invención en el período intermedio entre la fecha del primer depósito y las fechas 
posteriores de presentación en las distintas oficinas nacionales. 
La principal ventaja que presenta es que permite al solicitante disponer de un plazo para decidir 
en qué países desea solicitar protección sin necesidad de presentar todas las solicitudes al mismo 
tiempo, estos plazos de prioridad son diferentes para marcas, invenciones y creaciones de forma, 
como se establece a continuación: en el caso de marcas el periodo es de 6 meses; Para patentes y 
modelos de utilidad el plazo es de 12 meses; Para diseños, dibujos y modelos industriales el 
plazo es de 6 meses, transcurridos estos plazos desde la solicitud inicial la prioridad se pierde 
irremediablemente.  
En nuestra legislación encontramos en la Ley de Propiedad Intelectual, en su Art. 200, en el cual 
dice que: 
 “La primera solicitud de registro de marca válidamente presentada  en  un  país 
miembro de la Organización Mundial del Comercio, de la Comunidad Andina, del 
Convenio de París para la protección de la Propiedad Industrial, de otro tratado o 
convenio que sea parte el Ecuador y que reconozca un derecho de prioridad con los 
mismos efectos que el previsto en el Convenio de París o en otro país que conceda 
un trato recíproco a las solicitudes provenientes de los países miembros de la 
Comunidad Andina, conferirá al solicitante o a su causahabiente el derecho de 
prioridad por el término de seis meses, contados a partir de la fecha de esa 
solicitud, para solicitar el registro sobre la misma marca en el Ecuador.  
Dicha solicitud no podrá referirse a productos o servicios distintos o adicionales a 
los contemplados en la primera solicitud. Igual derecho de prioridad existirá por la 
utilización de una marca en una exposición reconocida oficialmente, realizada en el 
país.  
El plazo de seis meses se contará desde la fecha en que los productos o servicios con la marca respectiva 
se hubieren exhibido por primera vez, lo cual se acreditará con una certificación expedida por la 
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autoridad competente de la exposición.”, con lo que podemos ver claramente que quien primero 
solicita una marca tiene más derecho que alguien que solicita la misma marca después. 
(Baylos, págs. 709 - 711), manifiesta que “Cuando la atribución o el reconocimiento de esa 
titularidad a uno, de entre los sujetos pretendientes, queda deferida a la anterioridad de la pretensión en 














CAPÍTULO   II 
2. LA CONFUSIÓN  
El término confusión significa equivocación o error, y en derecho marcario decimos que la 
confusión radica básicamente en el consumidor, ya que este puede confundir productos y 
realizar una elección errónea del mismo, y se da cuando dos signos distintivos de una marca 
pueden resultar semejantes al consumidor. 
El riesgo de confusión debe examinarse poniéndolo en relación con un prototipo de consumidor, 
el denominado consumidor medio de la categoría de productos de que se trate, y al que se le 
supone normalmente informado y razonable, atento y perspicaz. 
Como elementos de valoración, se debe tener en cuenta que el consumidor percibe la marca 
como un todo, cuyos diferentes detalles no se detiene a examinar; y que el nivel de atención 
puede variar en función de la categoría de productos contemplada. 
La semejanza o no de los signos controvertidos en juego se ha de determinar teniendo en cuenta 
su grado de similitud gráfica, fonética y conceptual; así como la importancia que debe atribuirse 
a estos diferentes elementos, atendiendo a la categoría de productos y a las condiciones en las 
que éstos se comercializan. 
(Casado, 2000, pág. 75), manifiesta que “para que la marca cumpla su papel en el mercado 
desempeñando sus funciones a cabalidad no debe adoptar como marca signos confundibles con otros ya 
existentes en el mercado”, por lo que el ente regulador de los registros marcarios debería realizar 
un estudio completo del signo que se va a regular, antes de conceder su funcionamiento al 




(Fernández Novoa, 2001, pág. 189), considera que “el riesgo de confusión marcaria es una de las 
figuras centrales del Derecho de Marcas”; por lo que el consumidor es el más afectado al momento 
de adquirir un producto que tiene similitud con otro, ya que este producto adquirido no 
necesariamente cumple con todos los requisitos estipulados por el origen empresarial, como 
pueden ser calidad, origen u otro elemento que hace que la marca se diferencie de otra, 
induciendo de esta manera al error a los consumidores. 
Para poder determinar el riesgo de confusión de una marca es necesario citar el  principio de 
especialidad, este principio dice que las marcas protegen sólo aquellos productos o servicios  
comprendidos en la clase que fueron registrados y es en razón a ello que pueden existir marcas 
idénticas o similares en diferentes clases de la nomenclatura oficial registradas en favor de 
distintos titulares, a excepción de la marca notoria y cuando exista vinculación entre los 
productos y/o servicios de distintas clases, por lo cual el signo que se registre y el producto van 
firmemente unidos. 
Un signo para que sea convertido en marca debe cumplir con un requisito que es el 
diferenciador, es decir que este tenga la capacidad de distinguirse en el mercado y no se cree 
una confusión del producto de un fabricante con el de otros. 
El momento de registrar una marca se la debe encasillar dentro de la Clasificación de NIZA, 
misma que es una clasificación internacional de productos y servicios que se aplica para el 
registro de marcas de productos y servicios, esta fue  establecida en virtud de un acuerdo 
internacional multilateral concluido en la Conferencia Diplomática de Niza de 1957, con el 
nombre de Arreglo de Niza relativo  a la Clasificación Internacional de Productos y Servicios 
para el Registro de las  Marcas,  es decir se  trata de una clasificación de los productos y 
servicios para el registro de las marcas de fábrica, conforme a un nomenclátor internacional, 
donde se describe en términos muy generales la naturaleza de los productos o servicios 
contenidos en cada una de las clases, por lo que los signos distintivos pueden ser: 
• De productos: de la clase 1 a la 34 incluida 
• De servicios: de la clase 35 a la 45 incluida 
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La utilización de la Clasificación de Niza por las oficinas nacionales de diferentes países, ha 
ayudado a que se unifique el sistema de clasificación en la presentación de solicitudes, 
simplificándolo considerablemente.  
En la actualidad existen ochenta y tres Estados que forman parte del Arreglo de Niza,  y por otro 
lado se utiliza la Clasificación de Niza en las oficinas de marcas de más de 65 países que no son 
parte en el Arreglo de Niza, cuatro organizaciones y la Oficina Internacional de la Organización 
Mundial de Propiedad Intelectual (OMPI). 
Dentro de nuestra Legislación ecuatoriana en la Ley de Propiedad Intelectual, el Art. 215 
manifiesta que “Para determinar la clase internacional en los registros de marcas, se utilizará la 
Clasificación Internacional de Niza del 15 de junio de 1957, con sus actualizaciones y modificaciones.  
La Clasificación Internacional referida en el inciso anterior no determinará si los productos o servicios 
son similares o diferentes entre sí” por lo que la Clasificación de Niza únicamente establece una 
clasificación de los productos y servicios para el registro de las marcas de fábrica, comercio y 
marcas de servicios propiamente dirigido por la Organización Mundial  de Propiedad Intelectual 
OMPI, por lo que las marcas que se registren solo protegen aquellos productos o servicios para 
los cuales han sido registrados. 
Una de las claves fundamentales del Derecho de marcas es la figura jurídica del riesgo de 
confusión, siendo la confusión marcaria una de las limitaciones que pueden encerrar el acceso 
de una marca al Registro, cuando esta se pretende registrar existiendo ya una marca registrada 
anteriormente, a lo cual (Fernández Novoa, 2001, págs. 189 - 190), dice “El espíritu de la 
legislación marcaria  (...) es el evitar la confusión, como lo veremos al hablar de los signos no 
registrables”. 
Dentro de la doctrina se consideran que el riesgo de confusión marcario es  de carácter 
abstracto, es decir que no es necesario demostrar una concreta situación de confusión, sino que 
es suficiente con que la identidad o semejanza de los signos confrontados sea de tal forma que 
pueda inducir al consumidor a un error.  
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El ( Tribunal de Justicia Comunidad Andina), manifiesta que “No es necesario que el signo 
solicitado para registro induzca a error a los consumidores, sino que es suficiente la existencia del riesgo 
de confusión para que se configure la irregistrabilidad”, lo que significa que a cuando existe mucha 
semejanza entre los signos, va a existir una mayor rigurosidad, misma que  debe aplicarse, ya 
que  los que se pueden ver afectados son los derechos de los consumidores, conforme lo señala 
el ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina), en el cual dice que: “de presentarse confusión 
entre dos marcas se afecta a los medios comerciales y a los consumidores”, afectando principalmente 
el derecho a elegir lo que una persona quiere comprar, así mismo manifiesta dentro de otro 
proceso que “a quienes se induce a error de consentimiento, lo cual deteriora su capacidad de 
discernimiento que es la que le permite comprar un determinado producto y no otro”. (Gaceta Oficial, 
1998.) 
(Otamendi, pág. 142), al respecto dice: “ello no sólo perjudica al titular de la marca que puede 
perder clientela o ver afectado su prestigio sino también al público consumidor que compra lo que en 
realidad no quería comprar”, por lo que se incurre en muchos perjuicios tanto al consumidor, al 
producto que se está ofertando en el mercado y al titular de dicha marca. 
(Casado, 2000, pág. 75), manifiesta que existe la confusión “sólo tutelando la marca y el interés 
tutelar, sólo evitando que un tercero intente aprovecharse del prestigio o fama ajenos usando en el 
mercado signos confundibles con  los  de titulares  regístrales anteriores, se podrá lograr que la marca 
cumpla su función en el mercado y que el interés de los consumidores se encuentre debidamente 
amparado”, por lo tanto la confusión se da cuando existen marcas que dejan en el consumidor 
una similitud o recuerdo, a pesar de que existan ciertos detalles que la diferencien. 
2.1 DEFINICIÓN DE CONFUSIÓN 
Al respecto (Cabanellas, pág. 85), manifiesta que: “mezcla de cosas que no pueden reducirse a su 
primitivo estas, por formar un todo distinto”, es decir la confusión provoca que se confundan dentro 
del derecho marcario una misma persona ya que existen dos posiciones contrapuestas. 
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Al hablar de la confusión es factible decir que en la misma se da una desaparición de los 
derechos de los titulares de marca y obligaciones que deben tener cada empresa con los 
productos que ofrece en el mercado. 
(Otamendi, pág. 142), manifiesta que “La marca registrada confiere el derecho exclusivo de uso. 
Esto implica la posibilidad de excluir a otros en el uso de esa marca o de cualquier otra que pueda 
producir confusión o de otra manera afectar ese derecho exclusivo.” Por lo que siendo este uno de los 
derechos más importantes para evitar la confusión marcaria, disponiendo de la  marca registrada 
como si fuera cualquier otro bien. 
2.2 ORIGEN DE LA CONFUSIÓN MARCARIA  
El origen de la confusión marcaria radica en tres aspectos que los voy a analizar a continuación:  
2.2.1 VISUAL 
La Confusión visual, o confusión gráfica es la que se produce por la identidad o similitud de los 
signos, por su simple observación visual.  
( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina), manifiesta al respecto:  
“se produce con respecto a la forma como se percibe la marca, que es provocada 
por semejanzas ortográficas o gráficas, en referencia a la forma como se presenta o 
expresa e signo; el análisis que se debe realizar para evitar la confusión visual es 
analizar los dos signos en su impresión conjunta y global en la que se distingan sus 
semejanzas. La confusión visual es provocada por la forma gráfica que lleven las 
representaciones de las marcas en la observación que se realice” 
Dentro de la confusión visual o gráfica, es posible reconocerla mediante tres aspectos que son: 
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- Similitud Ortográfica: (Otamendi, pág. 147), manifiesta que: “Es la que se da por la 
coincidencia de letras en los conjuntos en pugna”, es decir que dentro de la misma se 
influyen la misma secuencia de vocales, la misma longitud y cantidad de sílabas o 
radicales o terminaciones comunes, por ejemplo tenemos dos marcas como son: 
Pasa y V.A.S.A , Escoset y Eposet, que a breves rasgos para la vista del consumidor 
pueden llegar a crear una confusión visual.  
- Similitud Gráfica: (Otamendi, pág. 147): “Existe toda vez que los dibujos de las 
marcas, inclusive los tipos de letras que se utilicen en las marcas denominativas, tengan 
trazos parecidos o iguales”. Ello aun cuando las letras o los objetos que los dibujos 
representen sean diferentes, por ejemplo puede ser que se dé por  la combinación de 
colores o por la disposición de los elementos en las etiquetas o envases.  
- Similitud de Forma: Este tipo de confusión visual se da básicamente en los 
envases de los productos que  se  comercializan en el mercado, por ejemplo puede ser los 
envases de gaseosa como son el de COCA – COLA y PEPSI; los envases de botellas de 
aceites como  EL COCINERO y LA FAVORITA. 
2.2.2 IDEOLÓGICA 
 La confusión marcaria ideológica o mejor conocida como confusión conceptual se divide en 
tres puntos que procederé a enunciar y analizar a continuación: 
- Similitud conceptual de palabras: al respecto (Otamendi, pág. 150), manifiesta: 
“es la que deriva del mismo o parecido conceptual de las marcas. Es la representación o 
evocación a una misma cosa, característica o idea la que impide al consumidor distinguir 
una de otra”, es decir crea una confusión  ya  que   las   dos   transmiten   a  través   




(Bercovitz, 2012), manifiesta que: “…al comparar los signos habrá que tener en cuenta 
no sólo su aspecto puramente material, sino también las ideas que suscita su significado”, 
está demás decir que una semejanza fonética no se corresponderá necesariamente 
con una semejanza conceptual, ni viceversa, ya que el criterio conceptual puede ser 
utilizado tanto para afirmar la existencia de riesgo de confusión, como para 
descartarlo.  
- Similitud conceptual de dibujos: es posible también que la confundibilidad 
ideológica sea provocada por marcas que están formadas por  dibujos  que  
representan  una misma cosa, como destaca (Phililips, pág. 322),  “el  elemento  
visual  de  una  marca presenta ventajas -  con relación a los elementos sonoros y 
conceptuales- en el sentido de que es multifacético: más allá del contenido textual que 
pudiera tener, un signo gráfico puede adoptar una variedad de colores, formas, tamaño y 
posición.” Existe jurisprudencia que establece que un dibujo no puede ser 
monopolizado, “se genera cuando el signo conceptual es el mismo” ( Tribunal de Justicia 
de la Comunidad Andina), no obstante se han declarado que existe confusión marcaria 
basándose en este tipo de similitud conceptual de dibujos.  
- Similitud conceptual  entre  una  palabra   y  un  dibujo:  (Fernández Novoa, 
2001, págs. 322 - 323), manifiesta que: “se procederá en primer lugar a una 
comparación desde el punto de vista estrictamente gráfico, vale decir, se apreciará el 
impacto visual suscitado por las imágenes en la mente de los consumidores”, por lo tanto 
se entiende que si esta comparación arroja como resultado una semejanza entre las 
marcas, ya no será necesario  proceder  a  un análisis de las marcas en el plano 
conceptual, caso contrario, se examinará si los signos  son diferentes desde el punto 
de vista gráfico, y éstos pueden evocar o no un concepto idéntico o equivalente, así 
vemos que la similitud conceptual que se da entre una palabra y un dibujo se  entre 
una palabra y un dibujo que representa esa palabra.  
2.2.3 AUDITIVA 
La confusión auditiva se da cuando la pronunciación de las palabras tiene una fonética similar, 
al respecto la Jurisprudencia dice: “(…) juega papel determinante la percepción sonora que pueda 
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tener el consumidor respecto de la denominación” ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina), por  
lo  que esta pronunciación puede ser  correcta o deformada, lo que importa es  cuál es la 
pronunciación que una parte considerable del público efectúa de la palabra en cuestión, un 
ejemplo simple sería la pronunciación de la palabra  señorial y sueño real. 
Así vemos que la mayoría de los consumidores y de las personas en general no cumplimos con 
las reglas gramaticales de pronunciación, creando una pronunciación incorrecta, como sería el 
caso de que la S al comienzo de una palabra se pronuncia como ES, la S y la Z no son 
normalmente distinguibles, que la diferenciación entre B y V es muy débil, que lo más corriente 
es pronunciar pharma como farma.  
También vemos que dentro del mercado existen marcas en idiomas extranjeros, claro que no 
hay una regla uniforme respecto de cómo han de ser consideradas, todo dependerá de la 
publicidad que se haya efectuado sobre esa marca, del grado de notoriedad que tenga la misma o 
de la forma en la cual esté escrita, respecto a las siglas tampoco existen reglas ya que depende 
del caso contemplar si se pronuncia cada una de las letras o como una sola palabra. 
(Méndez, págs. 112 - 113), cita a Fernández – Novoa, el cual enumera los distintos 
componentes que deben ser evaluados en el plano fonético, y manifiestas: “la identidad de la 
sílaba tónica de las marcas comparadas, la ordenación de las vocales; relieve del factor tópico y la 
transposición de los elementos integrantes de las marcas”, con todos estos aspectos la Autoridad 
competente que tenga a su cargo podrá realizar un análisis de los signos que se encuentran en 
comparación. 
2.3 CONFUSIÓN DIRECTA  
La  confusión  directa,  conforme  lo  manifiesta  (Otamendi, pág. 144): “es aquella que hace que 
el comprador o consumidor, adquiera un producto determinado cuando está convencido de que está 
comprando otro”, esta es un de las maneras de confusión más comunes que se presenta en el 
mercado, creyendo que la marca del producto que está adquiriendo es la que habitualmente 
utiliza, creando una confusión en la especialidad del producto. 
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2.4 CONFUSIÓN INDIRECTA  
Es aquella que se produce cuando el consumidor  cree que el producto que desea tiene un 
origen, es decir un fabricante determinado,  o que ese producto pertenece a una línea de 
productos de un fabricante distinto de quién realmente los fabricó, al respecto la Jurisprudencia 
manifiesta: “las posibilidades de error en que pueden incurrir los consumidores, respecto al origen de 
los productos ya que puede creerse que la marca pedida pertenece a la línea de productos que elabora la 
demandada”. ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ) 
Al  respecto  (Carrillo Ballesteros & Morales Casas, pág. 228 y 229),  manifiestan: “[l]a 
confusión indirecta se produce cuando un comprador al adquirir un producto o servicio juzga que 
pertenece a la misma línea de productos o servicios de un origen determinado y conocido por él, pero en 
realidad es distinto”. 
Por lo que tanto este tipo de confusión indirecta como la directa lo que hacen es engañar al 
consumidor, y por lo tanto debe evitarse ya que se crea un perjuicio al titular de la marca y al 
consumidor. 
2.5 SIGNOS NO REGISTRABLES  
Una marca para que pueda ser registrada debe cumplir con dos requisitos fundamentales que es 
la distintividad del signo que se va a registrar, es decir que sea único y original para que no 
pueda confundirse con ningún otro, y segundo que sea susceptible de representación gráfica, lo 
cual se encuentra estipulado en el Art. 194 de la Ley de Propiedad Intelectual. 
Nuestra Legislación ecuatoriana, dentro de la Ley de Propiedad Intelectual ha tipificado dos 
tipos de prohibiciones para registrar una nueva marca o signo distintivo, enfocándose en dos 
aspectos importantes, siendo el primero que el signo carezca de poder distintivo, y segundo 
aquellas que violen los derechos de terceros que solamente son causa de nulidad relativa, ya que 
las partes pueden  llegar a un acuerdo, que deben estar reglados en la ley como se señala en los 
Arts. 195 y 196 de la Ley de Propiedad Intelectual. 
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No podrán registrarse como marcas los signos que: 
a) No puedan constituir marca conforme al artículo 184, “El titular podrá ejercer las 
acciones que se establecen en esta Ley para impedir que la información no divulgada sea 
hecha pública, adquirida o utilizada por terceros;  para  hacer  cesar los actos que 
conduzcan en forma actual o inminente a tal divulgación, adquisición o uso; y, para obtener 
las indemnizaciones que correspondan por dicha divulgación, adquisición o utilización no 
autorizada.”. Es decir que estas no sean suficientemente distintivas, o no sean 
susceptibles de representación gráfica.  
b) Consistan en formas usuales de los productos o de sus envases, o en formas o 
características impuestas por la naturaleza de la función de dicho producto o del 
servicio de que se trate; por ejemplo no se aceptará que se registre el término 







c)  Consistan en formas que den una ventaja funcional o técnica al producto o al 
servicio al cual se aplican; como es el caso de una patente de modelo de utilidad. 
 
d) Consistan exclusivamente en un signo o indicación que pueda servir en el comercio, 
para calificar o describir alguna característica del producto o servicio de que se 
trate, incluidas las expresiones laudatorias referidas a ellos; por ejemplo “BUENA 
PASTA” con la cual podemos distinguir a todos los productos de harina de trigo que 





e) Consistan exclusivamente en un signo o indicación que sea el nombre genérico o 
técnico del producto o servicio de que se trate; o sea una designación común o usual 
del mismo en el lenguaje corriente o en la usanza comercial del país; un claro 
ejemplo es “COLA” para distinguir a las bebidas gaseosas. 
 
f) Consistan en un color aisladamente considerado, sin que se encuentre delimitado 
por una forma específica, salvo que se demuestre que haya adquirido distintividad 
para identificar los productos o servicios para los cuales se utiliza; por ejemplo la 





g) Sean contrarios a la Ley, a la moral o al orden público; un claro ejemplo sería 
“FUMADORES” para distinguir el consumo de cigarrillos, uno de los vicios que en 
la actualidad son repudiados en por la sociedad en general. 
 
h) Puedan engañar a los medios comerciales o al público sobre la naturaleza, la 
procedencia, el modo de fabricación, las características o la aptitud para el empleo 
de los productos o servicios de que se trate; por ejemplo una marca que te ayude 
supuestamente a combatir la calvicie y que te ofrezca resultados de crecimiento de 




i) Reproduzcan o imiten una denominación de origen protegida, consistan en una 
indicación geográfica nacional o extranjera susceptible de inducir a confusión 
respecto a los productos o servicios a los cuales se aplique; o, que en su empleo 
puedan inducir al público a error con respecto al origen, procedencia, cualidades o 
características de los bienes para los cuales se usan las marcas; como es el caso de 
los sombreros que son hechos en Ecuador – Montecristi y son denominados como 
“PANAMA HAT”. 
 
j) Reproduzcan o imiten el nombre, los escudos de armas, banderas y otros emblemas, 
siglas, denominaciones o abreviaciones de denominaciones de cualquier estado o de 
cualquier organización internacional, que sean reconocidos oficialmente, sin 
permiso de la autoridad competente del estado o de la organización internacional de 
que se trate. Sin embargo, podrán registrarse estos signos cuando no induzcan a 
confusión sobre la existencia de un vínculo entre tal signo y el estado u 
organización de que se trate; como ejemplo registrar una marca con la 




k) Reproduzcan o imiten signos, sellos o punzones oficiales de control o de garantía, a 
menos que su registro sea solicitado por el organismo competente; por ejemplo el 
registro de un escudo de armas como el de Buenos Aires, como marca figurativa. 
 
l) Reproduzcan monedas o billetes de curso legal en el territorio del país, o de 
cualquier país, títulos valores y otros documentos mercantiles, sellos, estampillas, 
timbres o especies fiscales en general; es decir no se puede usar imágenes como el 





m) Consistan en la denominación de una obtención vegetal protegida en el país o en el 
extranjero, o de una denominación esencialmente derivada de ella; a menos que la 
solicitud la realice el mismo titular, por ejemplo es el caso de una empresa 
extranjera denominada DIAMONDROSES S.A., que conjuntamente con la 
investigación FLOR ECUADOR SOCIAL EVIROMENTAL CERTIFICATE, 
industria ecuatoriana lograron una variedad de rosa que únicamente pueden ser 
utilizados por ellos denominado SWEETNESS. 
 
Cuando los signos no sean intrínsecamente capaces de distinguir los productos o servicios 
pertinentes, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial podrá supeditar su registro al carácter 







Tampoco podrán registrarse como marca los signos que violen derechos de terceros, tales como 
aquellos que: 
a) Sean idénticos o se asemejen de forma tal que puedan provocar confusión en el 
consumidor, con una marca anteriormente solicitada para registro o registrada por 
un tercero, para proteger los mismos productos o servicios, o productos o servicios 
respecto de los cuales su uso pueda causar confusión o asociación con tal marca; o 
pueda causar daño a su titular al diluir su fuerza distintiva o valor comercial, o crear 
un aprovechamiento injusto del prestigio de la marca o de su titular.  
Por ejemplo no se podría registrar la marca “IMPOSSIBLE IS NOTHING”, para 
identificar algún producto ya que la misma es de propiedad de la marca “ADIDAS”, 






b) Sean idénticos o se asemejen a un nombre comercial protegido de forma tal que 
puedan causar confusión en el público consumidor; como es el caso de la letra “M” 
que es características de la marca “MCDONALD’S” 
 
c) Sean idénticos o se asemejen a un lema comercial solicitado previamente para 
registro o registrado por un tercero, de forma tal que puedan causar confusión en el 
público consumidor; como es el  caso  de   la marca de la tarjeta de crédito 




d) Constituyan una reproducción, imitación, traducción, transliteración o transcripción, 
total o parcial, de un signo notoriamente conocido en el país o en el exterior, 
independientemente de los productos o servicios a los que se aplique, cuando su uso 
fuese susceptible de causar confusión o asociación con tal signo, un 
aprovechamiento injusto de su notoriedad, o la dilución de su fuerza distintiva o de 
su valor comercial., como es el caso de la marca “PILSENER”, misma que es de 
origen ecuatoriano. 
 
Se entenderá que un signo es notoriamente conocido cuando fuese identificado por 
el sector pertinente del público consumidor en el país o internacionalmente., como 
es el caso mencionado anteriormente en el cual es una marca de cervezas 
reconocidas por el consumidor ecuatoriano a nivel nacional. 
Esta disposición no será aplicable cuando el solicitante sea el legítimo titular de la 





e) Sean idénticos o se asemejen a un signo de alto renombre, independientemente de 
los productos o servicios para los cuales se solicita el registro, como es el caso de la 
marca “UNITED COLORS OF BENETTON”, que es una marca de renombre 
internacional. 
 
Se entenderá que un signo es de alto renombre cuando fuese conocido por el público 
en general en el país o internacionalmente. 
Esta disposición no será aplicable cuando el solicitante sea el legítimo titular de la 
marca de alto renombre; 
f) Consistan en el nombre completo, seudónimo, firma, título, hipocorístico, 
caricatura, imagen o retrato de una persona natural, distinta del solicitante, o que sea 
identificado por el sector pertinente del público como una persona distinta de éste, 
salvo que se acredite el consentimiento de esa persona o de sus herederos; como es 




g) Consistan en un signo que suponga infracción a un derecho de autor salvo que 
medie el consentimiento del titular de tales derechos; como por ejemplo la obra de 




h) Consistan, incluyan o reproduzcan medallas, premios, diplomas u otros galardones, 
salvo por quienes los otorguen, como son el caso de la entrega de premios nobel de 
literatura, como por ejemplo el entregado en el año 2012 a el escritor chino MO 
YAN por su obra “LAS BALADAS DEL AJO”. 
Por lo tanto podemos ver que hay ciertos signos que por diversas razones, que hacen a la esencia 
del derecho de marcas, o bien para proteger al público consumidor, o bien por razones de orden 
público, entre otras, no pueden ser registrados como marcas. Ello a pesar de que puedan tener la 
suficiente capacidad distintiva ya que la esencia de una marca está en el poder de excluir a otros 
en el uso de marcas confundibles, ya que no hay nada más confundible que una marca idéntica 
en el mercado. 
2.6 CLASIFICACIÓN DE NIZA 
La Clasificación Internacional de Productos y Servicios para el Registro de las Marcas 
(Clasificación de Niza) es una clasificación internacional de productos y servicios que se aplica 
para el registro de marcas de productos y servicios. Fue establecida en virtud de un acuerdo 
internacional multilateral concluido en la Conferencia Diplomática de Niza de 1957, con el 
nombre de Arreglo de Niza relativo a la Clasificación Internacional de Productos y Servicios 
para el Registro de las Marcas, como mencione al inicio de mi proyecto de investigación. 
Los países parte en el Arreglo de Niza se constituyen en Unión Particular en el marco de la 
Unión de París para la Protección de la Propiedad Industrial. Estos países han adoptado y 
aplican la Clasificación de Niza para el registro de marcas. 
Cada país parte en el Arreglo de Niza deberá aplicar, para el registro de marcas, la Clasificación 
de Niza, bien sea como sistema principal, bien como sistema auxiliar, y deberá hacer figurar en 
los documentos y publicaciones oficiales de sus registros el número de las clases de la 
Clasificación a las que pertenecen los productos y servicios para los que se registran las marcas. 
Dentro de nuestra legislación ecuatoriana, vemos que para poder iniciar un registro marcario es 
necesario que nosotros veamos en que registro marcario lo vamos a ubicar dentro de la 
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clasificación de Niza, ya que podemos hacerlo como marca de servicio, marca de producto,  ya 
que somos parte de la clasificación de NIZA, dicha clasificación la enunciaré a continuación 
para poder tener un panorama mucho más claro del estudio de las marcas y como se encasillan 
en cada clase internacional. 
3.  PRODUCTOS 
Clase 1. Productos químicos para la industria, la ciencia y la fotografía, así como para la 
agricultura, la horticultura y la silvicultura; resinas artificiales en bruto, materias plásticas en 
bruto; abonos para el suelo; composiciones extintoras; preparaciones para templar y soldar 
metales; productos químicos para conservar alimentos; materias curtientes; adhesivos 
(pegamentos) para la industria.  
Clase 2. Pinturas, barnices, lacas; productos antioxidantes y productos para conservar la 
madera; materias tintóreas; mordientes; resinas naturales en bruto; metales en hojas y en polvo 
para pintores, decoradores, impresores y artistas.  
Clase 3. Preparaciones para blanquear y otras sustancias para lavar la ropa; preparaciones para 
limpiar, pulir, desengrasar y raspar; jabones; productos de perfumería, aceites esenciales, 
cosméticos, lociones capilares; dentífricos.  
Clase 4. Aceites y grasas para uso industrial; lubricantes; productos para absorber, rociar y 
asentar el polvo; combustibles (incluida la gasolina para motores) y materiales de alumbrado; 
velas y mechas de iluminación.  
Clase 5. Productos farmacéuticos y veterinarios; productos higiénicos y sanitarios para uso 
médico; alimentos y sustancias dietéticas para uso médico o veterinario, alimentos para bebés; 
complementos nutricionales para seres humanos y animales; emplastos, material para apósitos; 
material para empastes e improntas dentales; desinfectantes; productos para eliminar animales 
dañinos; fungicidas, herbicidas.  
62 
 
Clase 6. Metales comunes y sus aleaciones; materiales de construcción metálicos; 
construcciones transportables metálicas; materiales metálicos para vías férreas; cables e hilos 
metálicos no eléctricos; artículos de cerrajería y ferretería metálicos; tubos y tuberías metálicos; 
cajas de caudales; productos metálicos no comprendidos en otras clases; minerales metalíferos.  
Clase 7. Máquinas y máquinas herramientas; motores (excepto motores para vehículos 
terrestres); acoplamientos y elementos de transmisión (excepto para vehículos terrestres); 
instrumentos agrícolas que no sean accionados manualmente; incubadoras de huevos; 
distribuidores automáticos.  
Clase 8. Herramientas e instrumentos de mano accionados manualmente; artículos de 
cuchillería, tenedores y cucharas; armas blancas; navajas y maquinillas de afeitar.  
Clase 9. Aparatos e instrumentos científicos, náuticos, geodésicos, fotográficos, 
cinematográficos, ópticos, de pesaje, de medición, de señalización, de control (inspección), de 
salvamento y de enseñanza; aparatos e instrumentos de conducción, distribución, 
transformación, acumulación, regulación o control de la electricidad; aparatos de grabación, 
transmisión o reproducción de sonido o imágenes; soportes de registro magnéticos, discos 
acústicos; discos compactos, DVD y otros soportes de grabación digitales; mecanismos para 
aparatos de previo pago; cajas registradoras, máquinas de calcular, equipos de procesamiento de 
datos, ordenadores; software; extintores.  
Clase 10. Aparatos e instrumentos quirúrgicos, médicos, odontológicos y veterinarios, así como 
miembros, ojos y dientes artificiales; artículos ortopédicos; material de sutura.  
Clase 11. Aparatos de alumbrado, calefacción, producción de vapor, cocción, refrigeración, 
secado, ventilación y distribución de agua, así como instalaciones sanitarias.  
Clase 12. Vehículos; aparatos de locomoción terrestre, aérea o acuática.  
Clase 13. Armas de fuego; municiones y proyectiles; explosivos; fuegos artificiales.  
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Clase 14. Metales preciosos y sus aleaciones, así como productos de estas materias o chapados 
no comprendidos en otras clases; artículos de joyería, bisutería, piedras preciosas; artículos de 
relojería e instrumentos cronométricos.  
Clase 15. Instrumentos musicales. 
Clase 16. Papel, cartón y artículos de estas materias no comprendidos en otras clases; productos 
de imprenta; material de encuadernación; fotografías; artículos de papelería; adhesivos 
(pegamentos) de papelería o para uso doméstico; material para artistas; pinceles; máquinas de 
escribir y artículos de oficina (excepto muebles); material de instrucción o material didáctico 
(excepto aparatos); materias plásticas para embalar (no comprendidas en otras clases); 
caracteres de imprenta; clichés de imprenta. 
Clase 17. Caucho, gutapercha, goma, amianto, mica y productos de estas materias no 
comprendidos en otras clases; productos de materias plásticas semi – elaborados; materiales 
para calafatear, estopar y aislar; tubos flexibles no metálicos.  
Clase 18. Cuero y cuero de imitación, productos de estas materias no comprendidos en otras 
clases; pieles de animales; baúles y maletas; paraguas y sombrillas; bastones; fustas y artículos 
de guarnicionería.  
Clase 19. Materiales de construcción no metálicos; tubos rígidos no metálicos para la 
construcción; asfalto, pez y betún; construcciones transportables no metálicas; monumentos no 
metálicos.  
Clase 20. Muebles, espejos, marcos; productos de madera, corcho, caña, junco, mimbre, cuerno, 
hueso, marfil, ballena, concha, ámbar, nácar, espuma de mar, sucedáneos de todos estos 
materiales o de materias plásticas, no comprendidos en otras clases.  
Clase 21. Utensilios y recipientes para uso doméstico y culinario; peines y esponjas; cepillos; 
materiales para fabricar cepillos; material de limpieza; lana de acero; vidrio en bruto o semi – 
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elaborado  (excepto el vidrio de construcción); artículos de cristalería, porcelana y loza no 
comprendidos en otras clases.  
Clase 22. Cuerdas, cordeles, redes, tiendas de campaña, lonas, velas de navegación, sacos y 
bolsas (no comprendidos en otras clases); materiales de acolchado y relleno (excepto el caucho 
o las materias plásticas); materias textiles fibrosas en bruto.  
Clase 23. Hilos para uso textil. 
Clase 24. Tejidos y productos textiles no comprendidos en otras clases; ropa de cama; ropa de 
mesa.  
Clase 25. Prendas de vestir, calzado, artículos de sombrerería.  
Clase 26.- Encajes y bordados, cintas y cordones; botones, ganchos y ojetes, alfileres y agujas; 
flores artificiales.  
Clase 27. Alfombras, felpudos, esteras, linóleo y otros revestimientos de suelos; tapices murales 
que no sean de materias textiles.  
Clase 28. Juegos y juguetes; artículos de gimnasia y deporte no comprendidos en otras clases; 
adornos para árboles de Navidad.  
Clase 29. Carne, pescado, carne de ave y carne de caza; extractos de carne; frutas y verduras, 
hortalizas y legumbres en conserva, congeladas, secas y cocidas; jaleas, confituras, compotas; 
huevos; leche y productos lácteos; aceites y grasas comestibles.  
Clase 30. Café, té, cacao y sucedáneos del café; arroz; tapioca y sagú; harinas y preparaciones a 
base de cereales; pan, productos de pastelería y confitería; helados; azúcar, miel, jarabe de 
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melaza; levadura, polvos de hornear; sal; mostaza; vinagre, salsas (condimentos); especias; 
hielo.  
Clase 31. Granos y productos agrícolas, hortícolas y forestales, no comprendidos en otras 
clases; animales vivos; frutas y verduras, hortalizas y legumbres frescas; semillas; plantas y 
flores naturales; alimentos para animales; malta.  
Clase 32. Cervezas; aguas minerales y gaseosas, y otras bebidas sin alcohol; bebidas de frutas y 
zumos de frutas; siropes y otras preparaciones para elaborar bebidas.  
Clase 33. Bebidas alcohólicas (excepto cervezas).  
Clase 34. Tabaco; artículos para fumadores; cerillas. 
4. SERVICIOS 
Clase 35. Publicidad; gestión de negocios comerciales; administración comercial; trabajos de 
oficina. Servicios de venta al detalle en comercios y por redes telemáticas mundiales de 
productos. 
Clase 36. Seguros; operaciones financieras; operaciones monetarias; negocios inmobiliarios.  
Clase 37. Servicios de construcción; servicios de reparación; servicios de instalación.  
Clase 38. Telecomunicaciones.  
Clase 39. Transporte; embalaje y almacenamiento de mercancías; organización de viajes.  
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Clase 40. Tratamiento de materiales.  
Clase 41. Educación; formación; servicios de entretenimiento; actividades deportivas y 
culturales.  
Clase 42. Servicios científicos y tecnológicos, así como servicios de investigación y diseño en 
estos ámbitos; servicios de análisis e investigación industrial; diseño y desarrollo de equipos 
informáticos y de software.  
Clase 43. Servicios de restauración (alimentación); hospedaje temporal. 
Clase 44. Servicios médicos; servicios veterinarios; tratamientos de higiene y de belleza para 
personas o animales; servicios de agricultura, horticultura y silvicultura.  
Clase 45. Servicios jurídicos; servicios de seguridad para la protección de bienes y personas; 
servicios personales y sociales prestados por terceros para satisfacer necesidades individuales. 
Debemos recordar que el uso de la Clasificación de Niza es obligatorio no sólo para el registro 
nacional de marcas en los países parte en el Arreglo de Niza. También lo es para el registro 
internacional de marcas que lleva a cabo la Oficina Internacional de la Organización Mundial de 
la Propiedad Intelectual (OMPI) en virtud del Arreglo de Madrid Relativo al Registro 
Internacional de Marcas, y del Protocolo concerniente al Arreglo de Madrid Relativo al Registro 
Internacional de Marcas, así como para el registro de marcas efectuado por la Oficina de 
Armonización del Mercado Interior (marcas, dibujos y modelos) de la Unión Europea (OAMI), 
la Organización Africana de la Propiedad Intelectual (OAPI), la Organización Benelux de la 




5. LA COMPARACIÓN MARCARIA 
Al  hablar de la comparación marcaria o cotejo marcario como se lo conoce dentro del Derecho 
de Propiedad intelectual, tenemos jurisprudencia que manifiesta: “Para decidir sobre su registro, 
el Juez necesariamente debe realizar entre las marcas su respectivo cotejo” (Tribunal de Justicia de la 
Comunidad Andina), por lo que para realizar el análisis comparativo entre las marcas se debe 
comenzar por aclarar en qué tipo o clase de marca se encuentra registrada., por lo que dentro de 
la doctrina se han definido tres clases de marcas, según estén representadas por una figura, una 
denominación o por un conjunto de las dos, que son: a) la marca figurativa: llamada también 
gráfica, se materializa como un signo perceptible por el sentido de la vista destinado a evocar 
una figura caracterizada por su forma externa, su característica general es que no es 
pronunciable, puesto que su signo no tiene vocalización, siendo apenas una figura o distintivo al 
que se le da un nombre y que en sí mismo constituye la marca; b) La marca denominativa: es 
una palabra, un vocablo, un nombre, que tiene expresión literaria y que se aprehende por los 
sentidos de la visión y del oído y se comunica mediante el lenguaje.  
Y por último tenemos, c) La marca mixta: es aquella que combina elementos denominativos y 
gráficos.  
Para realizar las comparación marcaria  es  indispensable  ubicar  los    signos  objeto  de  la 
comparación dentro de alguna de las categorías de marcas anteriormente mencionadas, la 
jurisprudencia dice:  
“toda vez que existen ciertas particularidades que al ser tenidas en cuenta por el 
examinador pudieran conducir a eliminar aparentes motivos de confusión, o que, 
por el contrario, conducirían a un veredicto de irregistrabilidad”. (Marca: T 
MOBIL (DEUTSCHE TELEKOM AG). En G.O.A.C. NO. 916, 2003) 
Así mismo el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina  (Marca: “ONE STEP UP (mixta)”. 
En G.O.A.C. No. 949 , 2003, pág. 21), manifiesta : “Para decidir sobre la posibilidad de registro 
del signo solicitado que presente similitud respecto de una marca registrada o de otro signo solicitado 
prioritariamente, el examinador necesariamente debe realizar entre ellos una comparación, un cotejo, 
tendiente a determinar el grado de semejanza y sobre todo, sus repercusiones con relación a la 
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capacidad distintiva del primero y la mayor o menor posibilidad que tenga de inducir a error al público 
consumidor”, por lo que el realizar este análisis comparativo de las marcas, se debe partir de la 
ubicación de los signos que se confrontan en un tipo o clase de marca de las tres que la doctrina 
ha definido, ya sea que estén representadas por una figura, una denominación o por un conjunto 
de figuras y denominaciones.  
De igual manera el Tribunal de la Comunidad Andina señala en  reiterada Jurisprudencia 
elaborada con base en la Doctrina, que para efectos de realizar la comparación apreciativa entre 
signos y determinar si existe confusión, y por ende se configura la causal de irregistrabilidad, 
contenida en el  Literal a), del artículo 83 de la Decisión 344  de la Comisión del Acuerdo de 
Cartagena (C.A.C.), mismo que señala  las siguientes reglas: 
- “Regla 1.- La confusión resulta de la impresión de conjunto despertada por las 
marcas. 
- Regla 2.- Las marcas deben examinarse en forma sucesiva y no en forma 
simultánea. 
- Regla 3.- Quien aprecie el parecido debe colocarse en el lugar del comprador 
presunto y tener en cuenta la naturaleza de los productos. 
- Regla 4.- Deben tenerse en cuenta las semejanzas y no las diferencias que 
existen entre las marcas”. (Marca: “CHILIS Y DISEÑO”. En G.O.A.C. No 
914, 2003) 
La Jurisprudencia del Tribunal de la Comunidad Andina manifiesta acerca de la comparación o 
cotejo de marcas y conexión competitiva entre servicios:  
“… el registro de un signo como marca cubre únicamente, por virtud de la regla de 
la especialidad, los productos o servicios identificados en la solicitud y ubicados en 
una de las clases del nomenclátor, la pertenencia de dos productos o servicios a una 
misma clase no prueba que sean semejantes, así como su pertenencia a distintas 
clases tampoco prueba que sean diferentes… (Marca: “CHILIS Y DISEÑO”. En 
G.O.A.C. No 914, 2003)”; y,  “(…)  a fin de verificar la semejanza entre los 
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servicios en comparación, el consultante habrá de tomar en cuenta,  en  razón  de  
la  regla  de la especialidad, la identificación de dichos servicios en las solicitudes 
correspondientes y su ubicación en el nomenclátor; además podrá hacer uso de los 
criterios elaborados por la doctrina para establecer si existe o no conexión 
competitiva entre los servicios … (que los servicios posean finalidades idénticas o 
afines; canales de comercialización, finalmente tomarse en cuenta la clase de 
usuario y su grado de atención)”. ( Denominación: “VIDRIO ANDINO (mixta)”. 
En G.O.A.C. No 947, 2003) 
Por lo que para poder determinar la posibilidad de confusión marcaria, a través de una 
comparación o cotejo marcario, se deben tener en cuenta varios aspectos como son: 
5.1 EN CONJUNTO 
La determinación de la confusión marcaria en este aspecto la hacemos con la apreciación de las 
marcas en conjunto, es decir haciendo una comparación de los signos, analizando cada uno de 
los elementos que integran las marcas, donde el todo prevalece sobre las partes, sin 
descomponer o hacer un análisis por separado, ya que al hacerlo en partes separadas no se 
podría tener un análisis en conjunto, ya que es muy cierto que el consumidor puede confundir 
una marca con otra, por los elementos similares de las mismas mas no por sus elementos menos 
comunes. 
El ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ), manifiesta al respecto que:  
“(…) desprender cual  es  la  impresión  general  que  el mismo deja en el 
consumidor en base a un análisis ligero y simple de éstos, pues ésta es la forma 
común a la que recurre el consumidor para retenerlo y recordarlo, ya que en 
ningún caso se detiene a establecer en forma detallada las diferencias entre un 
signo y otro….”. 
Hay que tener claro que la confusión resulta de la impresión de conjunto despertada por los 
signos marcarios, es decir que al realizar el examen comparativo se debe analizar 
minuciosamente la totalidad de los elementos que integran a cada uno de ellos, sin 
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descomponer, y menos aún alterar, su unidad fonética y gráfica, ya que como lo manifiesta 
(Fernández Novoa, 2001, pág. 215): dice que “debe evitarse por todos los medios la disección de las 
denominaciones comparadas, en sus diversos elementos integrantes”.  
Así mismo para evitar la confusión marcaria es necesario que en el examen de registrabilidad 
las marcas sean examinadas en forma conjunta, de tal manera que en la comparación de los 
signos confrontados, es un requisito fundamental que predomine el método de cotejo en 
conjunto realizado de una manera sucesiva, además se debe tener en cuenta las semejanzas y no 
las diferencias que existan entre los signos como se mencionó anteriormente en la 
jurisprudencia citada por el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, ya que la similitud 
generada entre ellos se desprende de los elementos semejantes o de la semejante disposición de 
los mismos, y no de los elementos distintos que aparezcan en el conjunto marcario. 
(Breuer Moreno, 1946, pág. 351), manifiesta que: “Se deberá apreciar la semejanza,  colocándola 
en el lugar del consumidor presunto, tomando en cuenta la naturaleza de los productos o servicios 
identificados por los signos en disputa”.  
En el cotejo que haga el Juez consultante, es necesario determinar los diferentes modos en que 
pueden asemejarse los signos en disputa e identificar la posible existencia o no de similitud o 
identidad entre ellos. 
5.2 EN FORMA SUCESIVA 
(Otamendi, pág. 120), manifiesta: “Esto lógico puesto que en la mayoría de los casos el consumidor 
no tendrá frente a sí a las marcas en pugna”, por lo que este tipo de comparación marcaria en 
forma sucesiva hace referencia a que el análisis que se debe realizar debe considerarse en primer 





Tenemos jurisprudencia que manifiesta:  
“Debe  evitarse,  entonces,  la      disección  o  fraccionamiento  de  los  nombres   
que  se  comparan, o el pretender examinarlos en sus detalles, ya que el consumidor 
medio no procede en tal forma. Por lo mismo deberá ponerse atención preferente a 
los elementos caracterizantes de cada denominación, de los cuales suelen depender 
en la práctica la primera impresión o impacto que recibe ese consumidor medio 
ante el nombre que sirva de marca. ". (marca GOLOSIA) 
El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina dice que el signo tiene que ser representado en 
forma material para que el consumidor, a través de los sentidos, lo perciba, lo conozca y lo 
solicite y que la traslación del signo del campo imaginativo de su creador hacia la realidad 
comercial, puede darse por medio de palabras, vocablos o denominaciones, gráficos, signos 
mixtos, notas, colores, entre otros, ya que el consumidor al momento adquirir un producto, éste 
queda en el recuerdo del consumidor, y así cuando tenga la necesidad de adquirir nuevamente el 
producto en el mercado sabe dónde buscarlo y cuáles son las características del mismo, ya que 
si el consumidor viera un nuevo producto con otra  marca  que  tenga  rasgos  que  se  parezcan  
al  que  tiene  grabado  en  su recuerdo, puede ocasionar una confusión ya que tiene frente a él, 
dos productos que son similares. 
Al respecto (Cornejo, 1992, pág. 120), manifiesta: “Mientras más conocida sea una marca por los 
consumidores, mayor será la probabilidad de que la asocien con una marca parecida a ella”. 
Algunos autores la llaman memoria promedio, misma que deriva de la atención que se presta el 
momento de escoger el producto así como también de la cultura, preparación o especialización 
del consumidor, este tipo de comparación sucesiva es útil ya que se comprende la futura 
comparación con los casos de personas que se vayan ingresando la marca al registro en forma 
sucesiva, el analista deberá realizar el proceso de la siguiente manera, en primer lugar deberá 
observar la primera marca que se encuentra registrada, segundo deberá observar la segunda 
marca registrada, y como último paso él deberá tomar una decisión con el segundo signo a la 
vista y con el recuerdo del primero, lo cual hará basado en el recuerdo que se grabe en su 
memoria del primer signo que observó; como conclusión de su análisis se dará cuenta que si la 
impresión que le dejó la segunda marca es igual a la de la primera, significa que hay un riesgo 
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de confusión y por lo tanto no deberá aceptar el registro de la segunda, para evitar la confusión 
marcaria y la afectación a el primer titular de la marca y al consumidor. 
5.3 EN FORMA FUGAZ 
Esta forma de comparación marcaria es mucho más sencilla que las anteriores, ya que el analista 
deberá hacer únicamente un análisis rápido de las marcas, como lo  hace el consumidor cuando 
realiza una compra de un producto en el mercado, lo hace de forma rápida y sencilla, la mayoría 
del mercado se encuentra llena de consumidores que hacen las compras de sus productos de esta 
manera, pero claro  hay  casos  que  son  pocos, en  los  cuales  se detienen minuciosamente a 
observar el producto que está adquiriendo, y que cualidades son las que tiene el producto que 
van a utilizar, claro estos productos que son analizados por el consumidor minuciosamente, son 
aquellos que tienen un valor elevado en el mercado. 
El análisis de comparación marcaria debe ser rápido para poder tomar una decisión de una 
manera que tenga celeridad y no afecte a los titulares de las marcas ni al consumidor. 
5.4 ESTUDIO DE LAS SEMEJANZAS 
El estudio de las semejanzas es importante ya que es necesario determinarlas., para poder tener 
una mejor comparación marcaria y evitar el riesgo de confusión de la misma, para que se 
considere que una marca utilizada en una empresa, pueda causar o inducir al público 
consumidor en confusión, engaño o error porque pueda pensar ésta, que los productos que 
ampara, se expendan bajo su autorización o licencia de un tercero, es necesario que se haga un 
estudio integral de ambas marcas tomadas en su conjunto, pero no sólo destacando sus 
diferencias, sino también atendiendo a sus semejanzas puesto que es precisamente en este punto, 
donde puede presentarse la confusión al establecerse una conexión mental. 
El (Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina), al respecto indica:  
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“(...) deberá tenerse en cuenta la visión de conjunto, la totalidad de sus elementos 
integrantes, la unidad fonética y gráfica de los nombres, su estructura general y no 
las partes aisladas unas de otras, ni los elementos particulares distinguibles en los 
nombres, ya que por tratarse de estructuras lingüísticas deberá atenderse antes que 
nada a la fonética. Debe evitarse, entonces, la disección o fraccionamiento de los 
nombres que se comparan, o el pretender examinarlos en sus detalles, ya que el 
consumidor medio no procede en tal forma. Por lo mismo, deberá ponerse atención 
preferente a los elementos caracterizantes de cada denominación, de los cuales 
suelen depender en la práctica la primera impresión o impacto que recibe ese 
consumidor medio ante el nombre que sirve de marca”. 
Con lo que la confusión de una marca implica la existencia de diferencias, y en el caso de que 
estas no existan obviamente estamos frente a un caso de confusión e identidad de signos 
marcarios. 
Por lo que la función del analista es hallar la similitud entre los signos que se encuentran 
confrontados y no sus diferencias, ya que al buscar únicamente diferencias no se puede apreciar 
una confusión marcaria, (Breuer Moreno, 1946, pág. 179), al respecto manifiesta: “La similitud 
general entre dos marcas no depende de los elementos distintos que aparezcan en ellas, sino de los 
elementos semejantes o de la semejante disposición de esos elementos”. 
5.5 LA POSICIÓN DE QUIEN REALIZA LA COMPARACIÓN 
Dentro del Ecuador tenemos que la institución encargada del derecho de propiedad intelectual 
es el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual (IEPI), que tiene como visión: 
 “Promover, Defender, Fomentar la Propiedad Intelectual, utilizando sistemas de 
vanguardia,  como una herramienta para el desarrollo holístico del Ecuador a 
través de la generación e implementación de políticas públicas”. ( 
http://www.iepi.gob.ec/index.php/quienes-somos/mision-vision-y-valores) 
El IEPI, es el encargado de todos los procesos de registrabilidad de las marcas, así como el de 
resolver los temas de confusión marcaria, por lo tanto son sus funcionarios o el juez competente, 
claro dependiendo del estado y la instancia en la que se encuentre el proceso, para resolver y 
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determinar el riesgo de confusión de  que  puede  existir  entre  las  marcas, motivo  por  el  cual  
el analista que este  
encargado de realizar la comparación marcaria deberá realizar un proceso minucioso y a su vez 
determinar la confusión de las marcas, pero no tanto desde el punto de la afectación del titular 
de la marca, sino más bien cuál es la repercusión que causará en el consumidor y en el mercado, 
motivo por el cual se debe ser muy cauteloso al realizar dicho análisis. 
Teniendo como fin el determinar si la confusión puede afectar al consumidor en general, ya que 
el producto va a ser adquirido y consumido por el público, si bien es cierto no hay que dejar de 
lado al titular de la marca ya que éste también puede resultar afectado con la resolución que se 










CAPÍTULO    III  
3. EL CONSUMIDOR 
3.1 DEFINICIÓN DE CONSUMIDOR 
Es importante señalar conforme lo manifiesta  (Guibourg, Ghigliani, & Guarinoni, 1998, pág. 
53), que cuando nos referimos a definiciones, existe una gran variedad, es decir “no hay una 
definición única ni verdadera”. 
En virtud de lo expuesto se puede deducir que el consumidor es aquella persona o grupo de 
personas que adquieren bienes o servicios, los cuales son puestos en el mercado a través de los 
productos  proporcionados por el productor o el proveedor de bienes o servicios, convirtiéndose 
en un importante agente  económico, ya que logra crear un sinnúmero de necesidades que deben 
ser atendidas por los productos comercializados en el mercado. 
Por lo tanto es importante señalar que estos productos que se comercializan en el mercado 
contribuyen a cubrir en gran parte las necesidades de bienes o servicios que requiere el 
consumidor. 
El desarrollo de la sociedad tiene como nexo fundamental al consumidor, ya a través de las 
necesidades que surgen, se pueden crear nuevas tecnologías, pudiendo así llegar a muchas 
personas obteniendo mejores resultados. 
Al respecto (Alvarado, 2005, pág. 46) manifiestas: “Como manifestación del capitalismo nace el 
costo de los materiales y la mano de obra independiente.” 
Dentro de las ramas del Derecho la protección al consumidor ha tomado fuerza en los últimos 
años, evidenciando así la creación de derechos como lo son: 
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- Derecho de devolución: consiste en la facultad que tiene para devolver o cambiar un 
bien o servicio si no se encuentra satisfecho o si no cumple sus expectativas cuando 
haya adquirido productos por correo, catálogo, teléfono, Internet u otros medios 
similares. 
- Derecho a tener acceso a los servicios básicos en óptima calidad. 
Protección de la vida, salud y seguridad en el consumo de bienes y servicios, así como a la 
satisfacción de las necesidades fundamentales. 
- Libertad de elegir los bienes y servicios que se oferten. Es importante apreciar que 
la Ley establece la obligación de que todos los productos y las ofertas que se hagan 
consten en castellano. 
- Derecho al buen trato y a la información adecuada sobre el bien o servicio, en 
especial a conocer sobre las condiciones óptimas de calidad, cantidad, precio, peso 
y medida del producto. 
Por lo tanto el consumidor podrá pedir reparación e indemnización por daños y perjuicios por 
deficiencia y mala calidad de bienes y servicios a través de los órganos administrativos y 
judiciales correspondientes, siempre y cuando  un bien objeto de reparación presente defectos 
relacionados con los servicios realizados e imputables al prestador del mismo, ya que el 
consumidor es importante como promotor de la economía. 
(Rusconi, pág. 105), manifiesta:  
“El derecho del consumidor ha nacido para llevar protección al débil jurídico. Su 
antecedente radica en la situación de minusvalía en que se ve colocado el hombre 
moderno al interactuar con los proveedores de bienes de consumo y su corpus está 
integrado por un conjunto de mecanismos jurídicos específicos, desarrollados para 
paliar esta situación de hipo suficiencia y prevenir el acaecimiento de menoscabos a 
los derechos de los consumidores.”  
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El Derecho del Consumidor se origina para la creación de normas de diversas naturalezas y 
jerarquías, mismas que tienen como finalidad proteger al consumidor, basándose en  su 
debilidad en la relación de consumo y su vulnerabilidad frente al proveedor.  
En efecto, aunque en los inicios de la masificación de la producción de bienes y servicios dados 
en la época de la revolución industrial, las normas jurídicas que se iban desarrollando a la par de 
este fenómeno consideraban a la relación de consumo como una relación en la que proveedores 
y consumidores se hallaban en una igualdad de negociación; y al consumidor como un sujeto 
plenamente capaz de defenderse por sí solo, pero esto ha ido cambiando con el paso de los años, 
dando como resultado de la evolución no solo de la teoría económica sino de los derechos 
humanos y el derecho positivo, se fueron desarrollando normas de carácter protector, que 
además de proteger y resguardar los intereses de las partes débiles en sus relaciones 
contractuales, trataban de equilibrar relaciones intrínsecamente inequitativas.  
Aunque  existen  diversas  teorías,  criterios  y  hasta  críticas  para  sustentar esta debilidad del 
consumidor, y adoptarla como un supuesto en todas las normas de defensa de los consumidores 
en el mundo; yo procederé a analizar  brevemente algunos argumentos que sustentan esta 
vulnerabilidad de los consumidores y la necesidad de protección por parte de las normas 
jurídicas del Estado:  
- Como primer punto tenemos la debilidad material, que hace referencia a como están 
estructurados los mercados en una economía liberal, independientemente del grado de 
intervención estatal o regulación normativa que exista en ella, una de sus características 
principales que viene dada por la estructura del mercado es que el proveedor de bienes y 
servicios quien tiene mayor poder económico frente a un consumidor promedio. Si bien 
es cierto que podrán existir casos en que esta asimetría se invierta, en la generalidad de 
los casos los proveedores disponen de los medios económicos, el poder, el tiempo y la 
infraestructura institucional para tener a su disposición un sin número de profesionales y 
asesores a su servicio que fácilmente podrían proteger sus intereses en caso de 
plantearse un conflicto con un consumidor promedio, ya que estos proveedores saben 
que tiene el tiempo, el dinero y el poder para enfrentarse judicial y extrajudicialmente a 
un consumidor normal. El consumidor promedio sabe también que no tiene ni el tiempo, 
ni el dinero ni el poder para soportar un litigio contra un poderoso proveedor.  
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-  En segundo punto tenemos la debilidad sicológica, misma que se produce cuando un 
consumidor acude ante un proveedor porque necesita un bien o servicio del proveedor, 
teniendo en cuenta que puede haber la posibilidad de que su situación de necesidad haya 
sido creada por él mismo para satisfacer su demanda de artículos suntuarios o puede que 
su estado de necesidad se derive de poder paliar sus necesidades más básicas como 
adquirir medicinas, servicios básicos, alimentos entre otros, si a esta situación le 
añadimos el hecho de que el consumidor está generalmente en un ambiente extraño y 
ajeno a su entorno o que en algunos casos existen solo uno o dos proveedores de 
determinado bien o servicio, como resultado se genera una situación en la que el 
consumidor no tiene otra opción que aceptar las condiciones del proveedor, no tiene otra 
opción si lo que pretende es satisfacer su necesidad.  
-  Como tercer punto dentro de las debilidades tenemos el deficiente poder de 
negociación, que es lo que sufren la mayoría de los consumidores, debilidad que vemos 
frecuentemente en los servicios telefonía fija y móvil, medicinas pre – pagadas, entre 
otros, en los cuales el consumidor acepta ser parte contractual de un contrato de 
adhesión,  claro que hay que tener en cuenta que la existencia y suscripción de este tipo 
de contratos no contraviene las leyes de protección al consumidor por el solo hecho de 
ser de un contrato de adhesión, ello sin duda menoscaba  la capacidad de los 
consumidores de hacer valer sus derechos. A diferencia del Derecho Civil donde se 
asume la igualdad de negociar entre las partes en el Derecho de Consumo se asume la 
inequidad de la relación y por ende la necesidad de protección a favor de los 
consumidores para mejorar entre otros aspectos su poder de negociación.  
-  Como cuarto punto tenemos la debilidad cognoscente, que es la asimetría informativa 
o técnica, misma que por regla general dice que cuando se desarrolla un acto de 
consumo estamos ante una situación en la que el proveedor, como es lógico suponer, 
conoce plenamente su producto, servicio o bien, ya que es él quien lo fabrica, o lo 
distribuye, lo importa y por ende tiene los conocimientos técnicos suficientes para poder 
distinguir variedades, calidades, características, componentes etc., por lo cual es sería un  
comprador especializado, ya que conoce bien el giro de su negocio. Esta situación sin 
embargo es muy diferente en el caso de los consumidores pues por regla general, el 
consumidor no posee ni lejanamente el nivel de conocimientos y de información que 
posee el proveedor, por lo que la Doctrina del Derecho de Consumo presume que el 
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consumidor promedio no es ni un experto en la materia pero tampoco novato sobre los 
bienes y servicios que adquiere, es un consumidor con medianos conocimientos e 
información. El proveedor o productor es él que decide que menciona y en ciertos casos 
que información omite al consumidor.  
-  El último punto es la dificultad de acceso a la justicia,  misma que va concatenada a la 
falta de información de los consumidores sobre sus derechos y obligaciones, siendo 
esta, la dificultad que tienen para que los mismos sean tutelados por la autoridad estatal, 
además de la debilidad sicológica, material y de negociación de la que adolece el 
consumidor promedio en la mayoría de países y más en el nuestro, en el cual el acceso a 
la justicia el muy limitado, es vez de constituir una herramienta para la defensa de sus 
derechos constituye una barrera para lograrlo.  
Por lo tanto podemos ver que la debilidad o vulnerabilidad del consumidor en Ecuador y el Rol 
del Estado ecuatoriano, consagrada en la Doctrina y legislación nacional y supranacional de 
todo el mundo también se encuentra recogida en la Constitución del Ecuador donde los derechos 
de los consumidores están recogidos en el capítulo III de la referida norma bajo la 
denominación de:  
- DERECHOS DE LAS PERSONAS Y GRUPOS DE ATENCIÓN PRIORITARIA. 
Es decir que se considera al grupo de los consumidores como un grupo vulnerable 
junto con los adultos mayores, los migrantes, los niños, los jóvenes y adolescentes, 
las mujeres embarazadas, así como los discapacitados y los detenidos.  
Lo importante es que la industria y el comercio como motores de la economía nacional, estén 
plenamente conscientes de que la industria nacional debe mejorar su competitividad y eficiencia 
pero no a costa de vulnerar los derechos fundamentales de los consumidores, ya que sucede que 
en la mayoría de países del mundo, y especialmente en países menos desarrollados como el 
nuestro el conocimiento que los consumidores tienen sobre sus derechos y obligaciones es 
escaso, siendo un grupo minoritario de consumidores que conocen los instrumentos normativos, 
las instituciones y los mecanismos que hacen respetar sus derechos y para ser compensados en 
caso de que estos sean vulnerados, siendo el Derecho de Consumo  ante todo preventivo.  
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3.2 TIPOS DE CONSUMIDORES  
Los tipos de consumidores son: 
3.2.1 CONSUMIDOR COMÚN  
El consumidor común es aquel que habitualmente adquiere los productos en el mercado 
habitualmente, dichos productos son de consumo masivo, por lo que el consumidor no hace un 
estudio meticuloso del producto que van a adquirir, por lo  que es mucho más factible que se dé 
una confusión marcaria, por lo que es importante proteger a este consumidor de prácticas 
comerciales desleales, por ejemplo la compra de huevos. 
(Fernández Novoa, 2001, pág. 195), manifiesta al respecto que “el consumidor medio es una 
persona poco reflexiva que de ordinario contempla con atención superficial la oferta y la publicidad de 
los productos o servicios y de sus signos distintivos.” 
Por lo que el consumidor común es aquel que tiene una reacción típica del consumidor 
normalmente informado, razonablemente atento y perspicaz, teniendo en cuenta los factores 
sociales, culturales y lingüísticos, teniendo un raciocinio y una facultad perspectiva normal. 
Al Respecto el ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina , 2004), manifiesta dentro de 
algunos procesos de la siguiente manera:  
“La confusión en materia marcaria, se refiere a la falta de claridad para poder 
elegir un bien de otro, a la que puedan ser inducidos los consumidores por no 
existir en el signo la capacidad suficiente para ser distintivo”.  
De igual manera, “Hay riesgo de confusión cuando el consumidor o usuario medio 
no distinga en el mercado el origen empresarial del producto o servicio identificado 
por un signo de modo que pudiera atribuir, por la falsa apreciación de la realidad, 
a dos  productos   o    servicios    que   se le ofrecen un origen empresarial  común 
extremo que, si existe identidad o semejanza entre el signo pendiente de registro y la 
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marca registrada o un signo previamente solicitado para registro, surgiría el riesgo 
de que el consumidor o usuario relacione y confunda aquel signo con esta marca o 
con el signo previamente solicitado”. ( Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina, 2006) 
Por lo que es importante evitar el riesgo de asociación el consumidor sabe que el producto no 
pertenece a la misma empresa, pero sí considera que pertenece a un mismo grupo empresarial, o 
a una empresa vinculada comercialmente, por lo tanto es importante en este sentido, evitar que 
el consumidor asocie el origen de un producto o servicio a otro de origen empresarial distinto, 
ya que con la sola posibilidad del surgimiento de dicho riesgo, los empresarios se beneficiarían 
sobre la base de la actividad y honestidad ajenas.  Al respecto (Méndez, pág. 117) manifiesta 
como concepto de consumidor medio que “(…) alude a una persona dotada de las normales 
facultades perceptivas, a la que no se le atribuye ninguna especial preparación léxico – gráfica y que 
generalmente se guía por sencillas apreciaciones visuales o auditivas.” 
“La  perceptibilidad,  precisamente,  hace  referencia  a  todo  elemento,  signo  o 
indicación que pueda ser captado por los sentidos para que, por medio de éstos, la 
marca penetre en la mente del público, el cual la asimila con facilidad.  Por cuanto  
para  la  percepción sensorial o externa de los signos se utiliza en forma más 
general el sentido de la vista, han venido caracterizándose preferentemente aquellos 
elementos que hagan referencia a una denominación, a un conjunto de palabras, a 
una figura, a un dibujo, o a un conjunto de dibujos”. (Interpretación Prejudicial de 
26 de octubre del 2004, publicada en la , Marca: “DIADICON”, 2004) 
3.2.2 CONSUMIDOR SELECTO 
El consumidor selecto es aquel que tiene una perspectiva muchas más clara del producto ya sea 
porque posee un nivel más alto de educación, técnica o profesional, diferenciándose del 
consumidor medio, todos los seres humanos tenemos deseos y necesidades ilimitadas, por lo 
que siempre habrá algo más que desear o qué necesitar, algo más que consumir. 
(Méndez, pág. 117), dice que: “aquel consumidor del que se espera un alto grado de atención al 
momento de efectuar la compra.”, por lo que hablamos de un consumidor que tiene un mayor 
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grado de atención en el producto que va a adquirir, sobre todo cuando tenemos productos de 
consumo masivo como los alimentos. 
Es importante para este tipo de consumidor que no se produzca un riesgo de asociación entre las 
marcas, siendo esto la posibilidad de que el consumidor, que aunque diferencie las marcas en 
conflicto y el origen empresarial del producto, al adquirirlo piense que el productor de dicho 
producto y otra empresa tienen una relación o vinculación económica. 
El ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, 2008), manifiesta: “Deberá considerarse la   
clase   de   consumidor  o  usuario  y  su  grado  de  atención  al  momento  de diferenciar, identificar y 
seleccionar el producto o el servicio. Esto a su vez se encuentra realizar su elección, lo que dependerá 
del tipo de consumidor, a saber, conforme a la doctrina: a) el profesional o experto, b) elitista y 
experimentado, c) el consumidor medio.”, entendiéndose que este tipo de consumidores presente un 
menor grado de debilidad o vulnerabilidad ante una confusión marcaria de productos que 
regularmente consume. 
3.2.3 CONSUMIDOR MEDIO 
El consumidor medio es el consumidor representativo de un conjunto, las decisiones de este tipo 
de consumidor medio multiplicadas por la cantidad de consumidores, proporcionarían los 
mismos resultados que las decisiones de todos y cada uno de los consumidores. 
(Bonfanti, 2001, pág. 34), manifiesta que:  
“La función del consumo es multi – variada, combinándose en único modelo una 
serie de variables económicas y sociales, desde un punto de vista macroeconómico, 
en esta función quedan evidenciados de modo particular los efectos de réditos 
disponibles de los consumidores.”  
El consumidor medio ya no se preocupa tanto de la cantidad como de la calidad de lo que 
consume, es aquel que analiza y entiende las características, cualidades y dimensiones del 
producto que desea adquirir; este consumidor no podrá ser engañado ni aducir que lo han 
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engañado porque simplemente es un consumidor informado y por lo tanto conoce plenamente lo 
que hace, si bien es cierto no puede contar con conocimientos técnicos suficientes, podrá 
determinar qué es lo que está adquiriendo. 
Sin  embargo,  cuando  corresponde  contrastarlo  con  la  realidad,  resulta que el mismo no es 
entendible, ni lógico y menos apreciable en términos jurídicos, pues involucra en esencia un 
trato discriminatorio basado en la exigencia de un comportamiento esperado respecto de 
personas que son diferentes por cuestiones sociales, culturales y económicas.  
Por lo tanto, esta afirmación inicial debe ser asociada necesariamente con la realidad 
ecuatoriana, ya que no hacemos referencia a las estadísticas o a los factores de crecimiento 
económico, que son alentadores para el futuro mediato, sino a la realidad social de la mayoría de 
consumidores. 
El consumidor razonable es aquel que en términos simples suele entender su proceso de 
consumo y las responsabilidades que le competen debido a que busca información, analiza las 
características, cualidades y desventajas de un producto o una prestación de servicio, y en 
esencia sabe lo que hace, es definido en nuestro país en base a una minoría que vive en algunos 
distritos de Lima y de ciertas capitales de provincia. Esto, nos lleva a reflexionar respecto a los 
procesos volitivos de consumo, que están definidos en base a una elección sin alternativa de 
intención, por lo que resulta perverso imaginar a un consumidor razonable en estas condiciones. 
3.3 GRADO DE ATENCIÓN DEL CONSUMIDOR  
Es importante poder identificar el grado de atención que tiene el consumidor al adquirir un 
producto en el mercado, ya que así podremos distinguir de una manera más sencilla si existe una 
confusión entre las dos marcas, ya que a través del análisis de los tipos de consumidor como es 
el caso del consumidor común, selecto y medio, podemos ver si esa marca puede o no continuar 
con su registro sin afectar a la marca que ya se encuentra registrada, obteniendo una aceptación 
favorable en el consumidor. El Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina ha determinado los 
alcances y la forma de interpretación de la norma comunitaria en materia de propiedad industrial 
en países miembros como Ecuador, Bolivia, Colombia y Perú, en el cual se han incluido 
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criterios para el análisis de confundibilidad marcaria en los cuatro países andinos nombrados 
con anterioridad, criterios que han servido para la determinación de una marca genérica, 
descriptiva, de uso común, los alcances de las prohibiciones absolutas de registro, la prueba de 
la notoriedad, entre muchos aspectos. 
(Otamendi, pág. 184), manifiesta que: “cuanto mayor sea la atención que prestará el consumidor, 
más benevolente puede ser el cotejo de las marcas, y viceversa.”, por  lo tanto es importante el grado 
de atención y tiempo que presta el consumidor para adquirir un producto, clasificándolo por su 
precio o por el servicio o uso que presta. 
(Fernández Novoa, 2001, pág. 198), al respecto dice:  
“si el precio es alto, cabe esperar que el consumidor medio prestará un elevado 
grado de atención al examen del producto y de la marca, lo cual hace que 
disminuya la posibilidad del riesgo de confusión. En cambio si el precio del 
producto es bajo, descenderá correlativamente el grado de atención con que el 
consumidor contemplará las marcas, y por lo mismo, aumentará la posibilidad del 
riesgo de confusión.” 
Por lo tanto el consumidor es un actor importante en la construcción de la marca, ya que cuando 
el consumidor rompe su relación con la marca y la deja de percibir como un signo distintivo, la 
marca deja de serlo. 
La marca debe transmitirle al consumidor un valor y le da confianza en la decisión de compra, 
por lo que la  marca vale por el grado de posicionamiento que tenga en la mente de los 
consumidores y como ellos la distinguen en el mercado, por lo que considero que no se debe 
limitar a los intereses de los proveedores de bienes y servicios  y  más  específicamente, de  los  
titulares  de derechos marcarios, sino que se debe contemplar también los intereses de los 
consumidores de bienes y servicios de los productos que se encuentran ya en el mercado, 
creando un  medio para mejorar la calidad de vida, mejoramiento con el que la protección del 
consumidor guarda una estrecha relación con el derecho marcario. 
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3.4 PERJUICIO CAUSADO AL CONSUMIDOR 
Es importante determinar el perjuicio que se causa a los consumidores con el engaño de un 
producto que puede presentar similitud con otro, ya que ellos deben tener toda la información 
necesaria para  poder  tomar  una  decisión  de consumo adecuada, siendo    obligación  del 
vendedor, productor, importador o fabricante brindar toda la información respecto de las 
características, funciones, formas de pago, intereses y todo aquello que ayude a determinar la 
opinión del consumidor, aunque no la solicite. La información puede ser dada en forma oral 
pero debe ser reforzada por escrito. Independientemente del formato de la información, 
especialmente la publicidad, esta debe ser veraz, precisa, clara y no debe conducir al engaño. 
(Otamendi, pág. 146), manifiesta: “cualquiera que se cause, se producirá un daño.”, por lo que la 
confundibilidad se produce cuando existe una similitud de signos marcarios, lo cual puede llevar 
a un engaño al consumidor, causándole un perjuicio al mismo y además al productor, al comprar 
un producto creyendo que era otro, dejando de comprar el producto que el consumidor quería, 
con lo que él productor de dicha marca ha perdido una venta y por lo tanto un cliente, ya que la 
calidad de la mismo difiere del producto original. 
El ( Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, 2006), manifiesta al respecto: “En 
consecuencia, a los efectos de su registro, y de conformidad con el artículo 135, literal a, de la Decisión 
486, el signo deberá ser apto para identificar y distinguir en el  mercado  los  productos  o  servicios  
producidos  o  comercializados  por  una persona de otros idénticos o similares, con el objeto de que el 
consumidor o usuario los valore, diferencie y seleccione, sin riesgo de confusión o de asociación en torno 
a su origen empresarial o a su calidad.”, con lo cual podemos evidenciar que dichas normas 
prohíben, prevén y protegen  la posibilidad de confusión. 
Vemos que existe variada jurisprudencia dictada por el ( Tribunal de Justicia de la Comunidad 
Andina , 2006), como la que voy a nombrar a continuación:  
“También es importante tener en cuenta que además del riesgo de confusión que se 
busca evitar  en  los consumidores con la existencia en el mercado de marcas 
idénticas o similares, ‘ahora se ve ampliado con la vigencia de la Decisión 486, 54 
Revista de la Competencia y la Propiedad Intelectual  Nº  7 en la que se incluye  el  
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denominado “riesgo de asociación”,  en particular, los artículos 136 literales a), b), 
c), d) y h); y 155 literal d)’. Dicho riesgo debe ser entendido en el sentido de que el 
derecho emanado de una marca debidamente registrada, que da protección al 
producto o servicio amparado por la misma, debe estar encaminado a indicar, por 
una parte, quién es su titular a efectos de distinguirlo de otros fabricantes o 
comerciantes de productos o servicios idénticos o similares; y por otra parte, a que 
los sujetos destinatarios de dichos bienes o prestaciones los identifiquen, adquieran 
o requieran sobre la base de su procedencia. (Sentencia dictada en el Proceso N° 
84-IP-2000, del 21 de marzo del 2001, publicada en la G.O.A.C. N° 677 del 13 de 
junio del 2001, marca: KRISTAL). En ese sentido, se busca evitar que el consumidor 
asocie el origen de un producto o servicio a otro de origen empresarial distinto, ya 
que con la sola posibilidad del surgimiento de dicho riesgo, los empresarios se 
beneficiarían sobre la base de la actividad y honestidad ajenas.” 
Muchas de las veces el daño puede ser irreversible o mayor, ya que no solo ponemos en juego la 
calidad del producto, o el daño que se le causa al titular del mismo,  sino como esta puede 
afectar la vida de los consumidores, como el caso de productos farmacéuticos, que deben tener 
por su cantidad de compuestos estrictos procesos que prueben la calidad del mismo a lo cual el ( 
Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina , 2007) ha manifestado:  
“La comparación entre marcas destinadas a distinguir productos farmacéuticos 
impone un examen más riguroso, vista la repercusión del riesgo de confusión que se 
suscite en la salud de los consumidores, inclinado en estos casos por la tesis de que 
en cuanto a marcas farmacéuticas el examen de la confundibilidad debe tener un 
estudio y análisis más prolijo evitando el registro de marcas cuya denominación 
tenga una estrecha similitud, para evitar precisamente que el consumidor solicite un 
producto confundiéndose  con otro, lo que en determinadas circunstancias puede 
causar un daño irreparable a la salud humana, más aun considerando que en 
muchos establecimientos, aún medicamentos de delicado uso, son expendidos sin 
receta médica y con el solo consejo del farmacéutico de turno.”  
(Casado, 2000, pág. 76),  expresa que:  
“la posibilidad de un triple perjuicio al posibilitarse que en un mismo mercado 
aparezcan productos dotados con el mismo signo para identificar productos con 
diferente calidad y origen empresarial, en primer lugar, un perjuicio directo a los 
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intereses económicos y empresariales del titular de la marca original, en segundo 
lugar, un perjuicio a los consumidores medios al fomentarse el riesgo de error 
sobre el origen y calidad de los productos, y por último un perjuicio irreparable a la 
marca como mecanismo jurídico esencial en el sistema de competencia”. 
Así pues, el rigor de realizar un examen a los productos farmacéuticos antes de que se 
encuentren circulando en el mercado, por lo que debemos tener en cuenta las peligrosas 
consecuencias que puede acarrear para la salud una eventual confusión que llegare a producirse 
en el momento de adquirir un determinado producto  farmacéutico,  dado  que  la  ingestión  
errónea  de  éste puede producir efectos nocivos y hasta fatales a la vida de los consumidores. 
3.5 ORGANISMOS DE DEFENSA 
Los Organismos de Defensa que se encuentran a disposición del consumidor Ecuatoriano son 
los siguientes:  
3.5.1 DEFENSORÍA DEL PUEBLO 
La Defensoría del Pueblo es una Institución del Estado, que se encuentra bajo la tutela del 
Defensor del Pueblo, fue creado en la constitución de la República del Ecuador  de  1998,  y 
actualmente se encuentra contemplada en el artículo 214 de la nueva Constitución de la 
República del Ecuador la misma que entró en vigencia en el mes de  octubre del año  2008, 
mismo que determina que:  
"Art. 214.- la Defensoría del Pueblo será un órgano de derecho público con 
jurisdicción nacional, personalidad jurídica y autonomía administrativa y 
financiera. Su estructura será desconcentrada y tendrá delegados en cada provincia 
y en el exterior". 
De igual manera, la Constitución, en su Artículo 215, puntualiza que: “la Defensoría del Pueblo 
tendrá como funciones la protección y tutela de los derechos de los habitantes del Ecuador y la 
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defensa de los derechos de las ecuatorianas y ecuatorianos que estén fuera del país. Serán sus 
atribuciones, además de las establecidas en la ley, las siguientes: 
1. El patrocinio, de oficio o a petición de parte, de las acciones de protección, hábeas 
corpus, acceso a la información pública, hábeas data, incumplimiento, acción ciudadana 
y los reclamos por mala calidad o indebida prestación de los servicios públicos o 
privados. 
2. Emitir medidas de cumplimiento obligatorio e inmediato en materia de protección de 
los derechos, y solicitar juzgamiento y sanción ante la autoridad competente, por sus 
incumplimientos. 
3. Investigar y resolver, en el marco de sus atribuciones, sobre acciones u omisiones de 
personas naturales o jurídicas que presten servicios públicos. 
4. Ejercer y promover la vigilancia del debido proceso, y prevenir, e impedir de inmediato 
la tortura, el trato cruel, inhumano y degradante en todas sus formas”. 
Finalmente, el artículo 216 indica que:  
“Para ser designado Defensora o Defensor del Pueblo será necesario cumplir con 
los mismos requisitos exigidos para las juezas y jueces de la Corte Nacional de 
Justicia y acreditar amplia trayectoria en la defensa de los derechos humanos. La 
Defensora o Defensor del Pueblo tendrá fuero de Corte Nacional de Justicia y 
gozará de inmunidad en los términos que establezca la ley”. 
El Defensor del Pueblo puede, además, emitir censura pública en contra de los responsables 
materiales o intelectuales de actos o comportamientos contrarios a los derechos humanos; así 
como pronunciamientos públicos en los casos sometidos a su consideración, con criterios que 
pasan a constituir doctrina para la defensa de los derechos humanos, deberá conocer y resolver 
la queja presentada por los consumidores que se sientan afectados. 
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Toda persona en forma individual o colectiva de manera gratuita puede hacer llegar al Defensor 
del Pueblo sus solicitudes, quejas o reclamos en el ámbito de su competencia, sin necesidad de 
que importe su edad, nacionalidad,  sexo, situación personal o cualquier otra circunstancia, para 
lo cual la Defensoría del pueblo ha creado un formulario de queja, mismo que deberá ser 
llenado por escrito, agilitando de esta manera las solicitudes hechas por los consumidores que 
consideran que se han afectado sus derechos, exponiendo el problema en forma clara, con los 
datos personales completos, identificando a la autoridad o empresa presuntamente responsable 
de la situación quejada, adjuntando de ser posible copias de los principales documentos que se 
relacionen con el caso que se ha planteado. Su reclamo será atendido en el menor plazo posible, 
y se le comunicará el estado de su trámite, recibida la queja, se procederá a su trámite o rechazo 
que se hará por escrito motivado, pudiéndose informar al interesado sobre las acciones o 
recursos que puede ejercitar para hacer valer sus derechos.  
Deben rechazarse las quejas anónimas las que revelan mala fe, carencia de pretensión o 
fundamentos, y aquellas cuyo trámite irroguen perjuicio a derechos de terceros. iniciando las 
investigaciones de manera inmediata, en las cuales se admiten medios de prueba, se debe 
informar al interesado sobre las acciones o recursos a los cuales tiene derecho el interesado, 
notificando a él o los presuntos responsables de las acciones u omisiones de las que se le acusa, 
para lo cual tendrán el plazo de ocho días para que contesten la queja mismos que se puede 
prorrogar mediante escrito por ocho días más, teniendo en cuenta que la no contestación de la 
queja será tomada por parte del Defensor del Pueblo como la aceptación de la misma.  
Posteriormente el Defensor del Pueblo, procederá a comunicar a las partes el día y hora para que 
se proceda a llevar a cabo una Audiencia en donde las partes involucradas expondrán sus 
alegaciones, en el caso de llegar a un acuerdo en eso momento se procederá a redactar un Acta 
transaccional que será firmada por las dos partes y el trámite finalizaría en ese momento. 
En el caso de que no se llegue a ningún acuerdo dentro de la Audiencia, el funcionario 
competente deberá emitir un informe el cual será debidamente motivado, el cual conforme lo 
señala la Ley Orgánica de Defensa del consumidor será enviado al Juez de Contravenciones, por 
lo que el trámite seguido por las partes es de carácter judicial. 
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Anteriormente dicho Informe se lo enviaba al Subintendente de Policía o a los Comisarios 
Nacionales, pero en la actualidad con la emisión del mandato constitucional que habla de la 
unidad jurisdiccional, Los Juzgados de Contravenciones y sus jueces son la única función del 
Estado llamada a administrar justicia, así, en un cambio que parece más de forma que de fondo, 
lo que la ciudadanía conoce actualmente como Comisaría de Policía no va más, pues en su lugar 
se incorporarán los nuevos 32 juzgados de contravenciones en el país, con el propósito de 
atender el mismo tipo de contravenciones que tienen que ver con casos de violencia contra la 
mujer, infracciones ambientales, de derechos al consumidor y las demás acciones que están 
contempladas en la ley penal ordinaria. 
Por lo tanto cualquier persona puede presentar una petición por violación a los derechos 
fundamentales que afecten la vida, la salud, la integridad física, moral o psicológica de las 
personas y de los derechos constitucionales o legales garantizados por los convenios y tratados 
internacionales ratificados por el Ecuador, dentro de los cuales están protegidos los derechos de 
los consumidores. 
3.5.2 MINISTERIO DE INDUSTRIAS Y PRODUCTIVIDAD – DIRECCIÓN DE 
DEFENSA DEL CONSUMIDOR 
El Ministerio de Industrias y Productividad es el encargado de impulsar el desarrollo del sector 
productivo industrial y artesanal del Ecuador, ya sea a través de la formulación y ejecución de 
políticas públicas, planes, programas y proyectos especializados, los cuales incentivan la 
inversión e innovación tecnológica para promover la producción de bienes y servicios con alto 
valor agregado y de calidad, en armonía con el medio ambiente, creando plazas de trabajo digno 
y por lo tanto se permita la inserción en el mercado interno y externo. 
Dentro de Ministerio de Industrias y Productividad se ha creado una Dirección de defensa del 
consumidor, misma que tiene como objetivo general la recuperación de espacios de política 
pública en materia del consumidor, a través de la difusión, capacitación y vigilancia de la 
aplicación de la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su debido reglamento, brindando 




Por lo que es necesario educar a la población en materia del consumidor mediante una difusión 
masiva de sus derechos mismos que se encuentran consagrados como anteriormente se ha 
mencionado en la Ley Orgánica de Defensa del Consumidor y su debido reglamento, 
permitiendo la población que exijan sus derechos ante los proveedores de los productos que 
tienen en el mercado. 
Por lo tanto esta dirección tiene que vigilar y controlar el cumplimiento de la legislación vigente 
en lo concerniente a la  comercialización de bienes, productos industrializados y servicios que 
se expenden en el Ecuador. 
La Dirección de Defensa del Consumidor brinda atención a los consumidores, con el fin de 
atender las consultas y quejas presentadas en  las relaciones de consumo que se den en el 
mercado, ya sean de bienes o servicios que se ofertan  en el mercado ecuatoriano atención que 
se brinda a través de internet por medio del correo electrónico, por medio de llamadas 
telefónicas mismas que el consumidor las debe realizar a través de la línea telefónica de 
atención al ciudadano, o personalmente en las oficinas del Dirección de Defensa del 
Consumidor. 
Teniendo como objetivo fundamental la realización de audiencias entre consumidores y 
proveedores de manera extrajudicial, para que los mismos logren soluciones a los conflictos de 








CAPÍTULO IV  
4. ORDENAMIENTO JURÍDICO 
El tratadista ecuatoriano Jorge Zabala Egas, define al Derecho como un sinónimo del 
Ordenamiento Jurídico y no de norma jurídica,  a lo cual se conoce como norma jurídica a 
aquella que pertenece a un ordenamiento jurídico. 
Nuestro ordenamiento jurídico está integrado por una complejidad de normas y, por tanto, nace 
una problemática que se centra en las relaciones que existe entre las diversas normas, que 
requiere una explicación al fenómeno inter – normativo, a la interacción de las múltiples normas 
para devenir éstas en una unidad coherente, a lo que llamamos sistema normativo. 
La primera referencia es la multiplicidad de normas existentes que constituyen el ordenamiento, 
como unidad, el cual se sustenta en el principio, al perecer, de Jerarquía. Obvio, si la unidad es 
un todo, y no las partes, nuestros asambleístas sin otro pretexto están obligados a ejercer su 
función legisladora, siguiendo el ordenamiento jurídico (el todo) es unitario, pues constituye 
una unidad. A pesar que es un ordenamiento complejo, porque no se configura con una sola 
norma, sino con miles, que son las partes. 
Para Kelsen las normas tienen validez, es decir que la norma existe; pero las normas existen de 
una forma diversa a la de los hechos o fenómenos de la naturaleza, pues su esencia es distinta. 
En efecto, la norma tiene una forma propia de existir, ya que su sentido es un deber – ser, por lo 
que es de vital importancia que la norma pertenezca a un ordenamiento, para que adquiera su 
validez, originándose la misma como resultado de una realidad intersubjetiva de los ciudadanos 
obligados y de un Estado garantista de derechos. 
4.1 RÉGIMEN NORMATIVO DEL ECUADOR 
Dentro del territorio ecuatoriano y del Derecho de Propiedad Intelectual, vemos que la 
normativa legal que rige es la Ley de Propiedad Intelectual, misma que fue creada fomentar el 
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desarrollo tecnológico y económico del país, así como fomentar la inversión en investigación y 
desarrollo, estimulando la producción tecnológica nacional, ya que la falta de una adecuada 
protección a los derechos de propiedad intelectual restringe:  
 La libre competencia y obstaculiza el crecimiento económico respecto de la más amplia 
gama de bienes y servicios que incorporan activos intangibles. 
 La competitividad de la industria y el comercio ecuatorianos en el mercado 
internacional y depende cada vez más de su capacidad de incorporar avances 
tecnológicos a la producción y comercialización de sus bienes y servicios. 
Motivo por el cual mediante Registro Oficial No. 426, emitido con fecha 28 de diciembre del 
2006, codifica bajo el No. 2006 – 013 La Ley de Propiedad Intelectual, misma que fue creada 
para proteger los derechos de propiedad intelectual y por supuesto dentro de ellos el derecho 
marcario. 
4.1.1 INSTITUTO ECUATORIANO DE PROPIEDAD INTELECTUAL 
Dentro de nuestro país encontramos que el organismo regulador de la propiedad intelectual es el 
Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual, en el país, que tiene la función de velar por el 
cumplimiento de los Derechos de Propiedad Intelectual de los ecuatorianos. Una adecuada 
protección a estos Derechos es vital para el desarrollo tecnológico, cultural, social y económico 
del país, haciendo cumplir la Ley de Propiedad Intelectual así como también los Tratados y 
Convenios Internacionales conforme lo señala el Art. 3 de la Ley. 
La propiedad intelectual tiene que ver con las creaciones de la mente: invenciones, obras 
literarias y artísticas, símbolos, nombres, imágenes, dibujos y modelos utilizados en el 
comercio, en base a esto, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por la 
ONU, reconoce como un derecho fundamental la protección de las creaciones intelectuales y 
designa al Estado como su defensor. 
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En el mundo existe un organismo especializado del sistema de organizaciones de las Naciones 
Unidas, desde 1967, OMPI o WIPO – por sus siglas en inglés-, su objetivo es desarrollar un 
sistema de propiedad intelectual (P.I.) internacional, que sea equilibrado y accesible y 
recompense la creatividad, estimule la innovación y contribuya al desarrollo económico, 
salvaguardando a la vez el interés público. Nuestro país como miembro de este organismo 
internacional goza de todos los Derechos que se concede a los integrantes y debe cumplir con 
todo lo convenido. 
La creación del Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual -IEPI, se da con la finalidad de 
crear un Organismo Administrativo Competente que sirva para propiciar, promover, fomentar, 
prevenir, proteger y defender a nombre del Estado Ecuatoriano, los derechos de propiedad 
intelectual reconocidos en la Ley, en los tratados y convenios internacionales. 
Antes de la creación de este Organismo, existían en diferentes estamentos gubernamentales o 
áreas especializadas que administraban y reconocían estos derechos; como sucedía con el 
Derecho de Autor, mismo que estaba bajo la responsabilidad del Ministerio de Educación,  la 
propiedad industrial bajo la responsabilidad del Ministerio de Industrias y las Obtenciones 
Vegetales regidas por el Ministerio de Agricultura.  
Pero el 19 de mayo del año 1998 que se crea un solo organismo con el fin de agrupar todas las 
áreas de la protección a la creación e invención intelectual, y es cuando se publica en el Registro 
Oficial No. 320, en la nueva Ley de Propiedad intelectual, la instauración del Instituto 
Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual IEPI mismo que ejercerá las atribuciones y 
competencias establecidas por la Ley de Propiedad Intelectual, el cual será considerado como la 
oficina nacional competente para los efectos previstos en las decisiones de la Comisión de la 
Comunidad Andina. 
Sin embargo, fue en 1999 cuando empezó a operar el Instituto como tal, de ahí en adelante se 
han dado varias transformaciones tendientes a conformar una entidad sólida, adaptable a los 
cambios del mundo que sin perder su esencia busca la excelencia en defensa de los derechos de 
Propiedad Intelectual.   
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4.1.2 DIRECCIÓN NACIONAL DE PROPIEDAD INDUSTRIAL 
Es la Dirección del Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual IEPI, encargada de promover 
el respeto a la Propiedad Industrial, a través de la educación, difusión y observancia de la 
normativa jurídica vigente, basado en el reconocimiento del derecho de propiedad industrial en 
todas sus manifestaciones, con una gestión de calidad en el registro y garantizando el acceso y 
difusión del estado de la técnica.  
El registro de propiedad industrial es único y confiere un derecho de alcance Nacional, según la 
Ley de Propiedad Intelectual, pero tanto la Decisión 486 C.A.C. como los acuerdos 
Internacionales como son el Convenio de París, establecen que el registro de una marca confiere 
derechos a sus titular en el país donde se concede y además, en los países miembros de estos dos 
instrumentos internacionales, por ejemplo, el derecho de prioridad. 
4.2 ACCIONES Y RECURSOS ADMINISTRATIVOS 
Las acciones y recursos administrativos los encontramos contemplados en la Ley de Propiedad 
Intelectual, antes de comenzar con el estudio de los mismos, vale la pena establecer los algunos 
conceptos que tienes los tratadistas acerca de los procedimientos: 
(Ballbé, 1947, pág. 30), manifiesta:  
“Es la secuencia o serie de actos que se desenvuelven progresivamente, con el 
objeto de llegar a un acto estatal determinado, destacando entonces en el concepto 
la unidad de los actos que constituyen el proceso y su carácter teleológico, es decir 
que éstos se caracterizan por estar encaminados en su conjunto a un determinado 
fin.” 
(Dromi, 1999, pág. 23), al respecto dice: “el procedimiento administrativo es la más idónea 




Conforme lo establece el Estatuto Régimen Jurídico Administrativo Función Ejecutiva, 
ERJAFE, en su Art. 122 referente a la  Motivación, manifiesta: “1. La motivación de los actos que 
pongan fin a los procedimientos se realizará de conformidad con lo que dispone la Constitución y la ley y 
la normativa aplicable. La falta de motivación entendida ésta como la enunciación de las normas y de los 
hechos particulares, así como la relación coherente entre éstas y aquellos produce la nulidad absoluta 
del acto administrativo o resolución. El acto deberá ajustarse a lo dispuesto en el Reglamento para el 
Control de la Discrecionalidad de los Actos de la Administración Pública.” Por lo que todo acto o 
recurso administrativo que se presente en este caso ante el Instituto Ecuatoriano de Propiedad 
Intelectual, debe estar debidamente motivado, estableciendo siempre el nexo causal existente en 
el mismo. 
Conforme lo señala el Art. 172 del ERJAFE, el cual dice que los interesados pueden solicitar la 
práctica de dichos recursos cuando sientan que dicho acto administrativo debe impugnarse, 
pretendiendo de esta manera que cese una conducta, o que se enmiende, derogue o modifique el 
acto administrativo emitido por la autoridad competente. El Objeto del Acto Administrativo se 
lo estipula en el Art. 173 del ERJAFE el cual manifiesta: “Objeto y clases.- 1. Contra las 
resoluciones y los actos  de  trámite, si estos últimos deciden directa o indirectamente el fondo 
del asunto, determinan la imposibilidad de continuar el procedimiento, producen indefensión o 
perjuicio de difícil o imposible reparación a derechos e intereses legítimos, podrán interponerse 
por los interesados los recursos de apelación y de reposición, que cabrá fundar en cualquiera de 
los motivos de nulidad o anulabilidad previstos en los artículos 129, 30 y 131 de esta norma. 
La oposición a los restantes actos de trámite o de simple administración podrá alegarse por los 
interesados para su consideración en la resolución que ponga fin al procedimiento. 
2. Los convenios y tratados internacionales podrán sustituir los recursos de apelación o 
reposición, en supuestos o ámbitos determinados, y cuando la especificidad de la materia así lo 
justifique, por otros procedimientos tales como la conciliación, mediación o arbitraje, en los 
términos de dichos convenios y tratados internacionales y la Ley de Arbitraje y Mediación. 
3. Contra las disposiciones administrativas de carácter general no cabrá recurso en vía 
administrativa, sino solo reclamo. La falta de atención a una reclamación no da lugar a la 
aplicación del silencio administrativo, sin perjuicio de las responsabilidades previstas en la Ley 
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de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Servicios por parte de la Iniciativa 
Privada. 
4. Los recursos contra un acto administrativo que se funden únicamente en la nulidad de alguna 
disposición administrativa de carácter general podrán interponerse directamente ante el órgano 
que dictó dicha disposición. 
Dentro de los recursos administrativos que se pueden presentar tenemos los siguientes, mismos 
que se encuentras estipulados en el ERJAFE:  
a)  RECURSO DE REPOSICIÓN: 
Este recurso lo tenemos determinado en el Art. 174.- del ERJAFE que manifiesta:  
“Recurso de reposición: Objeto y naturaleza.- 1. Los actos administrativos que no 
ponen fin a la vía administrativa podrán ser recurridos potestativamente, a elección 
del recurrente, en reposición ante el mismo órgano de la administración que los 
hubiera dictado o ser impugnados directamente en apelación ante los ministros de 
Estado o ante el máximo órgano de dicha administración; 2. Son susceptibles de 
este recurso los actos administrativos que afecten derechos subjetivos directo del 
administrado…” 
Por lo que él recurso de reposición se presenta ante la misma autoridad que dictó el acto 
administrativo y sólo se lo puede interponer ante los actos administrativos que pongan fin al 
procedimiento administrativo, y tiene carácter potestativo; es decir, no es necesario 
interponerlos para acudir a la jurisdicción contencioso administrativa, como se manifestó 
anteriormente debe ser debidamente fundamentado, por lo que este tipo de recursos se erigen 
como el medio de impugnación que la ley establece en favor de una parte agraviada por un auto 
o decreto y, excepcionalmente, por una sentencia interlocutoria, a objeto que el mismo tribunal 
que ha dictado esta resolución proceda a dejarla sin efecto o modificarla, por lo que este recurso 
por excelencia, se interpone en contra de aquellas resoluciones que tienen este carácter. 
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Este tipo de reposición se lo podrá presentar en el plazo de 15 días, plazo que se encuentra 
establecido en el Art. 175 del ERJAFE, cabe recalcar que este plazo se aplica solo si el acto 
fuera expreso, y en caso de no serlo, el plazo será de dos meses, mismo que comenzará a 
contarse a partir del día siguiente a aquel en que, de acuerdo con su normativa específica, se 
produzca el acto presunto. 
Una vez que hayan transcurridos los plazos anteriormente mencionados el interesado solo podrá 
interponer un recurso contencioso – administrativo, claro que le queda como opción el recurso 
extraordinario de revisión, siempre y cuando cumpla con los requisitos que este solicita. 
Una vez presentado el recurso de reposición la Autoridad Competente tiene el plazo máximo de 
dos meses para resolver, emitir, dictar y notificar la resolución correspondiente al interesado, y 
si este no estuviere de acuerdo con dicha resolución, puede interponer un recurso de apelación 
dentro de la vía administrativa o una acción contenciosa – administrativa. 
b) RECURSO DE APELACIÓN: 
El Recurso de Apelación Se encuentra estipulado en el Art. 176 del ERJAFE, mismo que 
estipula:  
“Objeto: 1. Las resoluciones y actos administrativos, cuando no pongan fin a la vía 
administrativa, podrán ser recurridos en apelación ante los ministros de Estado o 
ante el máximo órgano de dicha administración. El recurso de apelación podrá 
interponerse directamente sin que medie reposición o también podrá interponerse 
contra la resolución que niegue la reposición. De la negativa de la apelación no 
cabe recurso ulterior alguno en la vía administrativa…” 
El término apelación proviene del latín appellare, mismo que significa pedir auxilio. Este es el 
medio impugnativo ordinario a través del cual la parte conocida como apelante, solicita que un 
jerárquico superior de segundo grado examine una resolución dictada dentro del proceso por 
una Autoridad competente de un órgano Administrativo, mismo que conoce de la primera 
instancia, expresando sus inconformidades al momento de interponerlo, con la finalidad de que 
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el superior jerárquico, una vez que las analice y sin que pueda suplir sus deficiencias en  estricto 
derecho, corrija sus defectos, errores, modificándola o revocándola. 
Las  personas que pueden interponer el recurso de apelación los interesados a quienes 
perjudique la resolución emitida por la Autoridad es decir que afecten derechos subjetivos 
directos de los interesados, por lo tanto, no puede apelar el que obtuvo lo que pidió, a menos 
que no haya logrado la restitución de los frutos, la indemnización en daños y perjuicios o el 
pago de costas. 
Conforme lo señala el Art. 177 del ERJAFE, referente a los plazos de interposición de este 
recurso vemos que el administrado puede interponer el recurso de apelación 15 días después de 
la emisión del Acto Administrativo, mismos que se contarán a partir del día siguiente al de su 
notificación. Así mismo la Ley señala que si el acto no fuere expreso, el plazo que tendrá el 
administrado será de dos meses, mismos que serán contados  a partir del día siguiente a aquel en 
que, de acuerdo con su normativa específica, se produzcan los efectos del silencio 
administrativo. 
Posteriormente la Autoridad competente tendrá la obligación de resolver dicho recurso, 
emitiendo la resolución correspondiente en el plazo máximo de dos meses, misma que será 
firme a todos los efectos, por lo que si el interesado no estuviere de acuerdo con dicha 
resolución, tendrá que interponer una acción contenciosa – administrativa, salvo el recurso 
extraordinario de revisión, siempre y cuando cumpla con los requisitos establecidos en la Ley. 
c)  RECURSO DE REVISIÓN: 
El ERJAFE en su Art. 178 manifiesta: 
 “Recurso extraordinario de revisión.- Los administrados o los ministros de Estado 
o las máximas autoridades de la Administración Pública Central autónoma, en el 
caso de resoluciones expedidas por dichos órganos, por sus subordinados o por 
entidades adscritas, podrán interponer ante los ministros de Estado o las máximas 
100 
 
autoridades de la Administración Pública Central autónoma la revisión de actos o 
resoluciones firmes cuando concurran alguna de las causas siguientes: 
a) Que hubieren sido dictados con evidente error de hecho o de derecho que 
aparezca de los documentos que figuren en el mismo expediente o de disposiciones 
legales expresas; 
b) Cuando con posterioridad aparecieren documentos de valor trascendental 
ignorados al expedirse el acto o resolución que se trate; 
c) Cuando en la resolución hayan influido esencialmente documentos o testimonios 
falsos declarados en sentencia judicial, anterior o posterior a aquella resolución; y, 
d) Cuando la resolución se hubiere expedido como consecuencia de uno o varios 
actos cometidos por funcionarios o empleados públicos tipificados como delito y así 
declarados en sentencia judicial firme…” 
 
Mediante el recurso de revisión se impugnan las resoluciones emitidas por el Órgano 
Administrativo, este es un Recurso que sólo se presentará en la práctica en casos muy 
excepcionales, tales como si después de haberse dictado la resolución aparecieran nuevos 
pruebas decisivas en el asunto de que se trate, o se prueba que hubo soborno o se cometió algún 
delito que sirvió de base a la decisión de la resolución. 
El plazo conforme lo establece la Ley para poder presentar este recurso es de tres años a partir 
del inicio de su vigencia en los casos de los literales siempre y cuando cumpla con lo que dice 
los literales a) y b) del Art. Anteriormente mencionado, y de tres meses a partir de la ejecutoria 
de la sentencia condenatoria, siempre que no hayan transcurrido cinco años desde el inicio de la 
vigencia del acto de que se trate en los otros casos 
El órgano competente para dictar  la resolución del recurso de revisión podrá acordar 
motivadamente la inadmisión a trámite, cuando el mismo no se funde en alguna de las causas 
previstas en este artículo anterior. 
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El órgano competente para conocer el recurso de revisión deberá pronunciarse no sólo sobre la 
procedencia del recurso, sino además, en su caso, sobre el fondo de la cuestión resuelta por el 
acto recurrido. 
Dentro de la vía Administrativa son los recursos a los que el administrado puede recurrir, cabe 
recalcar que el recurso administrativo ha enfrentado tratamientos diversos por los doctrinarios 
del Derecho administrativo y del Derecho procesal administrativo, en cuanto a su definición y 
naturaleza jurídica, pues a veces se ha llegado a pensar que por su teleología (la solución de 
controversias) puede confundirse con el proceso o que el juicio seguido ante los tribunales de lo 
contencioso-administrativo sea considerado como un recurso. En atención a ello, primero, será 
revisado someramente el panorama doctrinal sobre su definición y después se tratará de penetrar 
en su naturaleza jurídica, lo que permitirá la comprensión de los criterios de clasificación 
intentados, sus características y efectos 
Conforme lo señala el ERJAFE en su Art. 179.-  
“Fin de la vía administrativa.-Ponen fin a la vía administrativa: 
a. Las resoluciones de los recursos de apelación y revisión; 
b. Las resoluciones de los órganos administrativos que carezcan de superior 
jerárquico, salvo que una ley establezca lo contrario; 
c. Las demás resoluciones de órganos administrativos cuando una disposición legal 
o reglamentaria así lo establezca; y, 
d. Los acuerdos, pactos, convenios o contratos que tengan la consideración de 
finalizadores del procedimiento.” 
 
Por lo tanto el administrado dentro de la vía administrativa con la resolución que se emita, en 
caso de ser en contra deberá iniciar una nueva acción en la vía contenciosa. 
El Art.  Del ERJAFE, nos habla de la  Interposición de recurso, el cual manifiesta:  
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“1. La interposición del recurso deberá expresar: 
a. El nombre y apellidos del recurrente, así como la identificación personal 
del mismo; 
b. El acto que se recurre y la razón de su impugnación; 
c. Lugar, fecha, firma del recurrente, identificación del lugar o medio que se 
señale a efectos de notificaciones; 
d. Órgano de la Administración Pública Central o unidad administrativa al 
que se dirige; 
e. La pretensión concreta que se formula; 
f. La firma del compareciente, de su representante o procurador y la del 
abogado que lo patrocina; y, 
g. Las demás particularidades exigidas, en su caso, por las disposiciones 
específicas. 
2. El error en la calificación del recurso por parte del recurrente no será obstáculo 
para su tramitación, siempre que se deduzca su verdadera intención y carácter. 
3. Los vicios y defectos que hagan anulable un acto no podrán ser alegados por 
quienes los hubieren causado.” 
 
4.3 TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO  
La  creación  del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, tuvo como principio de inspiración 
la salvaguarda de los derechos privados que podían ser lesionados por la autoridad pública, y 
contra la eventual ilegalidad de la Administración. Se trata de un órgano especialmente 
encargado del control de la legalidad a nivel de toda la Administración. 
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4.3.1 ACCIÓN CONTENCIOSA 
La acción contencioso administrativa como se denomina en nuestra legislación, permite el 
control jurisdiccional de los actos administrativos, teniendo un carácter impugnatorio. 
(Dromi, 1999, pág. 24), hace referencia a tina definición clásica, en virtud de la cual, “el 
contencioso administrativo importa la solución judicial al conflicto jurídico que crea el acto de la 
autoridad administrativa que vulnera derechos subjetivos o agravia intereses legítimos de algún 
particular o de otra autoridad administrativa, por haber infringido aquéllas, de algún modo, la norma 
legal que regla su actividad y a la vez protege tales derechos o intereses…” También se refiere a una 
definición moderna que establece que el contencioso administrativo es un medio para dar 
satisfacción jurídica a las pretensiones de la Administración y de los administrados afectados en 
sus derechos por el obrar público. 
Una vez que se haya agotado la vía administrativa, para mantener un control jurídico de la 
Administración, es decir cuando la providencias no son susceptibles ya de recurso alguno. Para 
que el Derecho Administrativo no sea una disciplina solamente teórica, el Tratadista Dr. Solon 
Wilches dice:  
“ha surgido la jurisdicción administrativa que constituye un control, su garantía, y 
que vela porque se aplique no sólo en las relaciones entre el Estado y los 
particulares, sino también entre el Estado y sus distintas dependencias y organismos 
de derecho público.- así como existen dos clases de derecho que son los públicos y 
privados, de la misma manera es necesario tener dos jurisdicciones y dos clases de 
Tribunales. Los Judiciales y los Administrativos. Las ideas matrices son diferentes 
en el derecho público y en el derecho privado”. 
Así la Jurisdicción Contenciosa Administrativa para amparar a los derechos de los 
administrados y asegurar la legalidad administrativa contempla dos recursos: 
RECURSOS DE NULIDAD Y OBJETIVO.- Este tiene por objeto restablecer la legalidad 
violada por el acto administrativo, mediante la anulación del acto-regla, pues el recurso ha sido 
sustituido en garantía del interés público. El fin esencial de este recurso es salvaguardar el 
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derecho objetivo de las violaciones en que puede  incurrir la actividad administrativa.  Inciso 
tercero de la ley dice:  
“El  recurso  de anulación, objetivo o por exceso de poder, tutela el   cumplimiento   de   la   norma  
jurídica  objetiva,  de  carácter administrativo,  y  puede  proponerse  por quien tenga interés directo 
para  deducir  la  acción, solicitando al Tribunal la nulidad del acto impugnado por adolecer de un vicio 
legal”. Para este recurso deben cumplirse los siguientes requisitos para demandar: 
- Que el acto tenga carácter general (objetivo) 
- Que viole una norma jurídica objetiva; 
- Y que el PETITUM = petición  se concrete a la nulidad del acto-regla cuestionado, 
como único objetivo que pueda perseguir el demandante, interesado directo en 
deducir la demanda. 
Las características de este recurso son: 
- Puede ser deducido por cualquier persona natural o jurídica que tenga interés 
directo. 
- La acción no caduca, es decir que puede ser propuesta en cualquier tiempo, atento el 
interés permanente del imperio de la ley. 
- La sentencia recaída en un recurso de anulación que se reduce a declarar la nulidad 
del acto impugnado, produce efecto “erga omnes”, por lo que este recurso no es 
desistible. 
La legislación ecuatoriana distingue con mucho acierto este recurso de anulación u objetivo. 
RECURSO DE PLENA JURISDICCION O SUBJETIVO.- Este de la  nulidad del acto 
administrativo o del procedimiento administrativo, que el Tribunal debe declarar al dictar 
sentencia de mérito dentro del recurso  de plena jurisdicción o subjetivo debe: 
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- Incompetencia de la autoridad o funcionario o empleado que haya dictado la 
resolución o providencia. 
- Omisión o incumplimiento de las formalidades legales que se deben observar para 
dictar una resolución o iniciar un procedimiento. De acuerdo con la ley cuya 
violación se denuncia siempre que la omisión o incumplimiento causen gravamen 
irreparable o influyan en la decisión. La ley lo tipifica así: “El  recurso  de  plena 
jurisdicción o subjetivo ampara un derecho subjetivo  del  recurrente,  presuntamente  
negado,  desconocido  o no reconocido  total  o parcialmente por el acto administrativo de 
que se trata”. 
Hay que tener en cuenta que estos dos recursos son completamente diferentes, distintos 
esencialmente, y producen efectos distintos. 
Este recurso se fundamenta en la necesidad de amparar el derecho subjetivo, negado, 
desconocido o no reconocido por la Administración, o simplemente vulnerado por la autoridad 
administrativa, sus características  son: 
- Solamente puede proponerse en el término previsto para el efecto por la ley 90 días. 
- La sentencia además de declarar la legalidad o ilegalidad del acto administrativo 
impugnado, ha de resolver también en segundo caso sobre la pretensión respecto a 
una situación particularizada del actor. 
- La sentencia produce efectos solo “inter partes” , o sea entre quienes intervinieron 
en la contienda o tienen interés directo en el “mantenimiento del acto o disposición 
que motivare la acción contenciosa administrativa”. 
- La acción procede únicamente contra actos creadores de situaciones subjetivas, 
concretas, particulares de los administrados. 
Por tratarse derechos individuales, la acción se halla sujeta a desistimiento. 
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Además con el Decreto Supremo No. 1077 del Registro Oficial No. 392, del 17 septiembre de 
1973, le atribuyo al Tribunal conocer los juicios coactivos originados en resoluciones dictadas 
por la Contraloría General de la Nación, ahora Contraloría General del Estado. 
No tiene competencia en los de carácter civil o penal que pertenecen a la jurisdicción ordinaria, 
y otros emanados de actos políticos del Gobierno, las resoluciones emanadas de los organismos 
electorales. 
Esta teoría del Derecho Administrativo nace de manera realista y objetiva y crea una conciencia 
de lograr el fortalecimiento de la defensa de los derechos de los administrados contra los errores 
o excesos de poder de la Administración Pública. 
4.4. JUZGADOS CIVILES 
4.4.1 ACCIÓN CIVIL 
Dentro de la Acción civil que puede seguir el administrado, tenemos lo que señala el ERJAFE 
en su Art. 210, mismo que habla del  daño, y manifiesta: “El daño alegado deberá ser real y 
determinado con relación a una persona o grupo de personas”. 
Así mismo tenemos lo que enuncia el Art. 211, referente a la Indemnización que dice “Serán 
indemnizables los daños causados a las personas cuando éstas no tengan la obligación jurídica de 
soportarlos”. 
Por lo que el afectado puede demandar la indemnización de daños y perjuicio y por lo tanto la 
reparación en cualquier otra forma de los efectos generados por la violación del derecho y el 
valor total de las costas procesales; pudiendo a su vez requerirse la adopción de medidas 
cautelares. 
El ERJAFE contempla en su Art. 212, lo referente a la Acción Judicial, que manifiesta: “Si las 
instituciones del Estado, sus delegatarios y concesionarios niegan la indemnización reclamada en forma 
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total o parcial o se abstienen de pronunciar la resolución en el plazo de tres meses, el interesado tendrá 
derecho a la acción contenciosa contra ellos, ante el Tribunal Distrital de lo Contencioso Administrativo 
competente”, Las acciones de carácter judicial se encuentran dirigidas a castigar al infractor de 
un determinado derecho de propiedad industrial, imponer las sanciones contempladas en la ley y 
perseguir la reparación de los daños y perjuicios causados como consecuencia de la trasgresión 
realizada al derecho en perjuicio de su titular. 
La Ley de Propiedad Intelectual en su Art. 303, manifiesta respecto a la indemnización de 
daños y perjuicios “(…) comprenderá las pérdidas sufridas y el lucro cesante, causadas por la 
infracción. La cuantía de los ingresos no obtenidos, se fijará teniendo en cuenta entre otros, los 
siguientes criterios: 
a) Los beneficios que el titular hubiese obtenido de no haberse producido la 
violación; 
b) Los beneficios obtenidos por el infractor como consecuencia de la violación; 
c) El precio, remuneración o regalía que el infractor hubiese tenido que pagar al 
titular, para la explotación lícita de los derechos violados; y, 
d) Los gastos razonables, inclusive honorarios profesionales, incurridos por el titular 
con relación a la controversia”. 
El Art. 304 de la Ley de Propiedad Intelectual manifiesta al respecto.  
“Las sentencias condenatorias de las acciones civiles por violación de los derechos 
de propiedad intelectual impondrán al infractor adicionalmente una multa de tres a 
cinco veces el valor total de los ejemplares de obras, interpretaciones, producciones 
o emisiones de radiodifusión, o de las regalías que de otro modo hubiere percibido 
el titular de los derechos por explotación legítima de éstas u otras prestaciones de 
propiedad intelectual.  
Las multas que conforme a esta disposición se recauden se destinarán en un tercio 
al IEPI; en un tercio al titular del derecho infringido y el tercio restante se 
distribuirá de la siguiente manera: 
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a) Presupuesto de la Función Judicial; 
b) Fondo de Solidaridad; y, 
c) Fomento de Ciencia y Tecnología a través del IEPI”. 
4.5 JUZGADOS PENALES 
4.5.1 ACCIÓN PENAL 
De acuerdo con lo dispuesto por el Código Penal y las leyes vigentes sobre la protección de los 
derechos de la Propiedad Intelectual, las sanciones penales por violación de estos derechos 
dentro de la Legislación  Ecuatoriana, son: las sanciones por violación de los derechos de 
propiedad intelectual se establece en el Capítulo III “De los Delitos y De las Penas” de la Ley de 
Propiedad Intelectual, en sus Artículos 319 y siguientes de la Ley, en donde según esta norma, 
la pena es de prisión de 3 meses a 3 años cuando se produce la violación de patentes y marcas; 
igual pena corresponde a la violación de los secretos comerciales, industriales e indicaciones 
geográficas; a la venta, importación o exportación de productos falsificados y la alteración o 
reproducción ilícita de obras; en cambio, la fabricación o utilización ilegal de etiquetas, sellos o 
envases, la reproducción ilegal de obras o utilización de codificadores y el incumplimiento de 
medidas cautelares está sancionado con prisión de 1 mes a 2 años; y, la venta, importación o 
exportación de productos falsificados, con prisión de 3 meses a 3 años. En cada uno de estos 
casos la sanción comprende una multa de USD 657,22 (seiscientos veinte y siete dólares 
americanos con veinte y dos centavos) a USD 6.572,25 (seis mil quinientos setenta y dos 
dólares americanos con veinte y cinco centavos), o de USD 1.314,45 (mil trescientos catorce 
dólares americanos con cuarenta y cinco centavos) a USD 13.144,50 (trece mil ciento cuarenta y 
cuatro dólares americanos con cincuenta centavos), según la materia de la infracción. 
En aquellos delitos de piratería de derechos de Autor, Propiedad Industrial, que se encuentran 
contemplados en la Ley, vemos que  dentro de la Acusación Particular a presentarse también 
podrá solicitarse al juez la ejecución de medidas cautelares de carácter real y/o personal, a fin de 
garantizar la inmediación del acusado con el proceso, y el pago de la indemnización de daños y 
perjuicios así como las costas procesales. 
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Tal como lo establece el Art. 67 del Código Penal, la acción de indemnización de daños y 
perjuicios es independiente a la condena del infractor por los delitos cometidos y podrá 
demandarse ya sea por la vía civil o la penal. 
Las violaciones cometidas en contra de los preceptos establecidos para regular y proteger la 
Propiedad Intelectual constituyen delitos de acción pública; sin embargo, en el campo práctico 
del litigio judicial, el hecho de considerar estas violaciones como delitos de acción pública o de 
acción privada, no hace variar considerablemente el resultado numérico de las acciones penales 
iniciadas en los Ministerios Públicos o en las Judicaturas Nacionales, pues de acuerdo con las 
informaciones disponibles, el número de expedientes relacionados con la Propiedad Intelectual, 
es realmente mínimo en relación con el número de causas de orden penal que se registran en las 
jurisdicciones del Ecuador, frente a miles de miles de procesos o causas que se siguen por otro 
tipo de infracciones penales distintas a las violaciones de la Propiedad Intelectual no se 
encuentra sino apenas decenas de procesos iniciados por violación a los derechos de propiedad 
intelectual. 
En el Ecuador, que es un país miembro de la Comunidad Andina, en el cual mientras por los 
medios de comunicación se conoce que existen miles de causas penales pendientes de 
resolución por parte de las autoridades judiciales -Jueces de lo Penal, Tribunales de lo Penal, 
Cortes Provinciales y Corte Nacional de Justicia, en el documento de la Función Judicial sobre 
las causas ingresadas últimamente, conforme a información recabada dentro del proceso e 
investigación, vemos que en el año 2006 se han registrado apenas 13 procesos de los cuales una 
parte corresponde a la acción del Ministerio Fiscal y otra, a la acción de los particulares; y, que 
en el primer semestre del 2007, con la misma particularidad, se han registrado únicamente 4 
casos; todos ellos sorteados para su tramitación entre los distintos Juzgados de lo Penal. 
De otro lado lo que aparece con mayor preocupación en esta materia para determinados sectores 
de la comunidad es el caso de violación de derechos de Propiedad Intelectual que se conoce 
como “piratería” comprendiendo entre ellos, la fabricación, distribución, venta, instalación o 
uso de copias no autorizadas de un software o programa para un ordenador o computador. Estas 
variadas manifestaciones o formas de uso ilegal del software han sido registradas en los 
referidos países, con porcentajes realmente preocupantes que impulsan al estudio de medidas 
correctivas o normas y procedimientos que pudieren adoptarse para combatir o corregir esta 
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anormalidad, puesto que este uso ilegal del software, por razones de diverso orden, se ha 
convertido en una actividad generalizada en nuestros países, la cual ha dado lugar a diferentes 
reacciones, en otros sectores, la percepción es diferente desde que se hace una comparación que, 
aunque no puede ser real o apropiada, tiene respaldo entre los consumidores cuando se advierte 
la enorme diferencia de precio entre el software legítimo y el software ilegal, considerando que 
una forma de evitar la piratería, sin perjuicio de las reformas legales que se pudieren hacer, es la 
de reducir el precio final de los productos a niveles inferiores. 
Hay que ver que en el campo penal se deduce, si los afectados con la violación de los derechos 
garantizados por los preceptos sobre Propiedad Intelectual no acuden oportunamente ante las 
autoridades competentes con su denuncia o acusación en demanda del trámite y aplicación de 
las normas penales vigentes porque se consideran satisfechos en sus reclamaciones solamente 
mediante la ejecución periódica de medidas cautelares o la eventual suscripción de arreglos 
extrajudiciales, este hecho no significa que la legislación tipificadora y sancionadora no sea la 
adecuada porque, además, la eficacia de las normas protectoras de la invención depende de otros 
factores como el litigio oportuno y adecuado y la decisión judicial, así mismo, oportuna y 
jurídicamente acertada. 
Finalmente, es importante decir que los problemas generados por la reiterada violación de la 
Ley en materia de Propiedad Intelectual, han dado lugar para que se considere que además de 
las sanciones administrativas que corresponde aplicar a “las autoridades nacionales 
competentes” autorizadas por la Ley comunitaria y a las sanciones penales que pueden imponer 
las autoridades judiciales de cada uno de los Países Miembros, debe establecerse otros 









 Dentro de la Legislación Ecuatoriana, al realizar este estudio de investigación podemos 
observar  que en la Ley de Propiedad Intelectual, en donde se consagra la normativa que 
protege los derechos referentes a la Propiedad Intelectual, no existe un artículo que 
establezca criterios para determinar la confusión marcaría, lo que no sucede con la 
notoriedad de la marca, o de alto renombre, ya que dentro de la Ley podemos evidenciar 
los criterios que la determinan. 
 Por lo que es necesario que los criterios que determinen la confusión marcaria se 
establezcan dentro de la Ley, ya que la Autoridad competente  analiza el riesgo de 
confusión únicamente en base a la sana crítica, misma que es realizada con sinceridad y 
buena fe, y que por la Autoridad puede ser apreciada de una manera, mientras que para 
el afectado o consumidor puede ser apreciada de otra, causando confusión. 
 Por lo tanto, la falta de normativa en la Ley de Propiedad Intelectual respecto a la 
determinación del riesgo de confusión,  hace que exista la confusión marcaria y se dé la 
afectación al consumidor. 
 Es claro evidenciar la necesidad que tiene el titular de una marca, mismo que  pretende 
distinguir en el mercado los productos o servicios de su empresa de los de otras, por 
tanto, una vez que adquiere derechos marcarios es necesario garantizar su protección, y 
la de los consumidores, misma que debe hacerse mediante la comparación de las 
solicitudes posteriores con el fin de evitar el  riesgo de confusión.  
 Motivo por el cual es necesario indicar que no se debería permitir el registro de signos 
que sean idénticos a una marca anterior que designe productos o servicios iguales, ya 
que la semejanza o similitud a una marca anterior registrada ya sea de productos o 
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servicios crea un riesgo de confusión en el público; incluyendo el riesgo de asociación 
con una marca anterior. 
 Por tanto, en el caso de doble identidad de los signos y en su ámbito aplicativo, 
necesitamos que en nuestra Ley de Propiedad Intelectual norme la confusión marcaria 
que  se produce. 
 Otra norma que actúa independientemente es la Ley Orgánica del Consumidor, al igual 
que la Ley de Propiedad Intelectual, pero es fácil darse cuenta que ninguna de ellas dan 
una correcta orientación al consumidor respecto a la forma de actuar en caso de 
violación de sus derechos en aspectos marcarios, cayendo los mismos en indefensión, 
concibiéndose como una situación procesal en la que él consumidor se ve limitado por 
el órgano jurisdiccional de los medios de defensa, la vulneración de sus derechos que le 
corresponden en el desarrollo del proceso, motivo por el cual se necesita la organización 
de estas dos leyes, para que así puedan ser utilizadas conjuntamente brindándole al 
consumidor y al titular de una derecho marcario una mayor protección.  
 El procedimiento de registro de marcas realizado por el Instituto Ecuatoriano de 
Propiedad Intelectual, tiene muchos aspectos positivos como negativos, uno de ellos es 
que tiene relevancia la posibilidad con que cuentan terceros para presentar oposiciones, 
garantizando el derecho a la defensa de quienes tengan interés legítimo, teniendo como 
aspectos negativos, que el interesado puede realizar una solicitud de búsqueda fonética 
la que es verificada en el sistema de información a nivel nacional, por lo cual dentro de 
esta búsqueda no están incluidas  las marcas notorias o de alto renombre que funcionan 
en otros países motivo por el solicitante en caso de querer registrar un signo que tenga 
una similitud visual, fonética o conceptual no lo sabrá ya que no consta dentro del 
sistema utilizado por el IEPI, pudiendo el análisis fonético causar un evidente error. 
 Al ser el Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual la institución encargada de 
regular y velar para que la Ley de Propiedad Intelectual y todos sus derechos se 
cumplan, ésta debería contar con un sistema de información a nivel  Internacional, sobre 
todo cuando el  Ecuador es un país que  mantiene varios Convenios o Tratados 
Internacionales, con la Comunidad Andina,  el ADPIC, el Tratado sobre derechos de 
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Marcas, la Unión de París, la OMPI, convenio de Roma entre otros, mismos que tienen 
como fin el brindar el apoyo necesario para que los mismos se cumplan. 
 En conclusión, nuestra  normativa legal resulta escasa en la protección de los derechos 
de los consumidores y de los titulares marcarios, ya que no evidencia ni puede 
diferenciar la confusión marcaria, el hacerlo implica una reforma legal tanto de la  Ley 
de Propiedad Intelectual como de su Reglamento, estableciéndose en la Ley criterios 
claros que debe aplicar la Autoridad correspondiente en el momento de tener un caso de 
confusión marcaria, debiendo explicarse en la Ley la determinación de riesgo de 
confusión y sobre todo como evidenciarlo, para  que no se vulneren derechos de las 
partes, y en el caso del Reglamento, deben constar en el mismo los procesos que deben 
seguirse para la correcta aplicación de los criterios que establece la Ley, mismos que 
servirán de directrices para poder resolver conforme a derecho los casos de confusión 
marcaria, obviamente con la ayuda de la Doctrina Internacional y  Fallos emitidos por el 











 Es necesario tener en cuenta en primer punto  que el grado de similitud que puede dar 
lugar al riesgo de confusión no es siempre fijo, ya que deben tenerse en cuenta todos los 
factores del supuesto concreto que sean pertinentes, es así que el riesgo de confusión 
debe apreciarse globalmente, observando todos los factores del supuesto concreto que 
sean pertinentes; la apreciación del riesgo de confusión depende de numerosos factores, 
pero sobre todo del conocimiento y la magnitud que tenga la marca en el mercado, así 
como la asociación que puede hacerse de ella con el signo utilizado o registrado, o del 
grado de similitud entre la marca y el signo y entre los productos, servicios designados. 
 Además, se debe tener en cuenta también lo referente a la similitud gráfica, fonética o 
conceptual de las marcas en conflicto, por lo que esta apreciación global debe basarse 
en la impresión de conjunto producida por las marcas, teniendo en cuenta, en particular, 
sus elementos distintivos y dominantes.  
 Por lo tanto, es necesario que el carácter distintivo de la marca anterior  sea muy 
marcado ya que este se ha de tener siempre en cuenta a la hora de decidir sobre el riesgo 
de confusión. 
 Como segundo punto, es necesario tener en cuenta que la encargada de verificar si el 
signo que se va a registrar no es confundible con otro ya registrado o solicitado es la 
autoridad administrativa del IEPI, por lo que antes de entrar en el estudio de las 
semejanzas entre signos y productos es necesario determinar el concepto del “público” 
que es quien puede sufrir el riesgo de confusión y dejando como en un segundo plano 
obviamente sin restarle importancia al mismo, el análisis especifico del riesgo de 
asociación que se incluye dentro del riesgo de confusión a través del examen de fondo, 
aspecto importante para poder determinar el riesgo de confusión, ya que en el caso de 
tener similitud el signo a registrarse debe ser rechazado, claro es importante señalar que 
este proceso o examen se lo debe realizar con anterioridad, cotejando con la búsqueda 
fonética, ya que así el usuario o posible titular de la marca tiene la opción de saber que 
no puede registrar ese signo y ahorrará tiempo y dinero, al no intentar registrar una 
marca que ya existe. 
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 En el tercer punto hago referencia a la forma en que la Autoridad competente analiza el 
riesgo de determinar la confusión marcaria, ya que es muy importante y como se señaló 
anteriormente nuestra legislación no ofrece la suficiente protección de los derechos de 
los titulares de las marcas así como de los consumidores, ya que al no estar establecidos 
los criterios que determinen el riesgo de confusión marcaria, se lo analiza a través de la 
sana crítica, creando un vacío legal, cuando este tema debe protegerse dentro de nuestro 
ordenamiento jurídico, siendo controversial el tema de que dentro de la doctrina y de la  
Jurisprudencia del  Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina, existe normativa que 
suple el vacío de la norma interna, vale la pena mencionar que la Autoridad 
Administrativa cuenta con la potestad discrecional para que atienda al interés general, 
teniendo como objetivo principal el satisfacer el interés general, razón por lo cual la 
Autoridad debería aplicar la Doctrina y  Jurisprudencia Internacional, debiendo regirse 
al principio de legalidad, es decir debería estar sometido a la voluntad de la ley y de su 
jurisdicción y no a la voluntad de las personas, por lo que  la sana crítica se debería 
aplicar como último recurso. 
 Como cuarto y último punto es necesario analizar la capacidad en la que se encuentran 
los funcionarios del Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual, mismos que 
intervienen en el proceso de registro de una marca, este es uno de los puntos más 
importantes, debido a que si los servidores públicos  posean los conocimientos 
adecuados para poder determinar  de manera satisfactoria el riesgo de confusión 
marcario, podrán realizar un correcto proceso del registro marcario, por lo que es 
necesario que se invierta en capacitaciones  de manera constante, obteniendo como 






7. PROPUESTA  
Desde el momento en que un signo es susceptible de generar una asociación con una marcar, se 
entiende que este es perjudicial ya que esto genera en el consumidor un vínculo, mismo que es 
perjudicial para la marca ya registrada. 
Queda por tanto establecido que la capacidad de asociar representaciones en la mente del 
consumidor, constituye para el mismo una necesidad para orientarse en la masa de 
representaciones mentales, por lo que es evidente que la asociación está ligada a la capacidad de 
diferenciación, por lo que no hay asociación si distinción previa, por lo que es importante que el 
titular de la marca goce de una protección que pueda ir mucho más allá de una defensa contra la 
similitud. 
Es importante manifestar que al estudiar a la autoridad marcaría en una posible confusión de 
marcas, el examen que realice la misma debe contener un conjunto de elementos que integran la 
marca propuesta a registro, atendiendo fundamentalmente a la impresión instantánea de dichas 
marcas, teniendo en cuenta que esto  no impide establecer que un elemento común resulte con 
débil fuerza para llevar a confusión, por lo que  sí del examen a primera vista de ambas marcas 
surge un elemento con mayor fuerza que desvirtúe la semejanza derivada del elemento común, 
pues debe recalcarse que no toda semejanza impide el registro de una marca, sino que además 
debe de ser en grado tan evidente esa semejanza, que confunda en el mercado al público 
consumidor. 
Siendo necesario e importante analizar el hecho de que la autoridad de ser el caso, niega el 
registro de una marca por  elaborar un examen inexacto, y por lo tanto sus facultades propias se 
ejercen dentro del acto en forma inexacta, lo cual no debería suceder si la marca que se está 
proponiendo a registro tiene un elemento que le diferencie al estimarla en conjunto, despejando 
la posible confusión derivada del elemento común inicial.  
En tales condiciones, la existencia de un elemento común en una marca anterior no genera 
automáticamente un obstáculo legal para registrar la nueva marca, cuando existe un diverso 
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elemento diferenciador lo suficientemente intenso para hacerle ver al consumidor, en una 
primera impresión, que está frente a marcas diversas o distintas. 
El proceso de registro de la marca comienza con la aceptación a trámite de la marca, por lo cual 
es importante que la autoridad encargada de aceptar que las nuevas marcas a registrarse sean 
aceptadas o no, lo haga concienzudamente, haciendo una correcta evaluación previa al registro,  
siendo lo ideal que en nuestra legislación vigente se estipule la responsabilidad  administrativa y 
civil que tendría la autoridad, ya que el correcto proceso marcario debería evitar que se 
produzca una confusión marcaria y pueda determinarse su riesgo a tiempo, denegando así su 
registro y evitando causar daño al consumidor, estando así la autoridad obligada a responder e 
indemnizar por los daños y perjuicios ocasionados. 
Como es evidente nuestro país se encuentra en una estructuración institucional, por lo que es 
importante que los servidores públicos fomenten la responsabilidad en los actos que realizan, 
concientizando y optimizando tiempo y recursos de los administrados, refiriéndonos a este caso 
concreto al realizar un correcto cotejo marcario para poder así determinar  el riesgo de 
confusión que pueda existir entre las marcas. 
Como último punto es importante mencionar el papel que cumple la Defensoría del Pueblo 
dentro de la defensa de los derechos de los consumidores y como hace que se éstos se cumplan 
y no se violenten, ya que únicamente se limita a realizar mediación en el caso de existir 
controversia entre las partes sin hacer un correcto control y vigilancia de los derechos de los 
consumidores, por lo que es importante que las resoluciones que emita el Defensor del Pueblo 
cuenten con fuerza coercitiva y sancionatoria. 
Es cierto que existe el Tribunal de Defensa del Consumidor en el país, pero es cierto también 
que los consumidores son irrespetados, sobre todo en el hecho de que el producto final debe 
permitir al consumidor el derecho de elegir antes de formalizar su consumo, conforme lo 
establece la Ley, sin embargo es importante señalar que los ciudadanos no conocen los derechos 





 Aracama, Ernesto (1999). “El agotamiento de los derechos de marea y las 
importaciones paralelas, pp. 13 -38, en Temas de derecho industrial y de competencia 
3. Derecho de marcas”. Buenos Aires-Argentina, 545 p. 
 Alvarado, Haydeé (2005). “Derecho del consumidor, Primera Parte”. Loja-Ecuador. 
Universidad Técnica Particular de Loja, 150 p. 
 Arbaiza, Catalina (1997). “Los derechos del consumidor”, Madrid-España. Aguilar, 124 
p. 
 Arrabal, Pablo, Manual (1991). “Práctico de Propiedad Intelectual e Industrial”. 
Barcelona-España. Ediciones Gestión 2000 S.A. 164 P.  
 Breuer, Pedro (1946). “Tratado de marcas de fábrica y de comercio”, Segunda Edición, 
Buenos Aires-Argentina. 
 Bonfanti, Mario (2001). “Derecho del Consumidor y del Usuario”. Buenos Aires-
Argentina. Abeledo – Perrot. 379 p. 
 Botana, José (1993). “Las marcas internacionales”. Madrid-España. Consejo General 
de Colegios Oficiales de Corredores de Comercio. 279 p. 
 Casado, Alberto (2000). “Derecho de marcas y protección de los consumidores. El 
tratamiento del error del consumidor”. Madrid-España. Editorial Tecnos. 149 p. 
119 
 
 Cornejo, Aldo (1992). “Derecho de marcas”. Lima-Perú. Cultural Cuzco S.A. Editores.  
251 p. 
 Dávila Torres, César (2003). “Propiedad industrial  y obtenciones vegetales: 
resoluciones administrativas (agosto 2000 a julio 2003)”. Quito-Ecuador. Corporación 
de Estudios y Publicaciones. 511 p 
 Dromi, Roberto (1999). “El procesamiento Administrativo”, Buenos Aires-Argentina. 
Editorial Ciudad Argentina. 1999. 324 p. 
 Ferrero, Gonzalo (2007).- “Acerca de la nulidad de las marcas, pp. 153 – 154, en 
Asociación Interamericana de la propiedad intelectual, ASIPI, derechos intelectuales”. 
Buenos Aires-Argentina, Astrea. 270 p. 
 Pachano, Eduardo (1999). “Las marcas engañosas. pp. 87 – 99. en Temas marcarios”. 
Caracas VIVROSCA. 247 p. 
 De las Heras, Tomás (1998). “Europa y las patentes y las marcas”. Madrid-España. 
Fundación Universidad Empresa. 
 Durán de Zuluaga, Ángela. “Derecho Marcario”, Bogotá-Colombia. Pontifica 
Universidad Javeriana, 91 p. 
 Fernández – Novoa, Carlos (2001). “Tratado sobre derecho de marcas”. Madrid-
España. Marcial Pons ediciones Jurídicas y Sociales S.A. 634 p. 
 Gros, Héctor (2000). “Los derechos básicos del consumidor, pp. 15-21, en Derechos del 
consumidor en el marco de la legislación Nacional y la Integración Regional” 
Montevideo, INGRNUSI Ltda. 218p. 
120 
 
 Ibáñez, Jorge (1998). “Los derechos de los consumidores y usuarios: fundamentos 
constitucionales y desarrollo legal”. Bogotá-Colombia. El Navegante. 531 p. 
 Kors, Alberto (1999). “La marca: una herramienta del derecho de la competencia, pp 
155 -176, en Temas de derecho industrial y de competencia 3. Derecho de marcas”. 
Buenos Aires-Argentina. Ciudad Argentina. 545 p. 
 Lombardi, César (1999). “Los derechos del consumidor y del usuario y el Mercosur: 
algunas cuestiones”. Santiago de Chile. Editorial Jurídica de Chile. 825 p. 
 Rojas, Enrique (2007). “Derecho Administrativo y Derecho Procesal Administrativo”. 












 Ley de Propiedad Intelectual 
 Constitución de la República del Ecuador 2008 
 Ley Orgánica Defensa Consumidor 
 Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función Judicial 
 Tratados Internaciones como: El Convenio de París; el ADPIC; y el Tratado sobre 
Derecho de Marcas 
 
MATERIAL INFORMÁTICO 
 http://www.derechoecuador.com 
 http://www.iepi.gob.ec/inicio.html 
 www.lexis.com.ec 
 
 
